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Civil y Familiar 

 

Tesis Aisladas Civil 

 

REPARACIÓN DEL DAÑO. LA NEGATIVA DEL DERECHO A PAGAR SU MONTO EN PLAZOS, SIN 
MOTIVAR LA DECISIÓN NI ALUDIR A LA SITUACIÓN ECONÓMICA DEL SENTENCIADO, VIOLA 
EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL). 

 

De los artículos 48 y 86 del Código Penal para el Distrito Federal, se advierte el derecho del sentenciado 
a pagar el monto de la reparación del daño en plazos, una vez acreditada su situación económica; y es 
así que el Juez de la causa podrá fijar dichos plazos, los que en su conjunto no deberán exceder de un 
año, teniendo en cuenta el monto del daño a que fue condenado, con la potestad de exigir una garantía 
si lo estima conveniente. Ahora bien, la simple negativa del derecho al pago del monto de la reparación 
del daño en parcialidades, sin motivar la decisión y ni siquiera aludir a la situación económica del 
sentenciado, viola el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que 
deben ponderarse esta última y el monto del daño a que fue condenado, para decidir si procede o no la 
concesión de los mencionados plazos, esto es, eventualmente, mensualidades para su pago, incluso, 
fijando una garantía si así se estima conveniente; luego, al no estar motivada dicha decisión, procede 
conceder el amparo para que la autoridad la emita correctamente. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

BULLYING ESCOLAR. VULNERA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA DIGNIDAD, LA 
INTEGRIDAD Y LA EDUCACIÓN DEL MENOR. 

 

En el derecho comparado y en la doctrina especializada se ha señalado que el acoso o bullying escolar 
constituye un atentado a la dignidad, integridad física y educación de los niños afectados. Los derechos 
fundamentales a la dignidad, integridad, educación, y a la no discriminación, están protegidos en la 
Constitución General y en diversos tratados internacionales suscritos por México. En este sentido, la 
protección constitucional a la integridad comprende el reproche a cualquier acto infligido en menoscabo 
físico, psíquico y moral de las personas. Asimismo, la dignidad implica la protección no sólo de la 
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integridad física, sino de la intangibilidad mental, moral y espiritual de la persona, de tal suerte que una 
persona pueda vivir y desarrollarse sin humillaciones. Finalmente, el derecho a la educación de los niños 
constituye un derecho humano intrínseco y un medio indispensable para realizar otros derechos 
fundamentales, en virtud del cual la educación debe brindarse en un ambiente libre de violencia, a fin 
de garantizar el efectivo aprovechamiento de las oportunidades de desarrollo educativo. El acoso 
escolar vulnera estos derechos porque modifica el ambiente que debe promoverse desde la escuela, 
provocando que los niños sean expuestos a la violencia, formen parte, o inclusive sean el objeto de ella. 
Las peleas escolares, el abuso verbal, la intimidación, la humillación, el castigo corporal, el abuso 
sexual, y otras formas de tratos humillantes, son conductas que sin duda alguna vulneran la dignidad e 
integridad de los niños, y afectan gravemente sus oportunidades de desarrollo educativo. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

BULLYING ESCOLAR. SU CONCEPTO. 

 

El acoso o bullying escolar constituye un fenómeno social particularmente complejo de definir e 
identificar en la realidad. Adicionalmente, no existe un consenso científico o académico sobre el tipo de 
conductas que integran el fenómeno. Por ende, se ha estimado necesario construir un concepto que 
permita identificar el fenómeno en la realidad, a partir de los elementos doctrinarios que comprendan de 
mejor manera las conductas que integran el fenómeno, y que satisfagan los requisitos constitucionales 
y legales de protección a la infancia. Bajo estas condiciones, es posible definir el bullying escolar como 
todo acto u omisión que de manera reiterada agreda física, psicoemocional, patrimonial o sexualmente 
a una niña, niño, o adolescente; realizado bajo el cuidado de las instituciones escolares, sean públicas 
o privadas. 

 

PRIMERA SALA 

 

BULLYING ESCOLAR. ELEMENTOS QUE CONFORMAN SU DEFINICIÓN. 

 

El acoso o bullying escolar consiste en todo acto u omisión que de manera reiterada agreda física, 
psicoemocional, patrimonial o sexualmente a una niña, niño, o adolescente; realizado bajo el cuidado 
de las instituciones escolares, sean públicas o privadas. Dicho concepto establece como conductas 
constitutivas de bullying, aquellos actos u omisiones los cuales al tener un carácter reiterado pueden 
dar lugar a un patrón de acoso u hostigamiento; señala a las niñas, niños y adolescentes como el sujeto 
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receptor de la agresión; el concepto también establece el tipo de daño, el cual puede ser de diversa 
índole, físico, psicoemocional, patrimonial o sexual; finalmente, la definición denota el ámbito donde se 
propicia el acoso, aquel acoso que se realice en aquellos espacios en los que el menor se encuentra 
bajo el cuidado del centro escolar, público o privado. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

 

BULLYING ESCOLAR. CRITERIOS PARA IDENTIFICAR Y CARACTERIZAR ESTE FENÓMENO 
SOCIAL. 

 

Ante la complejidad que implica caracterizar e identificar el fenómeno de bullying escolar y la diversidad 
de criterios existentes para ello en la literatura especializada, es posible destacar por lo menos dos 
características que satisfacen cabalmente el marco legal y constitucional de la protección a la infancia: 
i) una acción de hostigamiento escolar; y ii) que ocurre de manera reiterada en el tiempo. Respecto al 
hostigamiento, conviene apuntar que implica acciones negativas que pueden adoptar varias 
modalidades: contacto físico, palabras, muecas, gestos obscenos, o bien la exclusión deliberada de un 
alumno del grupo. En relación con la reiteración en el tiempo, cabe destacar que constituye un elemento 
que permite distinguir el fenómeno de acoso escolar como un patrón de comportamiento generador de 
un ambiente de violencia, de un solo acto aislado de agresión. También es importante subrayar que, al 
identificar el acoso escolar, debe tomarse en cuenta la naturaleza esencialmente casuística del 
fenómeno. No todos los conflictos sociales dentro de la escuela serán acoso escolar, ni todas las 
conductas de bullying serán igual de graves en cuanto a daños y consecuencias. Igualmente, en 
ocasiones es difícil identificar claramente a los agresores, pues puede presentarse como una acción de 
grupo en la que la responsabilidad se ve pulverizada. Por último, debe anotarse que puede resultar 
difícil determinar el tiempo en que debe presentarse el fenómeno. Este análisis integral de los hechos 
corresponderá al juzgador ante las circunstancias del caso concreto. 

 

PRIMERA SALA 
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MEDIDAS CAUTELARES O PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS DE CARÁCTER PROHIBITIVO 
EMITIDAS DENTRO DE UN JUICIO ORDINARIO CIVIL. SON ACTOS CUYA NATURALEZA NO 
REPRESENTA UN PERJUICIO DE DIFÍCIL REPARACIÓN PARA EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 

 

La interpretación funcional del artículo 139 de la Ley de Amparo, en relación con la suspensión definitiva 
dentro del juicio de amparo indirecto, permite establecer las siguientes pautas interpretativas: 1. Los 
actos reclamados que representan un perjuicio de difícil reparación, para efectos de dicha suspensión, 
son todos aquellos emitidos por alguna autoridad que conculcan un derecho perteneciente al quejoso, 
o una situación jurídica concreta de que goza en el presente, cuya reparación, en caso de ser 
desconocidos, implicaría una dificultad material o jurídica para una restitución en el goce de ese derecho 
o situación jurídica, a fin de que las cosas vuelvan al estado que tenían hasta antes de ordenarse su 
reparación. 2. Dicha situación no se presenta en el caso de ciertas medidas cautelares o providencias 
precautorias decretadas dentro del juicio ordinario civil, que como actos accesorios y sumarios del 
proceso tienen como finalidad prevenir su dilación o suplir la falta de una resolución asegurando la 
definición efectiva del derecho discutido en juicio. 3. De esta suerte, si en un determinado juicio ordinario 
civil se dictan ciertas providencias de carácter prohibitivo, como que la demandada no emprenda actos 
de dominio sobre los inmuebles materia de la controversia, o bien, la constitución de algún gravamen, 
afectación o limitación de dominio sobre dichos bienes; tales actos no pueden reputarse con efectos de 
difícil reparación susceptibles de ser suspendidos en el juicio de amparo indirecto. 4. Lo anterior, en 
función de que, de otorgarse la protección constitucional, quedarán insubsistentes las medidas 
cautelares o providencias precautorias y las cosas volverán al estado que tenían antes de emitirse, lo 
cual implica la restitución del derecho de la quejosa, temporalmente suspendido con motivo de la medida 
cautelar decretada, pues sin mayor dificultad recobrará el derecho que le brinda la posibilidad de 
ejecutar la libre disposición de los inmuebles materia del juicio. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

DONACIÓN. SU REVOCACIÓN POR INGRATITUD, BASADA EN EL HECHO DE HABERSE 
COMETIDO UN DELITO EN CONTRA DEL DONANTE, NO DEBE INTERPRETARSE EN UN 
SENTIDO TÉCNICO-PENAL. 

 

El fundamento de la revocación de la donación por ingratitud (del latín ingratitudo, que significa 
desagradecimiento, olvido o desprecio de los beneficios recibidos. Vicio del ingrato desagradecido), 
prevista en el artículo 2370, fracción I, del Código Civil para el Distrito Federal, no debe interpretarse en 
un sentido técnico-penal, sino como una conducta condenable tanto por la sociedad como por el 
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donante, ejecutada con intención; esto es, como un acto que constituye una afectación a la persona, 
bienes u honra del donante, mediante el cual se demuestra una falta al deber de gratitud que le debe el 
donatario a éste, sin que sea necesario que dicho acto se encuentre prohibido y sancionado en la ley 
penal (delito stricto sensu); pues la palabra "delito" debe interpretarse en sentido lato, es decir, no como 
conductas penalmente sancionables, sino como actos igualmente condenables por la conciencia social 
y por la afectación al animus donandi, los cuales comprenden los hechos ilícitos que afectan el derecho 
al honor, a la intimidad personal y a la propia imagen del donante; de ahí que la revocación de una 
donación por ingratitud, basada en la figura jurídica que nos ocupa, debe tenerse como la realización 
por el donatario de ciertos actos ilícitos que aun sin serlo en el terreno criminal, lo son para el donante 
por su relación con el donatario, en el ámbito del derecho privado y que la sociedad califica de ingratos 
de la donataria hacia el donante. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

BULLYING ESCOLAR. PUEDE LLEGAR A CONSTITUIR UN TRATO DISCRIMINATORIO, SI ESTÁ 
MOTIVADO POR EL HECHO DE QUE LA VÍCTIMA PERTENEZCA A UNO DE LOS GRUPOS 
ESPECIALMENTE PROTEGIDOS POR EL ARTÍCULO 1o. CONSTITUCIONAL. 

 

Además de afectar ordinariamente los derechos humanos a la integridad, dignidad y educación de los 
menores, el acoso o bullying escolar puede constituir un trato discriminatorio cuando tiene como motivo 
que la víctima pertenece a un grupo especialmente protegido en el artículo 1o. constitucional. Por 
ejemplo, cuando se hostiga al niño por su raza, situación económica, preferencia sexual, o porque tiene 
alguna discapacidad. En este sentido, existe amplia evidencia que sugiere que el acoso escolar es 
aplicado con mayor severidad o frecuencia a niños que pertenecen a grupos que son objeto de estigma 
y discriminación en la sociedad. De esta manera, el juzgador debe ser especialmente cuidadoso cuando 
exista evidencia de que el bullying ocurrió por algún motivo relacionado con una categoría 
especialmente protegida por la Constitución. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

BULLYING ESCOLAR. MEDIDAS DE PROTECCIÓN REFORZADA PARA COMBATIR LA 
DISCRIMINACIÓN. 
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Existe amplia evidencia que sugiere que el acoso escolar es aplicado con mayor severidad o frecuencia 
a niños que pertenecen a grupos que son objeto de estigma y discriminación en la sociedad. En este 
sentido, el bullying escolar puede constituir un trato discriminatorio cuando tiene como motivo que la 
víctima pertenece a un grupo especialmente protegido en el artículo 1o. constitucional. Como 
consecuencia, las autoridades tienen la obligación de crear las condiciones para el ejercicio del derecho 
a la educación de los niños en condiciones de igualdad, a través de medidas de protección reforzada. 
Así, profesores, autoridades escolares y administrativas deben tomar las medidas necesarias para 
evitar, tratar y remediar cualquier situación de hostigamiento que sufra el menor. Igualmente, las 
autoridades federales y locales deben adoptar medidas de protección especial de derechos de niñas, 
niños y adolescentes que se encuentren en situación de vulnerabilidad por circunstancias específicas; 
así como garantizar que estos niños no sean objeto de maltrato o discriminación. Dichas medidas deben 
ir encaminadas a garantizar que la educación se preste con equidad, en espacios integrados, seguros, 
libres de violencia, donde los niños puedan desarrollar sus aptitudes y competencias, y puedan aprender 
los valores que les permitirán convivir en sociedad. 

 

PRIMERA SALA 

 

BULLYING ESCOLAR. LOS MENORES CON TRASTORNOS DE DÉFICIT DE ATENCIÓN CON 
HIPERACTIVIDAD SE ENCUENTRAN EN UNA SITUACIÓN DE ESPECIAL VULNERABILIDAD QUE 
EXIGE LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN REFORZADAS POR PARTE DE LAS 
AUTORIDADES ESCOLARES. 

 

Los niños diagnosticados con Trastorno de Déficit de Atención con Hiperactividad (TDAH) se encuentran 
en una situación de especial vulnerabilidad por lo que merecen medidas de protección reforzadas. 
Generalmente, el TDAH se asocia con limitaciones que afectan directamente el entorno social del niño, 
imponiéndole dificultades de aprendizaje y para relacionarse, así como padecimientos psicológicos -
como baja autoestima-, que comúnmente ponen en riesgo el desempeño académico y la adaptación 
social del menor en sus centros de estudio. Las características que tienen los niños con TDAH, su 
vulnerabilidad social y psicológica, y la posibilidad de que por restricciones del entorno no desarrollen 
plenamente sus capacidades, colocan al menor en una situación de riesgo. En consecuencia, las 
autoridades escolares y administrativas deben tomar medidas de protección reforzadas para evitar, 
tratar y remediar cualquier situación de hostigamiento que sufra el menor. 

 

PRIMERA SALA 

 

 



 

 

 

 

 

Página 26 de 136 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Octubre  

 15 

 

BULLYING ESCOLAR. DEBERES DE LAS AUTORIDADES PARA PREVENIR LA 
DISCRIMINACIÓN. 

 

Las autoridades federales y locales deben adoptar medidas de protección especial para proteger los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes que se encuentren en situación de vulnerabilidad; así como 
garantizar que estos niños no sean objeto de maltrato o discriminación. En ese sentido, las autoridades 
educativas tienen la obligación de crear las condiciones para el ejercicio del derecho a la educación de 
los niños en condiciones de igualdad. Así, deben generarse espacios educativos en los que los niños 
con necesidades especiales desarrollen plenamente sus capacidades. Por tanto, para proteger los 
derechos de los niños, el Estado debe garantizar que la educación se preste con equidad, en espacios 
integrados, seguros, libres de violencia, donde los niños puedan desarrollar sus aptitudes y 
competencias, y puedan aprender los valores que les permitirán convivir en sociedad. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

APELACIÓN EN CONTRA DE SENTENCIAS DEFINITIVAS EN JUICIOS DE ARRENDAMIENTO. EL 
ARTÍCULO 966 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL QUE 
LA PREVÉ CON ÚNICO EFECTO DEVOLUTIVO, NO VULNERA LOS DERECHOS HUMANOS AL 
DEBIDO PROCESO Y DE AUDIENCIA. 

 

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que cuando la legislación civil 
prevea en procedimientos específicos la apelación con único efecto devolutivo, como sucede en los 
casos de controversias de arrendamiento, no implica una transgresión a los derechos humanos de 
audiencia, ni de debido proceso, pues se advierte que la regulación de la apelación en contra de 
sentencias definitivas en juicios de arrendamiento encuentra un fin constitucionalmente válido al 
procurar que la parte que obtuvo sentencia favorable pueda ejecutar a la brevedad la sentencia, sin 
afectar los derechos de la parte perdidosa, además de que la ejecución ocurre sólo si se cumplen los 
requisitos de garantizar los posibles daños y perjuicios que se ocasionen en caso de que fuere exitosa 
la apelación. De ello es evidente que, en dado caso, la ejecución que se lleve a cabo tiene una 
naturaleza meramente provisional, pues en caso de que la apelación resultare exitosa para la parte 
perdidosa de la primera instancia, la ejecución se retrotrae a salvaguardar la materia del litigio, por lo 
que no hay modo de que se conculquen los derechos de audiencia, ni mucho menos de debido proceso; 
además, el permitir la ejecución de la sentencia de primera instancia no limita ni prohíbe que la parte 
perdidosa haga valer sus derechos y defensas, máxime que el objeto que se pretende con la apelación 
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en único efecto devolutivo es garantizar que el procedimiento no se retrase, especialmente cuando se 
trata de procedimientos especiales como lo son las controversias de arrendamiento, en las cuales 
ambas partes tienen interés en que el juicio se resuelva de forma ejecutiva y breve. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

BULLYING ESCOLAR. LAS INSTITUCIONES PRIVADAS QUE BRINDAN SERVICIOS EDUCATIVOS 
O REALICEN ACTIVIDADES RELACIONADAS CON MENORES, SE ENCUENTRAN OBLIGADAS A 
PROTEGER LOS DERECHOS A LA DIGNIDAD, INTEGRIDAD, EDUCACIÓN Y NO 
DISCRIMINACIÓN DE ÉSTOS, EN ATENCIÓN A SU INTERÉS SUPERIOR. 

 

Como se señaló en el amparo directo en revisión 1621/2010, algunos deberes derivados de normas de 
derechos fundamentales son susceptibles de regir la conducta de los particulares, además del actuar 
del Estado. Respecto a las situaciones de acoso escolar, conviene recordar que los padres delegan el 
cuidado de sus hijos a profesores y directivos, confiados en que en dichos centros recibirán los cuidados, 
atención y educación que requieren. Por lo anterior, esta Primera Sala estima que cuando las 
instituciones privadas prestan servicios públicos educativos a menores -o desarrollan actividades 
relacionadas con los niños en general-, se encuentran vinculadas por el principio del interés superior 
del menor. En estas condiciones, el centro que preste el servicio educativo está obligado a proteger los 
derechos del niño a la dignidad, integridad, educación y no discriminación. Ello, sin menoscabo de la 
plena vigencia de la obligación del Estado de proteger los derechos de los niños de manera simultánea. 

 

PRIMERA SALA 

 

BULLYING ESCOLAR. CONSTITUYE UN CASO DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL DE NATURALEZA SUBJETIVA. 

 

La responsabilidad contractual emana de un acuerdo de voluntades que ha sido transgredido por alguna 
de las partes, en tanto que la responsabilidad extracontractual deriva del incumplimiento del deber 
genérico de no afectar a terceros. La responsabilidad extracontractual, a su vez, puede tratarse de 
responsabilidad objetiva o subjetiva. La subjetiva se funda en un elemento de carácter psicológico, ya 
sea porque se comete una acción dañosa o porque se incurre en descuido o negligencia. En cambio, 
en la objetiva se encuentra ausente el elemento subjetivo, esto es, la culpa o negligencia. En este 
sentido, es posible concluir que los casos de bullying escolar son de responsabilidad civil 
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extracontractual de naturaleza subjetiva, en tanto es relevante la conducta del agresor o la negligencia 
de la escuela para que se origine la responsabilidad. 

 

PRIMERA SALA 

 

INTERESES ORDINARIOS Y MORATORIOS PACTADOS EN UN CONTRATO DE MUTUO. NO 
PUEDEN GENERARSE SIMULTÁNEAMENTE POR DISPOSICIÓN EXPRESA DEL ARTÍCULO 1977 
DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE JALISCO. 

 

El señalado numeral que regula el interés convencional en el contrato de mutuo con interés, destaca 
que el interés natural (ordinario) es: "aquel que se fija durante la vigencia del contrato"; en tanto que el 
interés moratorio es: "el que sustituye al natural al incurrir en mora el deudor"; lo cual revela que si por 
disposición legal, el moratorio sustituye al ordinario, ambos intereses no pueden coexistir 
simultáneamente, pues conforme al Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española, 
por "sustituir" hemos de entender: "Poner a alguien o algo en lugar de otra persona o cosa."; por ende, 
desde que se actualiza el supuesto para que se causen los intereses moratorios, los ordinarios dejan 
de generarse. Sin que obste que en el contrato fundatorio no se pactara oposición expresa para generar 
ambos réditos a la vez, pues lo cierto es que ante la restricción del artículo en estudio, si en un contrato 
implícitamente se autoriza en forma simultánea el pago de los intereses moratorios y naturales, carece 
de valor ese pacto, por contravenir una norma prohibitiva, de conformidad con el artículo 10 del Código 
Civil del Estado de Jalisco; sin que ello implique anular la cláusula sobre el pago de intereses, ni el acto 
jurídico, pues se desvirtuaría la naturaleza del mutuo con interés. Entonces, la solución es que opere la 
reducibilidad de lo pactado en términos del artículo 1795 del citado ordenamiento (es decir, regular a la 
forma de causarse los intereses y restableciendo la equidad entre las partes en términos de ley); 
permitiendo que subsistan los intereses naturales y moratorios, pero ajustando su causación al citado 
artículo 1977, sin que sea simultánea. Cabe aclarar que este criterio no se contrapone con el sostenido 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 29/2000, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, noviembre 
de 2000, página 236, de rubro: "INTERESES ORDINARIOS Y MORATORIOS EN EL JUICIO 
EJECUTIVO MERCANTIL. COEXISTEN Y PUEDEN DEVENGARSE SIMULTÁNEAMENTE.", pues las 
normatividades ahí analizadas (Código de Comercio y Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito), no contemplan hipótesis similares a la contenida en el referido artículo 1977, en cuanto a la 
limitante de generar intereses moratorios y ordinarios en forma simultánea, cuestión que, incluso, se 
destacó en la contradicción de tesis 102/98, de donde emanó la jurisprudencia. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
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DILIGENCIAS DE INFORMACIÓN TESTIMONIAL EN VÍA DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. NO 
PUEDEN SERVIR DE BASE PARA ACREDITAR LA POSESIÓN EN CALIDAD DE PROPIETARIO 
DE UN INMUEBLE MEDIANTE LA DECLARACIÓN DE TESTIGOS ANTE LA AUTORIDAD JUDICIAL 
E INSCRIBIRLA EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE JALISCO). 

 

El artículo 954 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco define a la jurisdicción 
voluntaria, como la vía que permite tramitar ante una autoridad judicial, los actos que por disposición de 
la ley o por solicitud de los interesados, requieran la intervención del Juez o del notario público; sin que 
se haya promovido ni se promueva cuestión alguna entre partes determinadas (es decir, que no exista 
un juicio o controversia), se exceptúan los actos de posesión en los que sólo intervendrá el Juez o el 
auxiliar autorizado, cuando así lo exija la ejecución de una sentencia o en los demás casos en que la 
ley expresamente lo autorice o disponga; tal es el caso de las informaciones ad perpetuam o el apeo y 
deslinde, contempladas en los artículos 1051 y 1058 del referido código. En el entendido de que la 
salvedad que permite abordar cuestiones sobre posesión en vía de jurisdicción voluntaria, se limita a 
los trámites legalmente previstos y de ninguna forma autoriza a dilucidar una controversia sobre 
posesión o propiedad en esa vía existiendo de por medio derechos de terceros pues, en términos de 
los artículos 959 y 960 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, en caso de oposición 
de parte legitimada, lo procedente es dar por concluido el procedimiento dejando a salvo los derechos 
del promovente, para ventilarlos en la vía contenciosa que corresponda; además de que las resoluciones 
que se emitan en esa vía, no pueden alterar lo resuelto en un diverso juicio pues, dada su naturaleza, 
carecen de carácter definitivo, al ser susceptibles de variar o ser modificadas por el Juez que las dictó; 
de ahí que en una jurisdicción voluntaria no sea factible definir algún derecho de posesión o propiedad, 
ni tampoco ordenar que se inscriba en el Registro Público de la Propiedad. En cambio, mediante un 
juicio contencioso, sí es dable obtener el reconocimiento o declaración de un derecho de propiedad o 
posesión, siendo ésta la vía indicada para acreditar que se tiene la posesión a título de propietario y que 
ese derecho se inscriba en el Registro Público de la Propiedad; pues sólo así, se garantizaría a las 
partes la observancia de las formalidades esenciales del procedimiento, así como el respeto a sus 
derechos de audiencia y defensa, bajo el principio de contradicción, a fin de darles la oportunidad de 
imponerse del material probatorio y exponer en su defensa, con miras a refutar las probanzas del 
contrario para lograr satisfacer su pretensión. Por tanto, la jurisdicción voluntaria no puede servir de 
base para tramitar unas diligencias de información testimonial, con el fin de acreditar la posesión en 
calidad de propietario de un inmueble mediante la declaración de testigos ante la autoridad judicial e 
inscribir tal posesión en el Registro Público de la Propiedad, al estar de por medio el derecho de terceros 
a quienes se les dejaría en estado de indefensión. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
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   Jurisprudencias Familiar 

 

SUSPENSIÓN. LA SOLA CIRCUNSTANCIA DE QUE EL ACTO RECLAMADO SE VINCULE AL 
PAGO DE ALIMENTOS, NO EXCLUYE EL ANÁLISIS DE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO. 

 

El artículo 129 de la Ley de Amparo prevé hipótesis en las que se considera que la concesión de la 
suspensión sigue perjuicio al interés social o se contravienen disposiciones de orden público; sin 
embargo, esas hipótesis sólo son enunciativas, pues el juzgador tiene libertad de ponderar en qué otros 
supuestos puede perjudicarse el interés social o contravenirse disposiciones de orden público. Así, es 
en esa libertad en donde adquiere relevancia la apariencia del buen derecho, pues si el acto respecto 
del cual se solicita la suspensión es susceptible de suspenderse y no se encuentra en las hipótesis a 
que alude el artículo indicado, el juzgador, atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, debe ponderar 
la apariencia del buen derecho que le puede corresponder al quejoso y la afectación que dicha medida 
pueda ocasionar al interés social, para que derivado de ese análisis determine si es o no factible 
conceder la suspensión. Lo anterior es así, porque esa obligación, derivada del artículo 107, fracción X, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, busca maximizar la efectividad de la 
medida suspensional en el juicio de amparo, pero sin dejar de lado el interés social. En consecuencia, 
no pueden establecerse reglas generales para determinar si debe o no hacerse dicha ponderación, pues 
la decisión que se tome al respecto depende del caso concreto, ya que la apariencia del buen derecho 
consiste en determinar, hipotéticamente, con base en un conocimiento superficial del caso, la existencia 
del derecho cuestionado y las probabilidades de que la sentencia de amparo declare la 
inconstitucionalidad del acto; además, para que ese análisis hipotético sea completo, el juzgador no 
puede dejar de lado el peligro en la demora y los perjuicios de difícil reparación que la negativa de esa 
medida pudieran ocasionar al quejoso, pues sólo analizando en su conjunto tales aspectos, podrá 
ponderar finalmente su situación concreta frente al perjuicio que la medida cautelar puede ocasionar al 
interés social. Ahora bien, cuando el acto reclamado se vincula al pago de alimentos, el juzgador está 
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obligado a analizar el caso en concreto con la finalidad de determinar si el acto reclamado: i) por sí solo, 
actualiza la hipótesis a que alude la fracción IX del artículo 129 citado; y, ii) actualiza alguna otra de las 
hipótesis a que alude el citado numeral. Si la respuesta es positiva, no cabe realizar la ponderación 
establecida en la fracción X del artículo constitucional referido, pues deberá negarse la suspensión del 
acto reclamado; pero si la respuesta es negativa, entonces el juzgador está obligado a realizar la 
ponderación de referencia para determinar si la ejecución del acto puede causar un perjuicio de difícil 
reparación al quejoso, al permitir el cobro de una pensión excesiva que no encuentra justificación con 
las necesidades de los acreedores alimentarios y la suspensión no los priva de recibir lo necesario para 
su subsistencia; o si por el contrario, con la suspensión de éste se seguirá un perjuicio al interés social 
que debe prevalecer sobre el aparente derecho del quejoso, porque de ejecutarse el acto reclamado se 
impedirá que los acreedores, en virtud de sus circunstancias particulares, reciban lo necesario para 
subsistir. 

 

PRIMERA SALA 

 

EXCLUSIÓN DE LAS PAREJAS DEL MISMO SEXO DEL MATRIMONIO. EL HECHO DE QUE 
EXISTA UN RÉGIMEN SIMILAR PERO DISTINTO AL MATRIMONIO Y QUE POR ELLO SE LES 
IMPIDA EL ACCESO A LAS PAREJAS DEL MISMO SEXO ES DISCRIMINATORIO. 

 

Si se niega el acceso al matrimonio a las parejas homosexuales, el hecho de que el legislador contemple 
un "régimen jurídico diferenciado" o un "modelo alternativo" a dicha institución al cual puedan optar las 
parejas homosexuales en lugar de casarse es discriminatorio, sin importar que ambos contemplen los 
mismos derechos y que su única diferencia con el matrimonio sea la denominación que se le da. Ello 
es así, toda vez que la exclusión de las parejas homosexuales del acceso al matrimonio que el legislador 
intenta remediar con modelos alternativos implica la creación de un régimen de "separados pero iguales" 
que perpetúa la noción de que las parejas del mismo sexo son menos merecedoras de reconocimiento 
que las heterosexuales, lo que ofende su dignidad como personas. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

 

PENSIÓN ALIMENTICIA FIJADA EN EL CONVENIO DE DIVORCIO POR MUTUO 
CONSENTIMIENTO QUE SE ELEVÓ A CATEGORÍA DE SENTENCIA EJECUTORIADA. LA 
SOLICITUD DE MODIFICARLA PUEDE PLANTEARSE, INDISTINTAMENTE, EN LA VÍA 
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INCIDENTAL DENTRO DEL PROPIO PROCEDIMIENTO, O BIEN, A TRAVÉS DE UN JUICIO 
AUTÓNOMO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 

 

El artículo 89-C, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, creado 
mediante Decreto Número 15766, publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", de 31 de 
diciembre de 1994, constituye una excepción al principio de inmutabilidad de las sentencias, en la 
medida en que permite alterar o modificar las que han quedado firmes, siempre que: a) Se hayan 
pronunciado en juicios o procedimientos que versen sobre el pago de alimentos, ejercicio y suspensión 
de la patria potestad, interdicción, en los de jurisdicción voluntaria o en aquellos que autorice la aludida 
legislación procesal; y, b) Por hechos supervenientes cambien las circunstancias que afecten al ejercicio 
de la acción que se dedujo oportunamente, o bien, que se varíe la situación jurídica existente cuando 
se pronunció la resolución respectiva, todo lo cual debe demostrarse plenamente en el "juicio o 
procedimiento respectivo"; empero, como esta locución no deja claro si la reducción debe hacerse a 
través de un juicio autónomo, o bien, por medio de un incidente que se haga valer en el propio 
procedimiento donde se estableció la pensión alimenticia relativa, entonces es viable que la petición de 
modificar la fijada en el convenio de divorcio por mutuo consentimiento que se elevó a la categoría de 
sentencia ejecutoriada, pueda plantearse indistintamente en cualesquiera de esas dos vías, lo que es 
acorde con el derecho humano de acceso a la jurisdicción previsto en el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; máxime que en ambos casos, las partes tienen la oportunidad 
de ser oídas, ofrecer y desahogar pruebas, alegar e impugnar las resoluciones o actuaciones que les 
causen perjuicio a través de los medios ordinarios de defensa que procedan en cada caso. 

 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

 

  Tesis Aisladas Familiar  

 

 

DIVORCIO. LA REPARTICIÓN DE LOS BIENES ADQUIRIDOS DURANTE EL MATRIMONIO, DEBE 
REALIZARSE, ATENTO A LOS PRINCIPIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD, CONFORME 
AL TIEMPO CONVIVIDO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 

 

El artículo 4.46, segundo párrafo, del Código Civil de la entidad prevé que no podrá ser superior al 
cincuenta por ciento, el derecho de cualquiera de los cónyuges para reclamar la repartición de bienes 
adquiridos durante el matrimonio, siempre que se hayan realizado de manera cotidiana tareas de 
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administración, dirección, atención o cuidado a la familia. Ahora bien, dicha indemnización debe atender 
a los principios de equidad y proporcionalidad, a fin de que exista un equilibrio entre los cónyuges; lo 
que conduce a analizar el término "durante el matrimonio", esto es, en función del lapso en que los 
consortes cohabitaron en el hogar conyugal pues, mientras uno aportaba dinero, el otro contribuía con 
su trabajo, por lo que existió un desequilibrio económico, que deberá compensarse a través de la 
aplicación de los principios citados, los cuales permiten al juzgador establecer la justa distribución de 
los bienes adquiridos en el matrimonio; ello es así, porque si en los últimos años del matrimonio o 
durante un lapso de éste estuvieron separados, ello no implica por sí que no procederá la prestación 
sino que, de proceder, los bienes se repartirán proporcionalmente al tiempo convivido. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN CIUDAD 
NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 

 

 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. CUANDO ÉSTA SE DECRETE Y EL ACTO RECLAMADO CONSISTA 
EN EL REQUERIMIENTO DE ENTREGA DE MENORES, CON APERCIBIMIENTO DE CATEO DEL 
DOMICILIO O EL EMPLEO DEL AUXILIO DE LA FUERZA PÚBLICA, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE 
FIJAR, COMO MEDIDA DE EFICACIA, UN RÉGIMEN DE CONVIVENCIA CON EL PROGENITOR NO 
CUSTODIO, EN TANTO DURE LA TRAMITACIÓN DEL JUICIO DE AMPARO, SIEMPRE QUE DICHA 
MEDIDA NO RESULTE PERJUDICIAL PARA EL MENOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
VERACRUZ). 

 

El artículo 147 de la Ley de Amparo, en sus párrafos primero y tercero, establece: "En los casos en que 
la suspensión sea procedente, el órgano jurisdiccional deberá fijar la situación en que habrán de quedar 
las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación 
del juicio, pudiendo establecer condiciones de cuyo cumplimiento dependa el que la medida 
suspensional siga surtiendo efectos. ...El órgano jurisdiccional tomará las medidas que estime 
necesarias para evitar que se defrauden los derechos de los menores o incapaces, en tanto se dicte 
sentencia definitiva en el juicio de amparo.". Atento a ello y a que toda contienda judicial en que se vean 
involucrados derechos inherentes a los menores de edad, debe resolverse atendiendo al principio 
básico del interés superior de la niñez, quienes, entre otros, tienen el derecho de convivir con sus 
padres, como lo disponen los artículos 9, numeral 3, de la Convención sobre los Derechos del Niño(1) 
y 346, segundo párrafo, del Código Civil para el Estado de Veracruz;(2) en el supuesto de que en el 
juicio de amparo se decrete la suspensión definitiva del acto reclamado, con relación a las 
consecuencias que pudieran derivarse del requerimiento de la entrega de los menores, es decir, para 
que no se lleve a cabo la diligencia y el cateo del domicilio ordenado, o se emplee el auxilio de la fuerza 
pública, el Juez de Distrito debe fijar como medida de eficacia, en términos del citado 147, un régimen 
de convivencia con el progenitor no custodio, para evitar que se defrauden los derechos de los menores 
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o incapaces, siempre y cuando no se cause un perjuicio a éstos, en tanto se dicte sentencia definitiva 
en el juicio de amparo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

 

 

CONCUBINATO. SU DEFINICIÓN Y DIFERENCIAS CON EL MATRIMONIO. 

 

El concubinato es la unión de hecho entre dos personas que voluntariamente deciden tener una vida en 
común y cuya unión fáctica, una vez cumplidos ciertos requisitos como no estar casados entre ellos o 
con otras personas, acreditar haber cohabitado por cierto tiempo (dependiendo de cada legislación), y/o 
tener hijos en común, tiene ciertas consecuencias jurídicas, en aras de proteger a los concubinos -
durante y terminado el concubinato- y a su familia. Ahora, si bien es cierto que el concubinato y el 
matrimonio son figuras con muchas similitudes y a las cuales nuestro sistema jurídico reconoce como 
fundadoras de una familia, el primero por una unión de hecho y el segundo por un acto jurídico que debe 
ser sancionado por el Estado, también lo es que, precisamente por las diferencias en su origen, existen 
distinciones en las consecuencias jurídicas de encontrarse en uno u otro supuesto, una de las cuales 
es la relativa a los regímenes patrimoniales imperantes en el matrimonio. Así, una de las razones para 
optar por el concubinato puede ser el hecho de que no se crea una relación de estado ni un entramado 
jurídico de obligaciones y deberes como en el matrimonio -o al menos, no todos-. Sin embargo, ello no 
implica obviar, por supuesto, que dicha unión de hecho, al tener la intención de formar una comunidad 
de vida con intención de permanencia, lleve a crear una unidad económica, no necesariamente jurídica, 
entre los concubinos. 

 

PRIMERA SALA 

 

CONCUBINATO. NO PUEDE PRESUMIRSE QUE LE SEA APLICABLE EL RÉGIMEN DE SOCIEDAD 
CONYUGAL DEL MATRIMONIO. 

 

No puede presumirse que a los concubinos les sea aplicable el régimen de sociedad conyugal del 
matrimonio, pues éste implica la unión voluntaria de los patrimonios de las partes que celebran dicho 
acto, es decir, se hacen copartícipes voluntaria y expresamente de sus derechos y obligaciones. 
Además, aun en el supuesto de que no se estipule el régimen conyugal al momento de la celebración 
del matrimonio, se entiende que los contrayentes conocen -porque así lo dispone expresamente la ley- 
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que dicha omisión hace presumir la decisión de vivir bajo un régimen compartido; es decir, en el 
matrimonio existe la manifestación expresa de la voluntad de las partes de sujetarse al cúmulo de 
obligaciones y derechos que la ley le atribuye a dicha institución, mientras que en el concubinato esta 
presunción no tiene una fuente de la cual pueda derivarse. Así, para el establecimiento de un régimen 
patrimonial se requiere la declaración de voluntad de las partes. Considerar lo contrario atentaría contra 
la propia naturaleza del concubinato como una relación de hecho, pues se le estaría considerando como 
una figura creadora de consecuencias jurídicas complejas que las partes no manifestaron querer y 
podría implicar una mayor carga para finalizar su relación que como empezó -de manera fáctica-. Lo 
anterior no implica, de manera alguna, que los concubinos -al igual que los cónyuges- que se encuentren 
en situación de desventaja económica -como por ejemplo, haberse dedicado preponderantemente al 
hogar- respecto de la otra parte no deban ser atendidos por el sistema jurídico. No obstante, ello no se 
trata de un régimen patrimonial, sino de una medida compensatoria y/o del derecho de alimentos. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

 

 

Laboral  

Jurisprudencias 

 

PENSIONES Y PRESTACIONES SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 
ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DEL DECRETO 373, 
QUE REFORMA Y ADICIONA LA LEY RELATIVA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL LOCAL 
EL 26 DE OCTUBRE DE 2013, AL ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE APORTAR EL 10% DE LA 
PENSIÓN O JUBILACIÓN PARA EL FORTALECIMIENTO DEL FONDO SECTORIZADO, ES 
INCONVENCIONAL. 

 

El artículo tercero transitorio mencionado, al establecer que los trabajadores que se jubilen o pensionen 
a partir de la vigencia del propio Decreto 373, deben hacer una aportación del 10% de la pensión o 
jubilación que reciban, para el fortalecimiento del fondo sectorizado, y que los jubilados y pensionados 
antes de esa vigencia harán voluntariamente esa aportación en el mismo porcentaje, contraviene los 
artículos 26, numeral 3 y 67, inciso b), del Convenio Número 102 de la Organización Internacional del 
Trabajo, relativo a la Norma Mínima de la Seguridad Social, porque la afectación de las aportaciones 
sólo puede ocurrir, tratándose de prestaciones de vejez, cuando se suspendan por la realización de 
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ciertas actividades remuneradas prescritas, o bien, se reduzcan las prestaciones contributivas cuando 
las ganancias del beneficiario excedan de un valor prescrito y, respecto de pagos periódicos, porque la 
reducción dependa de que los demás recursos de la familia del beneficiario excedan de sumas 
apreciables fijadas por las autoridades competentes, de conformidad con reglas prescritas, supuestos 
en los cuales no encuadran las hipótesis de suspensión o reducción inicialmente señaladas; de ahí su 
inconvencionalidad. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO. 

 

DESCANSO DE MEDIA HORA EN UNA JORNADA CONTINUA PARA LOS TRABAJADORES AL 
SERVICIO DEL ESTADO, LOS MUNICIPIOS Y EMPRESAS PARAESTATALES. AL NO ESTAR 
PREVISTA EN LA LEY DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE CHIAPAS, ES 
INAPLICABLE SUPLETORIAMENTE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 34/2013 
(10a.), de rubro: "SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES. REQUISITOS PARA QUE OPERE." (*), 
estableció los requisitos para la aplicación supletoria de una norma en relación con otra; los que no se 
satisfacen en relación con la Ley Federal del Trabajo, por lo que hace al descanso de media hora en 
jornada continua para los trabajadores al servicio del Estado, los Municipios y empresas paraestatales 
de Chiapas, ya que la Ley del Servicio Civil del Estado y sus Municipios no contempla, expresa ni 
implícitamente, ese supuesto jurídico; lo que demuestra el desinterés del legislador para que dichos 
trabajadores cuenten con esa prerrogativa. En consecuencia, resulta inaplicable supletoriamente la Ley 
Federal del Trabajo, pues de lo contrario, se introduciría una institución no incluida por el legislador local. 

 

PLENO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO. 

 

COPIA FOTOSTÁTICA DEL ACTA DE NACIMIENTO EXHIBIDA EN UN PROCEDIMIENTO 
LABORAL EN EL QUE SE DEMANDA AL IMSS EL OTORGAMIENTO DE UNA PENSIÓN DE 
CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. CARECE DE VALOR PROBATORIO SI EL OFERENTE NO 
SOLICITA SU COTEJO O COMPULSA CON EL ORIGINAL. 

 

Conforme a los artículos 795 a 812 de la Ley Federal del Trabajo, la omisión de solicitar el cotejo o 
compulsa de las copias fotostáticas, ofrecidas en el juicio laboral con su original, implica que dichas 
documentales carezcan de valor probatorio dada su naturaleza, pues no habrá forma de comprobar su 
fidelidad o exactitud, en tanto se obtienen a través de métodos técnicos y científicos mediante los cuales 
es posible lograr la composición, arreglo o alteración de los objetos reproducidos, por lo que no puede 
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descartarse la posibilidad de que no correspondan de una manera real o auténtica al contenido fiel o 
exacto del documento o documentos de los que se toman. En ese orden de ideas, si en un juicio laboral 
en que se demanda el otorgamiento de una pensión de cesantía en edad avanzada al Instituto Mexicano 
del Seguro Social, el actor asegurado ofrece copia fotostática de su acta de nacimiento para justificar 
que cumple con el requisito de la edad, sin solicitar su cotejo o compulsa con su original, la Junta no 
está facultada legalmente para ordenar, de oficio, su perfeccionamiento, pues debe existir petición 
expresa en ese sentido y, si no se pidió, dicha documental carece de valor probatorio al no haberse 
perfeccionado. 

 

PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

AYUDA DE RENTA DE CASA HABITACIÓN PREVISTA EN EL CONTRATO COLECTIVO DE 
TRABAJO DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. FORMA DE CUANTIFICAR EL 
PAGO DE LAS DIFERENCIAS CORRESPONDIENTES A ESTA PRESTACIÓN CUANDO SE 
ACTUALICE UN RECONOCIMIENTO DE ANTIGÜEDAD Y SE HAYA DECLARADO FUNDADA LA 
EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN OPUESTA POR LA DEMANDADA. 

 

Si como consecuencia de la acción de reconocimiento de antigüedad se demanda el pago de las 
diferencias por concepto de ayuda de renta, prevista en la cláusula 63 bis, inciso c), del contrato 
colectivo de trabajo del Instituto Mexicano del Seguro Social, la condena de mérito debe hacerse con 
base en la diferencia entre los días de sueldo que corresponden a los años reconocidos por el Instituto 
y los que se determinen en el laudo como antigüedad real generada; y como se trata de una prestación 
extralegal, debe otorgarse y cubrirse en la forma en que lo convinieron las partes, por ser de 
interpretación estricta, en términos del artículo 31 de la Ley Federal del Trabajo;(1) no obstante, la 
procedencia de la excepción de prescripción sólo puede afectar las quincenas anteriores a un año, pero 
no al último año y en lo sucesivo, porque dañaría la antigüedad real generada que sólo prescribe si se 
dan los supuestos del artículo 158 de la propia ley. 

 

PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

 

TRABAJADORES TEMPORALES O SUPERNUMERARIOS AL SERVICIO DEL ESTADO DE 
JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. LA CONTINUIDAD EN LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS CON 
POSTERIORIDAD A LA CONCLUSIÓN DE LA VIGENCIA DE SU CONTRATO O NOMBRAMIENTO, 
ANTE LA INEXISTENCIA DEL VÍNCULO LABORAL, SÓLO LES GENERA DERECHO AL PAGO DE 
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SALARIOS DEVENGADOS Y DEMÁS PRESTACIONES PROCEDENTES, NO ASÍ A LA 
REINSTALACIÓN. 

 

De una interpretación sistemática de los artículos 2o., 3o., fracción III, 6o., 16, fracción IV y 22, fracción 
III, de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios (vigente hasta el 26 
de septiembre de 2012), se advierte que servidor público es toda persona que presta un servicio 
subordinado físico o intelectual a una entidad pública al tenor del nombramiento que le es otorgado; que 
los servidores públicos se clasifican, entre otros, como supernumerarios, cuyos nombramientos podrán 
ser por tiempo determinado, y que una causa de terminación de sus efectos sin responsabilidad para el 
patrón-Estado, es la conclusión del término o la obra para la cual fueron contratados. En consecuencia, 
cuando dentro del juicio laboral respectivo se acredita que un trabajador supernumerario o temporal 
continuó prestando sus servicios con posterioridad a la conclusión de la vigencia del contrato o 
nombramiento que le fue expedido por tiempo determinado y toda vez que la legislación burocrática 
estatal en comento no prevé la prórroga de los nombramientos de dichos servidores públicos, se obtiene 
que ante la inexistencia del vínculo laboral por la terminación del nombramiento no procede su 
reinstalación, y a lo único a lo que tienen derecho es al pago de las prestaciones generadas desde la 
fecha de conclusión del nombramiento hasta aquella en que dejaron de prestar sus servicios. 

 

 

PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 

 

 

TRABAJADORES TEMPORALES O SUPERNUMERARIOS AL SERVICIO DEL ESTADO DE 
JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. AL TERMINAR LA RELACIÓN LABORAL POR CONCLUSIÓN DE 
LA VIGENCIA DE SU CONTRATO O NOMBRAMIENTO RESULTA IMPROCEDENTE SU 
REINSTALACIÓN, AUNQUE SE ALEGUE QUE HUBO MODIFICACIONES A LAS CONDICIONES DE 
TRABAJO, CONTINUIDAD EN SUS FUNCIONES O UNA NUEVA RELACIÓN DE TRABAJO. 

 

Cuando el trabajador temporal o supernumerario demanda su reinstalación alegando continuidad en 
sus funciones sin oposición del patrón, se está frente a lo que se conoce como una prórroga tácita; sin 
embargo, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
2a./J.101/2012 (10a.) de rubro: "SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE JALISCO. NO ES 
APLICABLE SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 39 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PARA 
PRORROGAR SUS NOMBRAMIENTOS.", determinó que la Ley para los Servidores Públicos del 
Estado de Jalisco y sus Municipios no prevé expresa ni implícitamente la figura de la prórroga en el 
ejercicio de los nombramientos de los servidores públicos. Ahora bien, para que la continuidad en la 
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relación laboral sin nombramiento pudiera considerarse una modificación a las condiciones de trabajo, 
primero tendría que aceptarse que puede operar una prórroga tácita, lo que no es factible y, segundo, 
la existencia jurídica de la relación laboral, lo cual tampoco es posible, en virtud de la terminación del 
nombramiento. Por otro lado, de conformidad con el artículo 2o., párrafo segundo, de la Ley para los 
Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, se presume la existencia de la relación de 
trabajo; sin embargo, el párrafo primero del propio numeral, dispone que servidor público es toda 
persona que presta un servicio subordinado físico o intelectual por virtud de un nombramiento; luego, si 
ya terminó el nombramiento expedido a un trabajador supernumerario, por tiempo determinado, no 
puede afirmarse que tenga esa característica, y si bien existe la presunción señalada, entonces ya no 
se está ante una acción de reinstalación en un nombramiento que ya feneció, sino ante una nueva 
relación y, para ello, el trabajador tendrá acciones derivadas de las relaciones gestadas con 
posterioridad. 

 

PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 

 

 

 

 

DEMANDA LABORAL. SU RATIFICACIÓN, ACLARACIÓN O MODIFICACIÓN PUEDE HACERSE 
POR EL APODERADO, AL NO CONSTITUIR UN ACTO PERSONALÍSIMO DEL ACTOR Y ANTE SU 
INASISTENCIA A LA ETAPA DE DEMANDA Y EXCEPCIONES. 

 

Acorde con los artículos 692 y 696 de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 30 de noviembre de 
2012, las partes pueden concurrir al juicio por conducto de sus apoderados, y el poder otorgado a éstos 
se entenderá conferido para demandar todas las prestaciones principales y accesorias que 
correspondan; en tanto que el numeral 878, fracción II, no exige la presencia física del actor en la etapa 
de demanda y excepciones para ratificar, aclarar o modificar la demanda inicial, ya que únicamente los 
artículos 876 y 790, fracción III, prevén los casos en que las partes deben comparecer personalmente, 
esto es: a) en la etapa conciliatoria; y, b) a la absolución de posiciones; por lo que si lo relativo a la 
ratificación, aclaración o modificación de la demanda, no está previsto como un acto personalísimo del 
actor, entonces puede hacerse por conducto de su apoderado y ante su inasistencia a la etapa de 
demanda y excepciones. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. 
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TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO DE GUERRERO. PARA 
DETERMINAR SI TIENEN ESA CALIDAD DEBE COMPROBARSE LA NATURALEZA DE LAS 
FUNCIONES QUE DESARROLLAN, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE ALGUNA DISPOSICIÓN 
NORMATIVA ATRIBUYA A UN CARGO O FUNCIÓN ESE CARÁCTER. 

 

El artículo 5o. de la Ley Número 51, del Estatuto de los Trabajadores al Servicio del Estado, de los 
Municipios y de los Organismos Públicos Coordinados y Descentralizados del Estado de Guerrero, 
describe diversos puestos y funciones, y precisa que quienes los ocupen y desarrollen son trabajadores 
de confianza. Ahora bien, de las tesis de jurisprudencia P./J. 36/2006 del Pleno, 2a./J. 160/2004 de la 
Segunda Sala, y 4a./J. 28/93, de la otrora Cuarta Sala, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
de rubros: "TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. PARA DETERMINAR SI TIENEN UN 
NOMBRAMIENTO DE BASE O DE CONFIANZA, ES NECESARIO ATENDER A LA NATURALEZA DE 
LAS FUNCIONES QUE DESARROLLAN Y NO A LA DENOMINACIÓN DE AQUÉL.", 
"TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. PARA CONSIDERARLOS DE CONFIANZA, 
CONFORME AL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN II, INCISO A), DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO 
BASTA ACREDITAR QUE ASÍ CONSTE EN EL NOMBRAMIENTO SINO, ADEMÁS, LAS FUNCIONES 
DE DIRECCIÓN DESEMPEÑADAS." y "TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL 
EJECUTIVO FEDERAL. FUERZA PROBATORIA DEL CATÁLOGO DE PUESTOS EN LA 
DETERMINACIÓN DEL CARÁCTER DE.", se advierte que el Máximo Tribunal ha establecido 
reiteradamente que para determinar si un trabajador al servicio del Estado es de confianza o de base, 
debe atenderse a la naturaleza de las funciones que desempeña al ocupar el cargo, con independencia 
del nombramiento respectivo. En ese sentido, si alguna ley, reglamento o cualquier otra disposición 
normativa de carácter general atribuye a un cargo o función la calidad excepcional referida, como 
acontece con la citada legislación laboral del Estado de Guerrero, ello no es determinante para concluir 
que se trata de un trabajador de confianza, pues no debe perderse de vista que, al constituir una 
presunción iuris tantum admite prueba en contrario y siendo que ésta se aplica sobre todo a los hechos 
jurídicos, es menester que se encuentren plenamente demostrados los hechos de los cuales deriva 
dicha presunción, esto es, lo relativo a las actividades desplegadas por el trabajador, pues sólo así el 
hecho presumido se tendrá por cierto. Este criterio de interpretación resulta acorde con el principio pro 
persona contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
cual obliga a maximizar la interpretación conforme en aquellos escenarios en los cuales ésta permita la 
efectividad de los derechos fundamentales de las personas frente al vacío legislativo o duda que pueda 
provocarse con la aplicación de una norma jurídica, así como también es coherente con el carácter 
protector de las leyes laborales hacia la parte débil de la relación laboral, esto es, la trabajadora. 

 

PLENO DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 

 



 

 

 

 

 

Página 41 de 136 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Octubre  

 15 

 

EMBARGO DE PARTIDAS O PARTICIPACIONES FEDERALES O ESTATALES EN EL 
PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE LAUDO. CONTRA LA DETERMINACIÓN POR LA QUE SE 
NIEGA ANTICIPADAMENTE AQUÉL, PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 

 

La determinación por la que se niega anticipadamente el embargo de partidas o participaciones 
federales o estatales emitida en el procedimiento de ejecución de laudo guarda autonomía dentro de 
éste e impide su desarrollo, ya que obstaculiza la ejecución del laudo en el que se declaró la verdad 
legal en beneficio de una de las partes procesales, lo que se traduce en una excepción a la regla de 
procedencia del juicio de amparo indirecto prevista en el artículo 107, fracción IV, de la Ley de Amparo, 
toda vez que la determinación referida guarda autonomía dentro del procedimiento de ejecución y, en 
otra vertiente, incide en derechos sustantivos del quejoso atinentes al pago de las prestaciones a que 
fue condenada su contraparte, pues se trata de un derecho adquirido a través de una resolución firme 
que significativamente se relaciona con el patrimonio jurídico del beneficiado. 

 

PLENO DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 

 

 

 

 

Tesis aisladas 

 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA SI EL ACTO RECLAMADO ES LA 
OMISIÓN O NEGATIVA DE DAR CUMPLIMIENTO Y TOTAL EJECUCIÓN A UN LAUDO. 

 

En términos de los artículos 128, 139, párrafo primero, 147 y 157 de la Ley de Amparo la suspensión 
del acto reclamado tiene como objeto primordial mantener viva la materia del juicio, e impedir que se 
consuma irreparablemente, a fin de evitar que se causen al quejoso perjuicios que la ejecución del acto 
le pudieran ocasionar; por lo que su materia la constituye la ejecución y no el acto en sí mismo, siendo 
que, por regla general, la suspensión no puede tener efectos restitutorios, pues éstos son exclusivos de 
la sentencia que otorgue al quejoso la protección solicitada; empero, por excepción, se puede ordenar 
que las cosas se mantengan en el estado que guarden, y de ser jurídica y materialmente posible, 
atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, restablecer provisionalmente al quejoso en el goce de 
su derecho violado, hasta en tanto se emita la sentencia ejecutoria en el juicio de amparo. Acorde con 
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ello, se concluye que en aquellos casos en los que el acto reclamado consista en la omisión o negativa 
de dar cumplimiento y total ejecución a un laudo, opera la regla general, pues éste no puede ser objeto 
de suspensión, en virtud de su naturaleza, al tratarse de un acto negativo en que presumiblemente la 
responsable se rehúsa a obrar en favor de la pretensión del gobernado, ya que de concederse la medida 
cautelar en este supuesto, se le darían efectos restitutorios que son propios de la sentencia que llegue 
a dictarse en el juicio de amparo, en términos del diverso numeral 77 de la legislación en cita, pues 
implicaría dar un alcance indebido a la medida cautelar, al obligar a la autoridad a actuar en el sentido 
que ordena la garantía, incluso sustituyéndola en la toma de medidas para lograr el acatamiento del 
laudo, cuestión que sólo puede ser propia del fondo del asunto, todo lo cual opera, incluso, por similitud 
de consideraciones jurídicas, tratándose de la suspensión provisional. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

 

REINSTALACIÓN. SI LA FUENTE DE TRABAJO Y EL DOMICILIO DEL TRABAJADOR SE UBICAN 
EN UNA CIUDAD O LOCALIDAD DISTINTA A DONDE SE DESARROLLA EL JUICIO Y, ACEPTADA 
LA OFERTA DE TRABAJO SE ORDENA AQUÉLLA REQUIRIÉNDOSELE PARA QUE EN LA FECHA 
Y HORA INDICADAS SE PRESENTE EN LAS OFICINAS DE LA JUNTA, PARA DE AHÍ 
TRASLADARSE AL LUGAR DONDE TENDRÁ VERIFICATIVO, ELLO CONSTITUYE UN ACTO QUE 
AFECTA DERECHOS SUSTANTIVOS, IMPUGNABLE EN AMPARO INDIRECTO. 

 

En la jurisprudencia 2a./J. 71/98, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, página 212, de rubro: "PRUEBA PERICIAL MÉDICA 
EN MATERIA LABORAL. LA CONDICIÓN DE QUE EL TRABAJADOR SE TRASLADE A UN LUGAR 
DIVERSO AL EN QUE RESIDE PARA SU DESAHOGO, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN PROCESAL 
DE IMPOSIBLE REPARACIÓN QUE HACE PROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO Y, POR LO 
MISMO, NO PUEDE CONSIDERARSE ANÁLOGA A LAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 159 DE LA 
LEY DE AMPARO, LO QUE IMPOSIBILITA IMPUGNARLA EN LA VÍA DIRECTA.", la Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que cuando en un juicio laboral se impone al 
trabajador la obligación de trasladarse de una ciudad a otra para el desahogo de un medio de prueba, 
implica una erogación patrimonial que trasciende a sus derechos sustantivos que no puede repararse 
con la emisión de un laudo favorable y, por tanto, debe reclamarse en la vía indirecta. Supuesto que se 
actualiza cuando la fuente de trabajo y el domicilio del actor se ubican en una ciudad o localidad distinta 
a donde se desarrolla el proceso y, realizada y aceptada la oferta de trabajo se ordena la reinstalación, 
requiriéndose al actor para que en la fecha y hora indicadas se presente en las oficinas de la Junta, 
para de ahí trasladarse al lugar donde tendrá verificativo. Ello es así, toda vez que la resolución de la 
Junta de obligar al trabajador a acudir a una ciudad distinta, implica una erogación patrimonial que 
trasciende a sus derechos sustantivos, pues aun cuando el laudo le fuera favorable, ya no podría 
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recuperar lo que hubiere invertido en ese traslado; en consecuencia, esa determinación constituye un 
acto impugnable en amparo indirecto, en términos del artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, lo 
cual excluye la posibilidad de controvertirla en la vía directa como una violación procesal que solamente 
afecta derechos adjetivos. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 

 

 

 

 

 

PRUEBAS EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. SON ADMISIBLES TANTO LAS QUE SE OFRECEN 
PARA PROBAR LOS HECHOS NARRADOS EN LA DEMANDA O EN SU CONTESTACIÓN, COMO 
PARA DESVIRTUAR EL VALOR PROBATORIO DE LAS OFRECIDAS POR LA CONTRARIA. 

 

Conforme a los artículos 776, 777 y 779 de la Ley Federal del Trabajo, en el proceso laboral son 
admisibles todas las pruebas que no sean contrarias a la moral y al derecho; deben referirse a los puntos 
controvertidos, y la Junta tiene la facultad de desechar las que resulten inútiles o intrascendentes o no 
tengan relación con la litis. No obstante, también es necesario tomar en cuenta que si se ofrece una 
probanza con la finalidad de acreditar los hechos narrados en la demanda o en su contestación para 
desvirtuar el valor probatorio de las ofrecidas por la contraparte, no puede considerarse inútil o 
intrascendente, pues conforme al principio de contradicción y en aras del cumplimiento del derecho al 
debido proceso, las partes pueden ofrecer los medios de prueba que estimen convenientes para 
demostrar su dicho. Ello, en virtud de que la protección del derecho humano de defensa adecuada 
reconocido en favor de toda persona, se ejerce a partir de la oportunidad de ofrecer las pruebas que 
permitan contradecir, en igualdad procesal, aquellas aportadas por la contraparte; sin que la autoridad 
jurisdiccional pueda desecharlas por rigorismos jurídicos o imprecisiones intrascendentes, ya que basta 
que sean ofrecidas, resulten conducentes y no sean contrarias a la moral o al derecho, porque de lo 
contrario, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y deberá ordenarse su reposición. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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OBJECIÓN DE DOCUMENTOS EN MATERIA LABORAL. ETAPA PROCESAL EN QUE DEBE 
REALIZARSE. 

 

Si el patrón no reconoció en su escrito de contestación de demanda ser el responsable de la fuente de 
trabajo y menos aún indicó contar con trabajadores, ni de las constancias del juicio obra alguna de la 
que se infiera que cumpla obligaciones fiscales o de seguridad social; que esté registrado ante el 
Instituto Mexicano del Seguro Social o ante el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores, o cualquier otra manifestación que lo obligara a pronunciarse al respecto; entonces, la 
objeción de documentos que tiendan a demostrar su calidad de patrón debe hacerla en la etapa de 
ofrecimiento y admisión de pruebas, al haber sido el momento en que se ofertó la prueba relativa y que 
por primera vez tiene oportunidad de conocer la oferta probatoria sobre documentos determinados. Por 
tanto, la referida etapa de la audiencia de ley es el momento procesal oportuno para manifestarse al 
respecto, conforme al artículo 880, fracción I, de la Ley Federal del Trabajo, ya que antes, en la 
contestación de demanda, desconoce si se ofrecerá la documental relativa; por ende, el primer momento 
en el cual se le dio a conocer su existencia fue en el ofrecimiento de la prueba, razón por la cual, hasta 
entonces, estaba en posibilidad de manifestarse al respecto y de objetarla. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

LIBERTAD SINDICAL. EL ARTÍCULO 57 DE LOS ESTATUTOS DEL SINDICATO DE PROFESORES 
DE LA UNIVERSIDAD MICHOACANA DE SAN NICOLÁS DE HIDALGO (S.P.U.M.) NO 
TRANSGREDE DICHO DERECHO FUNDAMENTAL. 

 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que el derecho fundamental de 
libertad sindical se encuentra consagrado en el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos con un sentido pleno de universalidad, partiendo del derecho personal de cada 
trabajador de asociarse y reconociendo, a su vez, un derecho colectivo, una vez que el sindicato 
adquiere existencia y personalidad, por lo que la indicada libertad debe entenderse en tres aspectos 
fundamentales: a) uno positivo: que estriba en la facultad del trabajador para ingresar a un sindicato ya 
integrado o constituir uno nuevo; b) uno negativo: en cuanto a la posibilidad de no ingresar a un sindicato 
determinado y la de no afiliarse a sindicato alguno; y, c) la libertad de separación o renuncia de formar 
parte de la asociación. En este sentido, conforme al artículo 57 de los Estatutos del Sindicato de 
Profesores de la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo (S.P.U.M.) los asociados pueden 
cambiarse de sección sindical, pero bajo la condición de que previamente se cuente con la anuencia de 
la sección a la que el sindicalizado desea ingresar, para lo cual deberá exhibir copia del acta 
correspondiente, celebrada por la sección sindical de referencia. Por tanto, este precepto no transgrede 
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el derecho fundamental de libertad sindical consagrado en el referido artículo 123, apartado A, fracción 
XVI, pues conforme a la jurisprudencia, son claros los aspectos que dicho derecho fundamental 
salvaguarda, y ninguno de ellos se afecta con la condición que prevé aquella disposición. Es decir, la 
posibilidad de cambio de sección sindical lleva a considerar que -necesariamente- la persona que 
pretende efectuar dicho cambio ya es asociado del gremio sindical (aspecto positivo), esto es, del 
aludido Sindicato de Profesores de la Universidad Michoacana (S.P.U.M.). Además, con las 
condicionantes de que no se trastoca la posibilidad de que los asociados decidan no ingresar a ese 
sindicato, o bien, a algún otro (aspecto negativo), ni se coarta su libertad de separación o renuncia para 
formar parte de la asociación, dado que pueden hacer uso de tal derecho en el momento en que lo 
decidan. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

LAUDO. LA FALTA DE NOMBRE, FIRMA Y CARGO QUE IMPIDA IDENTIFICAR EN ÉL O EN 
CUALQUIER OTRA PARTE DEL EXPEDIENTE AL FUNCIONARIO QUE INTERVINO EN SU 
EMISIÓN, CONDUCE A DECLARAR DE OFICIO SU NULIDAD Y A CONCEDER EL AMPARO PARA 
QUE SEA SUBSANADA TAL OMISIÓN, INDEPENDIENTEMENTE DE QUIÉN PROMUEVA LA 
DEMANDA. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo en la jurisprudencia 2a./J. 
147/2007, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXIII, abril de 2011, página 518, de rubro: "LAUDO. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNO DE LOS 
INTEGRANTES DE UN TRIBUNAL DE TRABAJO, CUANDO FUNCIONA EN JUNTA ESPECIAL O EN 
SALA, O DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA Y DA FE, CONDUCE A DECLARAR DE OFICIO SU 
NULIDAD Y CONCEDER EL AMPARO PARA QUE SEA SUBSANADA TAL OMISIÓN, 
INDEPENDIENTEMENTE DE QUIÉN PROMUEVA LA DEMANDA.", que la falta de firma de alguno de 
los funcionarios jurisdiccionales que intervienen en la emisión del laudo, trae consigo su nulidad, y que 
este aspecto debía estudiarse de oficio en el amparo, con independencia de quién promovía la demanda 
constitucional; a su vez, el Pleno del Alto Tribunal del País, al resolver la contradicción de tesis 357/2014, 
entre la Primera y la Segunda Salas, de la que derivó la jurisprudencia P./J. 7/2015 (10a.), publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo I, abril de 2015, página 5, de 
título y subtítulo: "ACTOS Y RESOLUCIONES JURISDICCIONALES. PARA DOTARLOS DE VALIDEZ 
E IDENTIFICAR AL FUNCIONARIO QUE INTERVINO EN SU EMISIÓN, BASTA CON QUE ÉSTE 
IMPRIMA SU FIRMA O RÚBRICA EN EL DOCUMENTO, SIEMPRE QUE SU NOMBRE, APELLIDOS 
Y CARGO PUEDAN IDENTIFICARSE EN DIVERSO APARTADO DE LA RESOLUCIÓN O DEL 
EXPEDIENTE DE QUE SE TRATE, INCLUSIVE POR OTROS MEDIOS.", determinó que para la validez 
de esos actos o resoluciones jurisdiccionales, también deben contener los nombres, apellidos y cargos 
de aquellos funcionarios (con la posibilidad de ser subsanados del examen completo del expediente del 
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cual emanen, inclusive por otros medios), de modo tal que su ausencia conduce igualmente a su nulidad. 
Luego, si la falta de nombre, apellido y cargo de los funcionarios que intervinieron en las actuaciones 
judiciales, como el laudo, son indispensables para dotarlos de plena validez, debe aplicarse la misma 
justificación que se sostuvo para abordar su estudio oficioso ante la omisión de firmarlo o rubricarlo e, 
incluso, analizar el tema aun sin concepto de violación en el amparo, al margen de quién lo promueva 
(patrón o trabajador), y otorgar la protección constitucional para que se corrija (siempre y cuando dicha 
omisión del nombre, apellido y cargo, no resulte subsanable del examen de la totalidad del expediente 
del que emane el acto reclamado, inclusive por otros medios), pues de lo contrario se estaría 
convalidando un vicio de origen, que trae consigo su propia nulidad, al no poder surtir efecto jurídico 
alguno. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

INSPECCIÓN OCULAR EN MATERIA LABORAL. EL REQUISITO DE PROPONER EN FORMA DE 
AFIRMACIÓN LOS PUNTOS QUE PRETENDEN PROBAR LAS PARTES EN LAS QUE REITERA EL 
OFRECIMIENTO Y LOS HECHOS QUE SON MATERIA DE LA CONTROVERSIA, CONSTITUYE UN 
FORMULISMO EXCESIVO QUE CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE SENCILLEZ Y LA 
PROSCRIPCIÓN DE RIGORISMOS TÉCNICOS EN EL PROCESO LABORAL. 

 

Este Tribunal Colegiado de Circuito sostuvo que la prueba de inspección ocular ofrecida en el 
procedimiento laboral debe reunir los requisitos establecidos en los artículos 827 y 777 de la Ley Federal 
del Trabajo y en lo que concierne a que debe ofrecerse en sentido afirmativo para acreditar la jornada 
de trabajo y partiendo de la posición de la demandada, era necesario que se afirmara la jornada de 
trabajo en el escrito de ofrecimiento de pruebas para que, de ahí, a quien se encomendó la diligencia 
únicamente se concrete a dar fe de lo verídico o no de la posición de la patronal, atento al objeto o 
documento motivo de la inspección. Sin embargo, una nueva reflexión conduce a este órgano 
jurisdiccional a apartarse de ese criterio formalista para sostener que la exigencia de que al ofrecer la 
prueba de inspección se reiteren, en forma de afirmación, los puntos o hechos referidos en la demanda 
o contestación por las partes y que son materia de la controversia, constituye un formulismo excesivo 
que contraviene el principio de sencillez y la proscripción de los rigorismos técnicos que privan en el 
proceso laboral, de conformidad con el artículo 685 de la citada ley. Además, porque en el ofrecimiento 
de la prueba es innecesario abundar en detalles, basta que sea general cuando se refiera a hechos 
sobre los que deberá versar y lo que con la diligencia se pretenda demostrar; sin que implique que el 
actuario se convierta en un investigador, lo cual no es acorde con la naturaleza de la prueba, puesto 
que únicamente dará fe de lo que pueda percibir por medio de los sentidos en relación con el hecho 
sobre el cual se suscita la controversia y el objeto o documentos sobre los cuales versará la diligencia. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

 

CARGA DE LA PRUEBA Y DERECHO A PROBAR. SUS DIFERENCIAS. 

 

No debe confundirse la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas, atinente a la defensa, con la carga 
probatoria, si se tiene en cuenta que la primera constituye un derecho -a probar- y la segunda es un 
deber procesal; asimismo, el derecho a probar es de naturaleza constitucional, en tanto el débito 
procesal es de naturaleza procesal e, incluso, es posterior al derecho fundamental de mérito, o sea, el 
derecho a probar es anterior y de entidad superior a la obligación procesal, siendo que derecho y 
obligación no son sinónimos dado que uno se ejerce en el procedimiento, tanto postulatorio como 
probatorio, mientras que la otra es objeto de examen por el juzgador hasta la sentencia o laudo; sin que 
deba validarse una decisión jurisdiccional de denegación de pruebas cuando suponga la imposición de 
un formulismo obstaculizador, o contrario a la efectividad del derecho a la prueba, ni subordinar la 
eficacia de ese derecho fundamental a otro tipo de intereses, como los de economía procesal, expeditez 
de los juicios, o el prejuzgamiento de la carga probatoria, cuando su decisión no es propia de la 
resolución que acepta pruebas sino de la sentencia o laudo, lo que significa que es ilegal anticipar la 
carga de la prueba a una de las partes al momento de decidir sobre su admisión o no, ni invocar algún 
otro formalismo que impida conocer el resultado de una prueba en detrimento del derecho a probar, que 
es uno de los que conforman el derecho humano al debido proceso; luego, si el derecho a probar es un 
derecho constitucional que atribuye a la persona el poder tanto de ejercerlo, como de reclamar su debida 
protección, entonces su constitucionalización obedece a la relevancia procesal que adquiere la actividad 
probatoria, en la medida en que determina a las partes cuándo y cómo pueden probar los hechos del 
debate jurisdiccional, vinculando a todo juzgador a su observancia. Lo anterior, porque en la 
interpretación de las normas probatorias también es procedente la que permita la máxima actividad 
probatoria de las partes, prefiriendo, inclusive, el exceso en la admisión de pruebas, a la de una 
interpretación restrictiva, por cuanto en aquélla subyace la idea de aproximar, y hasta de hacer coincidir 
la verdad histórica con la verdad que habrá de declararse en la sentencia, partiendo de la base de que 
la verdad es un derecho humano cuya restricción necesariamente debe justificarse y, por ende, la norma 
probatoria ha de interpretarse conforme al artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en lo concerniente al derecho humano al debido proceso. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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PENSIONES Y JUBILACIONES DEL ISSSTE. EL DERECHO PARA RECLAMAR SUS 
INCREMENTOS Y LAS DIFERENCIAS QUE DE ELLOS RESULTEN, ES IMPRESCRIPTIBLE. 
ALCANCES DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 114/2009 (*). 

 

En la citada jurisprudencia, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que 
es imprescriptible el derecho para reclamar los incrementos y las diferencias que resulten de éstos. No 
obstante, tal imprescriptibilidad excluye a los montos vencidos de dichas diferencias, los cuales 
corresponden a cantidades que se generaron en un momento determinado y que no se cobraron cuando 
fueron exigibles, por lo que la acción para exigir las diferencias vencidas sí está sujeta a la prescripción 
de cinco años contados a partir de que fueron exigibles, en términos del artículo 186 de la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado vigente hasta el treinta y uno 
de marzo de dos mil siete (cuyo contenido sustancial reproducen los numerales 61 del Reglamento para 
el Otorgamiento de Pensiones de los Trabajadores Sujetos al Régimen del Artículo Décimo Transitorio 
del Decreto por el que se Expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado y 248 de la ley relativa vigente). Luego, el alcance de la citada jurisprudencia 
es establecer que aunque esté prescrita la acción para reclamar determinadas diferencias, ello no 
implica la prescripción del derecho del pensionado para demandar los incrementos y las demás 
diferencias resultantes, por los montos vencidos respecto de los cuales no se actualice la prescripción. 

 

SEGUNDA SALA 

 

PENSIÓN POR VIUDEZ. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE NO ESTÉ PREVISTA EN LA LEY DE 
PENSIONES DEL ESTADO DE JALISCO ABROGADA (VIGENTE HASTA EL 19 DE NOVIEMBRE 
DE 2009), PERO SÍ EN EL ARTÍCULO 91 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE PENSIONES DE ESA 
ENTIDAD (VIGENTE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE A AQUÉL), NO IMPLICA QUE ÉSTE DEBA 
APLICARSE, NI AUN BAJO EL PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA 
PERSONA, CUANDO SE DEMUESTRA QUE AQUÉLLA ES LA QUE REGÍA PARA LA SITUACIÓN 
PARTICULAR QUE SE JUZGA. 

 

Para gozar de la pensión por viudez es indispensable que el fallecimiento del asegurado ocurra durante 
la vigencia de sus derechos, de manera que si las constancias del sumario acreditan que tanto la baja 
del régimen obligatorio como el deceso se verificaron antes del 20 de noviembre de 2009, fecha en que 
entró en vigor la Ley del Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco, así como que no estaba inscrito 
en el régimen voluntario, esto es, que al momento de su muerte no tenía la calidad de pensionado ni de 
afiliado, resulta incuestionable que no es posible jurídicamente aplicar el artículo 91 de la nueva ley, que 
sí prevé la pensión por viudez, ni aun bajo el principio de interpretación más favorable a la persona, 
resguardado en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud 
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de que la Ley de Pensiones abrogada constituye el instrumento normativo que rige para la situación 
jurídica particular; además, de conformidad con el criterio contenido en la tesis aislada 2a. LVI/2015 
(10a.) (*), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el aludido principio 
constitucional exige como presupuesto para su aplicación que, previamente a la interpretación de las 
leyes, el operador jurídico determine que efectivamente sean aplicables al caso concreto. 

 

SEGUNDA SALA 

 

PENSIÓN POR VIUDEZ. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE NO ESTÉ PREVISTA EN LA LEY DE 
PENSIONES DEL ESTADO DE JALISCO ABROGADA (VIGENTE HASTA EL 19 DE NOVIEMBRE 
DE 2009), NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL. 

 

El análisis sistemático de diversas disposiciones de la citada ley, vigente del 1 de enero de 1987 al 19 
de noviembre de 2009, permite afirmar que no viola el derecho a la seguridad y previsión social que 
resguarda el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no obstante que 
no contemple la pensión por viudez, ya que adopta un sistema con diferentes planes que deben ser 
sostenibles, con el objeto de lograr que los sujetos a los que se dirige tengan acceso a las prestaciones 
de seguridad social en un nivel suficiente, a fin de asegurar que las generaciones presentes y futuras 
puedan ejercer este derecho, para lo cual regula dos grandes apartados: los regímenes obligatorio y 
voluntario. Asimismo, concretiza las prestaciones y servicios que otorga, tales como las pensiones por 
jubilación, edad avanzada e invalidez; servicio médico a pensionados y a sus beneficiarios; las 
económicas derivadas de la muerte del pensionado o del afiliado; préstamos: i) a corto plazo, ii) para la 
adquisición de bienes de consumo duradero, e iii) hipotecarios; arrendamiento y venta de inmuebles; 
así como las sociales y culturales (artículo 6). Por otro lado, proporciona varios mecanismos para 
integrar y hacer efectivos los derechos que asisten a todos los individuos a quien debe proteger, en 
virtud de que contempla tanto la muerte del pensionado por jubilación, edad avanzada o invalidez 
(artículo 55), como el fallecimiento del afiliado no pensionado (artículo 60-Bis), o simplemente que cause 
baja el afiliado, a quien se le destinó el régimen voluntario, a condición de seguir cubriendo 
mensualmente sus cuotas (artículos 74 y 75). Lógico es que el ordenamiento protege únicamente a 
quienes tengan la calidad de pensionados o afiliados y, por derivación, a sus beneficiarios, debido a que 
el programa subsiste y garantiza los servicios que ofrece, a través de las aportaciones indispensables 
que están obligados a enterar tanto los servidores públicos como las entidades públicas (artículo 13), 
cuya organización recaudatoria, permanente y programada, corresponde vigilar a la Dirección de 
Pensiones de esa entidad, por lo que de no obtenerse tales cuotas, se pondría en riesgo la sostenibilidad 
de todo el sistema financiero que soporta el régimen de seguridad social en su conjunto. 

 

SEGUNDA SALA 
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SEGURO SOCIAL. EL CONCEPTO 107 "PROVISIÓN FONDO DE JUBILACIÓN" PREVISTO EN LA 
CLÁUSULA 2 DEL CONVENIO ADICIONAL PARA LAS JUBILACIONES Y PENSIONES DE LOS 
TRABAJADORES DE BASE DE NUEVO INGRESO, NO INTEGRA EL FONDO DE JUBILACIONES 
Y PENSIONES DE AQUELLOS QUE ESTABAN EN ACTIVO AL SUSCRIBIRSE DICHO CONVENIO 
Y, POR TANTO, DEBE SER EXCLUIDO AL DETERMINARSE LA CUANTÍA BÁSICA DE SU 
JUBILACIÓN. 

 

De la interpretación de la cláusula 2 del Convenio Adicional para las Jubilaciones y Pensiones de los 
Trabajadores de Base de Nuevo Ingreso, celebrado entre el Instituto Mexicano del Seguro Social y su 
sindicato nacional de trabajadores el 14 de octubre de 2005, el concepto 107, correspondiente a 
"Provisión Fondo de Jubilación" debe ser excluido al cuantificar la pensión por jubilación de aquellos 
trabajadores que estaban en activo al suscribirse el citado convenio, porque tratándose de estos 
trabajadores, únicamente les resultaba obligatoria la aportación de ese concepto precisamente mientras 
estaban en activo, y de conformidad con dicha cláusula no deben sufrir afectación alguna respecto a los 
beneficios establecidos en el Régimen de Jubilaciones y Pensiones; además de que ese concepto 107 
fue creado para cubrir una necesidad diferente al concepto 152 "Fondo de Jubilaciones y Pensiones", 
previsto en el artículo 18 del citado régimen, en términos de la diversa cláusula 3 del aludido convenio, 
como lo es el financiamiento de las pensiones y jubilaciones del personal de nuevo ingreso. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA OCTAVA 
REGIÓN. 

 

PRUEBA DE INSPECCIÓN EN MATERIA LABORAL. SI SE OFRECE POR EL TRABAJADOR PARA 
ACREDITAR LA EXISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL CON UNA PERSONA MORAL, QUIEN 
SUSTENTA SU DEFENSA EN NO CONTAR CON EMPLEADOS, NI TENER REGISTRO PATRONAL 
ANTE ORGANISMO DE SEGURIDAD SOCIAL ALGUNO, EN ÉSTA RECAE LA CARGA 
PROBATORIA DE ACREDITAR UBICARSE EN EL SUPUESTO DE INTERMEDIACIÓN, 
SUBCONTRATACIÓN O CUALQUIER OTRA FIGURA JURÍDICA, CON EL APERCIBIMIENTO QUE 
DE NO PRESENTAR LOS DOCUMENTOS QUE TIENE OBLIGACIÓN DE CONSERVAR, SE 
PRESUMIRÁN CIERTOS LOS HECHOS ALEGADOS POR AQUÉL. 

 

Cuando el actor para acreditar la existencia de la relación de trabajo con una persona moral, ofrece en 
el juicio la prueba de inspección a desahogarse en el domicilio de la empresa, a fin de que se requiera 
a su representante la presentación de diversos documentos, como son contratos individuales, recibos 
de salario, pago de cuotas al Instituto Mexicano del Seguro Social, y se haga constar que entre los 
trabajadores de dicha persona moral se ubica el actor; en tanto que su contraparte niega tener 
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empleados; la Junta debe considerar que la carga de justificar no tener trabajadores a su cargo recae 
en la demandada, pues no resulta lógico que una persona jurídica carezca de trabajadores, ya que no 
puede desarrollar sus funciones por sí sola, sino que es creada por dos o más personas físicas para 
contraer obligaciones y ejercitar acciones legales. Por tanto, si el artículo 16 de la Ley Federal del 
Trabajo prevé, para los efectos de las normas de trabajo, que se entiende por empresa la unidad 
económica de producción o distribución de bienes o servicios y por establecimiento, la unidad técnica 
que como sucursal, agencia u otra forma semejante, sea parte integrante y contribuya a la realización 
de los fines de la empresa, si la objeción de la persona moral demandada, se sustenta en no contar con 
trabajadores, ni tener registro patronal ante algún organismo de seguridad social, en ella recae la carga 
probatoria de acreditar ubicarse en el supuesto de intermediación, subcontratación o cualquier otra 
figura jurídica prevista en la ley, que le permita que sea una persona distinta a la empresa quien tiene a 
su cargo el personal necesario para prestar sus servicios, ya que en términos del ordinal 784 de la 
referida ley, vigente hasta el 30 de noviembre de 2012, la Junta eximirá de la carga probatoria al actor, 
cuando por otros medios esté en posibilidad de llegar al convencimiento de los hechos, y para tal efecto, 
acorde con el artículo 828 de la citada legislación y vigencia, requerirá al patrón para que exhiba los 
documentos, que de acuerdo con las leyes, tiene la obligación legal de conservar en la empresa, bajo 
el apercibimiento que de no presentarlos, se presumirán ciertos los hechos alegados por el trabajador. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

CONFLICTO COMPETENCIAL. DEBE DECLARARSE INEXISTENTE CUANDO EL TRIBUNAL 
LABORAL ADMITE CONOCER DEL PROCESO Y, POSTERIORMENTE, DE OFICIO, EN EL LAUDO 
SE DECLARA INCOMPETENTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 

 

Si el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial del Estado de Veracruz acepta, en un primer 
momento, conocer de una demanda laboral cuya competencia declinó otro órgano jurisdiccional, puede 
rechazarla e iniciar un conflicto competencial ante el Poder Judicial de la Federación, oficiosamente "en 
cualquier estado del proceso", según lo prevé el artículo 192 de la Ley Estatal del Servicio Civil de dicha 
entidad; sin embargo, este precepto debe entenderse en armonía con los diversos 213 y 219 de esa 
ley, que definen que el procedimiento jurisdiccional burocrático inicia con la presentación de la demanda 
y concluye hasta antes del dictado del laudo, esto es, con el acuerdo de cierre de instrucción. De ahí 
que aquel análisis oficioso de la competencia no puede ni debe verificarse en el laudo, por ser un 
momento procesal inoportuno, salvo en el caso de que se haya opuesto la excepción específica relativa, 
de modo que si esto no es así, precluye la posibilidad legal del órgano jurisdiccional para abordar tal 
estudio. En consecuencia, debe declararse inexistente el conflicto competencial planteado en esos 
términos y devolverse los autos al tribunal que conoció del asunto para que resuelva el fondo, como 
corresponda en derecho. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

 

 

 

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS LABORALES ENTRE LA DIRECCIÓN 
GENERAL DE TRANSPORTE DEL ESTADO DE VERACRUZ Y SUS TRABAJADORES 
ADMINISTRATIVOS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL 
PODER JUDICIAL DE DICHA ENTIDAD. 

 

Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 67/2012 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XI, Tomo 1, agosto de 2012, página 957, de rubro: "TRABAJADORES ADMINISTRATIVOS DE LAS 
INSTITUCIONES POLICIALES. NO ESTÁN SUJETOS AL RÉGIMEN DE EXCEPCIÓN DE DERECHOS 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, CONSTITUCIONAL, POR LO QUE 
LA RELACIÓN QUE MANTIENEN CON AQUÉLLAS ES DE NATURALEZA LABORAL.", los 
trabajadores administrativos de las instituciones policiales no están sujetos al régimen de excepción 
previsto en la disposición constitucional citada, de modo que la relación que mantienen con aquéllas es 
de índole laboral, como ocurre con el personal de la Dirección General de Transporte del Estado de 
Veracruz, sectorizada a la Secretaría de Gobierno que, de acuerdo con el artículo 15, fracciones I, II y 
VII, de la Ley de Tránsito y Transporte para esa entidad, no desempeñe funciones de investigación, 
prevención y reacción en el ámbito de la seguridad pública sino, precisamente, por tratarse del "personal 
administrativo" que realiza trabajos propios de manejo interno y trámites de oficina, a diferencia del 
"personal operativo" que, entre otras funciones, presta sus servicios en la vía pública y ejerce actos de 
autoridad. Por tanto, con fundamento en el artículo 60, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
del Estado de Veracruz abrogada, el órgano jurisdiccional competente para conocer del conflicto laboral 
entre un empleado que realiza actividades administrativas y la referida Dirección General de Transporte, 
es el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial de ese Estado. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS INDIVIDUALES DE TRABAJO ENTRE EL 
INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE YUCATÁN Y SUS 
TRABAJADORES. CORRESPONDE, POR AFINIDAD, AL TRIBUNAL DE LOS TRABAJADORES AL 
SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS DE ESA ENTIDAD FEDERATIVA. 
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Los trabajadores del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Yucatán son trabajadores al 
servicio del Estado; por tanto, el Tribunal de los Trabajadores al Servicio del Estado y de los Municipios, 
perteneciente al Poder Judicial del Estado de Yucatán, es competente para conocer de los conflictos 
laborales individuales que surjan entre dicho instituto y sus trabajadores. Lo anterior es así, toda vez 
que ante la ausencia de disposición legal en dicha entidad que erija a una autoridad con facultades 
expresas para resolver los referidos conflictos, debe declararse la competencia correspondiente, en 
acatamiento al artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que prevé el derecho que toda persona tiene para que se le administre justicia, habida 
cuenta que el mencionado tribunal, debido a sus facultades, es el más afín para conocer de la demanda 
relativa, tomando en consideración que el organismo de que se trata, aun siendo autónomo, es un 
órgano del poder público, cuyas funciones le son atribuidas directamente en la Constitución del Estado, 
aunque no correspondan a la esfera estructural y organizacional de los tres poderes tradicionales: 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial. Consecuentemente, dada la calidad del sujeto demandado, que se 
constituye como un órgano estatal, así como las funciones que realiza, la competencia para conocer de 
los conflictos individuales de trabajo que surgen con sus trabajadores corresponde, por afinidad, al 
referido tribunal burocrático de la entidad federativa. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS DE TRABAJO Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO CUARTO 
CIRCUITO.  

 

 

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO PERTENECIENTES AL SERVICIO 
PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL. LA 
INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 10, FRACCIÓN X, DE LA LEY RELATIVA, 
COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE SUELDO Y 20 DÍAS DE SALARIO POR CADA AÑO DE 
SERVICIOS PRESTADOS. 

 

El artículo citado establece que los servidores públicos de carrera tendrán derecho a recibir una 
indemnización en los términos de ley, cuando sean despedidos injustificadamente; sin embargo, no se 
advierte claramente qué conceptos la integran, por lo que deberá configurarse en su proyección más 
amplia, en atención al principio de interpretación más favorable a la persona, así como a la disposición 
más benéfica para el trabajador, de manera que en forma efectiva sea susceptible de resarcir 
plenamente la afectación causada. Así, la protección al núcleo esencial del derecho a la estabilidad y 
permanencia en el empleo que asiste a los trabajadores de confianza pertenecientes al Sistema de 
Servicio Profesional de Carrera, no puede frustrarse ante la omisión del legislador de establecer los 
términos precisos para el pago por concepto de indemnización ante el despido injustificado. En esa 
medida, la prestación mínima es la indemnización más amplia prevista por el artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para el caso de despido injustificado y, por ende, 
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la indemnización que corresponde, por asimilación, está contenida en el referido precepto 123, 
apartados A, fracción XXII y B, fracción IX, en relación con los numerales 49 y 50, fracción II, de la Ley 
Federal del Trabajo, y comprende el pago de 3 meses de sueldo y 20 días de salario por cada año de 
servicios prestados. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. NATURALEZA JURÍDICA Y 
SUSTENTO CONSTITUCIONAL DEL RÉGIMEN DE EXCEPCIÓN QUE CONFORMAN LOS 
PERTENECIENTES AL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA FEDERAL. 

 

Del análisis sistemático de los artículos 73, fracciones X y XI, 113, párrafo primero (este último en su 
texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015), 116, 
fracción VI, 123, párrafos primero y segundo, apartado B, fracciones VII, VIII, IX y XIV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que los trabajadores pertenecientes al Servicio 
Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal constituyen un nuevo conjunto de 
servidores públicos de confianza, es decir, existe un universo de servidores dividido en empleados de 
base y de confianza; a su vez, existe otro grupo que por disposición del Constituyente Permanente y en 
atención a la libertad de configuración legislativa que asiste tanto a éste como a las legislaturas locales 
en materia de trabajo, se distinguen del resto, porque pertenecen al régimen de excepción denominado 
"servidores o trabajadores del sistema profesional de carrera". Por otro lado, el Congreso Federal tiene 
atribuciones para emitir las leyes en materia de trabajo -reglamentarias del citado artículo 123 
constitucional-, para crear y suprimir plazas o empleos públicos, así como precisar, aumentar o disminuir 
sus prerrogativas y facultades. De igual forma, de la interpretación histórica y originalista de la Ley del 
Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, se concluye que la Administración 
Pública debe estar orientada a prestar un servicio público eficaz, de calidad, con capacidad técnica y 
bajo estándares de transparencia, habida cuenta que el servicio público se rige por los principios 
constitucionales de legalidad, objetividad, imparcialidad y eficiencia en su desempeño. En ese sentido, 
tanto el Congreso de la Unión como las legislaturas locales, por previsión constitucional, deberán 
procurar que la designación de los servidores públicos federales o estatales, se lleve a cabo mediante 
sistemas que permitan apreciar los conocimientos y aptitudes de los aspirantes y, en el caso de los 
ascensos, se atenderá además a la antigüedad y al nivel de profesionalización del servidor público de 
que se trate. 

 

SEGUNDA SALA 
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TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. JUSTIFICACIÓN EN LA 
DIFERENCIA DE TRATO ENTRE LOS PERTENECIENTES AL SERVICIO PROFESIONAL DE 
CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y LOS DE LIBRE DESIGNACIÓN. 

 

El personal a que se refiere el artículo 8 de Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración 
Pública Federal, no pertenece al Sistema de Servicio Profesional de Carrera, lo que se justifica en virtud 
de que las plazas respectivas son de libre designación, pues corresponden a los cargos de mayor 
jerarquía en una dependencia o entidad de la Administración Pública Federal, cuya designación 
obedece a razones de estricta confianza, confidencialidad, seguridad y alta especialidad en las 
funciones que desempeñan; de ahí que el Poder Legislativo haya decidido inhibirlos del derecho a la 
estabilidad y a la permanencia en el cargo, así como de la posibilidad de ser reinstalados en caso de 
que el despido haya sido injustificado, ya que no puede obligarse a los titulares de los órganos del 
Estado a justificar la pérdida de la confianza, partiendo de la base de que designaron de manera libre a 
algún funcionario dotado con cierta capacidad de decisión, jerarquía superior o representatividad del 
órgano; en cambio, los trabajadores de confianza con plaza incorporada al Sistema aludido sí tienen 
derecho a la estabilidad y permanencia en el empleo y, por ende, a recibir una indemnización en su 
aspecto más amplio, en caso de despido injustificado. 

 

SEGUNDA SALA 

 

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. DIFERENCIA ENTRE LOS 
PERTENECIENTES AL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA FEDERAL Y LOS DE LIBRE DESIGNACIÓN. 

 

Con base en las razones brindadas por el legislador para crear la categoría de trabajadores de confianza 
pertenecientes al Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, se determina 
que la diferencia entre éstos y el resto de los trabajadores de confianza de "libre designación", estriba 
en que: a) los primeros acceden a un sistema cuyo propósito consiste en eficientar, transparentar y 
profesionalizar el quehacer público, mediante la implementación de mecanismos de selección, acceso 
y promoción, así como la realización de exámenes, concursos de oposición y capacitación permanente; 
mientras que los segundos no forman parte de un sistema de profesionalización o de carrera al ser 
designados de forma libre; y b) los primeros gozan de la estabilidad y la permanencia en el empleo, que 
se traduce en la obligación de que el órgano de gobierno justifique su destitución del servicio a través 
de las causas de terminación o separación previstas expresamente en el artículo 60 de la Ley del 
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Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, sin que sea posible alegar razones 
de índole político o ajenas a la ley, pero en caso de que el despido haya sido injustificado, tendrán 
derecho a una indemnización en su concepto más amplio, derivado de las propias características y 
especificidades con las que el legislador decidió protegerlos; mientras que los segundos únicamente 
disfrutan de las medidas protectoras al salario y los beneficios de la seguridad social, en el entendido 
de que estas últimas prerrogativas también son aplicables para aquéllos. 

 

SEGUNDA SALA 

 

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. CON INDEPENDENCIA DE QUE 
PERTENEZCAN AL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
FEDERAL O HAYAN SIDO CONTRATADOS BAJO EL ESQUEMA DE LIBRE DESIGNACIÓN, NO 
TIENEN DERECHO A LA REINSTALACIÓN, AL EXISTIR UNA RESTRICCIÓN CONSTITUCIONAL 
AL RESPECTO. 

 

Es criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que los trabajadores de 
confianza realizan un papel de suma importancia en el ejercicio de la función pública del Estado, al 
tratarse de servidores públicos a los que se confieren funciones de la mayor responsabilidad dentro de 
las estructuras de los poderes públicos u órganos autónomos, de acuerdo con las funciones que 
realizan, nivel y jerarquía, y por ello cuentan, en la mayoría de los casos, con poder de dirección o 
decisorio, o bien, desempeñan cargos que conllevan obligaciones de naturaleza confidencial, derivado 
de la íntima cercanía y colaboración con quienes son titulares responsables del ejercicio de esas 
funciones públicas. Con base en lo anterior, ante un despido injustificado los trabajadores de confianza 
-pertenecientes al sistema profesional de carrera o contratados bajo el esquema de libre designación-, 
no tienen derecho a la reinstalación o reincorporación en su empleo, por existir una restricción 
constitucional en la fracción XIV del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, lo que revela que no fue intención del Constituyente Permanente otorgarles ese 
derecho, lo que se refuerza con el criterio contenido en las jurisprudencias 2a./J. 21/2014 (10a.), 2a./J. 
22/2014 (10a.) y 2a./J. 23/2014 (10a.) (*), de la propia Sala. 

 

SEGUNDA SALA 
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TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. ALCANCE DEL DERECHO A LA 
ESTABILIDAD Y PERMANENCIA EN EL CARGO DENTRO DEL SERVICIO PROFESIONAL DE 
CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL. 

 

Del examen al proceso legislativo de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración 
Pública Federal, así como de sus artículos 4, 5, 6, 9, 10, fracciones I, II y X, 11, 13, fracción VI, 59, 60, 
63 y 75, fracción IX, que prevén los derechos a la permanencia y estabilidad, a la indemnización, así 
como al subsistema de separación y sus causas, se advierte que el Poder Legislativo tuvo la convicción 
de proteger a los trabajadores de confianza pertenecientes al Sistema de Servicio Profesional de 
Carrera con el derecho a la estabilidad y permanencia en el cargo, propio de los trabajadores de base, 
pero modulado a la naturaleza existente entre los trabajadores de confianza y el Estado patrón; de ahí 
que haya previsto, a través de un subsistema de separación, que únicamente podrían ser removidos o 
separados cuando se actualizara alguna de las causas de terminación o separación sin responsabilidad 
para el órgano de gobierno, previstas en la propia ley, y en caso de que no se hubiere justificado el 
despido en alguno de estos supuestos, el ente patrón estará obligado a indemnizar al trabajador 
despedido injustificadamente; en el entendido de que la modulación del referido derecho a la estabilidad 
y permanencia en el cargo consiste precisamente en la posibilidad de ser indemnizados ante la falta de 
la acreditación de la causa de baja respectiva, sin que en ningún momento se haya referido el legislador 
a la reinstalación o reincorporación en el servicio como una alternativa ante la eventual separación 
injustificada del servidor público de carrera. En suma, tal derecho se circunscribe a la imposibilidad de 
separar del servicio a los empleados públicos de confianza del Sistema con la emisión de un mero acto 
administrativo o laboral, bajo criterios subjetivos, discrecionales o por razones de índole político. 

 

SEGUNDA SALA 

 

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. JUSTIFICACIÓN EN LA DIFERENCIA DE TRATO 
ENTRE LOS DE CONFIANZA PERTENECIENTES AL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN 
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y LOS DE BASE. 

 

La justificación en la diferencia de trato entre los trabajadores pertenecientes al Sistema de Servicio 
Profesional de Carrera y los empleados de base, radica en que los primeros, si bien son de confianza, 
únicamente tienen derecho a una indemnización en caso de despido injustificado; mientras los 
segundos pueden elegir entre el pago de una indemnización o la reinstalación; a su vez, los de confianza 
son susceptibles de ocupar la titularidad de una plaza con un rango y un nivel más alto, esto es, desde 
el cargo de Enlace hasta el de Director General, en términos del artículo 5 de la Ley del Servicio 
Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, además de ser indispensable haber 
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acreditado las evaluaciones, los mecanismos de selección y contar con los conocimientos técnicos y 
profesionales que requiere el perfil de la plaza, aunado a que se encuentran sometidos a un proceso de 
evaluación, actualización y profesionalización constante para conservar la titularidad del cargo o aspirar 
a un cargo de mayor jerarquía dentro del propio sistema, como deriva de la interpretación sistemática 
de los artículos 11, fracciones III, IV y V, 35, 39, 44, 45, 46, 53, 54 y 55, de dicha ley. 

 

SEGUNDA SALA 

 

SALARIOS CAÍDOS. EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO APLICABLE, ES EL 
VIGENTE EN LA FECHA EN QUE SE PRODUZCA EL DESPIDO INJUSTIFICADO. 

 

El hecho de que en el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo se haya establecido un límite de doce 
meses al pago de los salarios caídos, a partir de la fecha del despido, y en esos términos se haya 
emitido condena -cuando la norma general vigente hasta el treinta de noviembre de dos mil doce, 
establecía que éstos tenían que pagarse desde la fecha del despido hasta que se cumplimente el laudo- 
no implica una aplicación retroactiva de la norma en vigor, porque el precepto décimo primero transitorio 
de la nueva ley establece que los juicios iniciados con las disposiciones anteriores a la reforma deberán 
concluirse de conformidad con ellas, por lo que, por lógica consecuencia, a los juicios iniciados bajo la 
legislación anterior les serán aplicables esas disposiciones -la Ley Federal del Trabajo vigente hasta el 
treinta de noviembre de dos mil doce- y, por ende, a los juicios iniciados a partir del uno de diciembre 
de dos mil doce, la nueva ley; en consecuencia, no puede estimarse que la fecha de contratación entre 
un trabajador y un patrón, anterior a esta última fecha sea la que deba regir para que en lo futuro, esto 
es, cuando se demande la reinstalación o indemnización por virtud de un despido injustificado, se 
aplique la Ley Federal del Trabajo vigente en esa época, pues precisamente el derecho al pago de 
salarios vencidos surge con motivo de una declaración judicial que tiene por demostrado el despido 
injustificado, a la cual le antecede un juicio en el que se alegó una separación injustificada, y si ese 
conflicto inició bajo el ámbito de una ley distinta a la que regía en la fecha de contratación, es inconcuso 
que por disposición expresa de la norma, debe estarse a la que tiene vigencia cuando se originó la 
controversia laboral. Ello es así, toda vez que en el mejor de los casos, el actor tiene una simple 
expectativa de derecho respecto de acceder al pago de salarios caídos (siempre que medie una 
declaración judicial que tenga por demostrado el despido injustificado) pero no un derecho adquirido, 
por lo que si el hecho generador del derecho nunca acontece (despido injustificado), resulta indudable 
que las consecuencias del mismo tampoco (pago de salarios caídos), por lo que no pueden entrar al 
patrimonio del actor, a su dominio o a su haber jurídico desde la fecha en que se pacta la relación de 
trabajo, ya que será hasta que la autoridad laboral emita laudo en sentido condenatorio que surja el 
pago del rubro en comento, por la separación ocurrida durante la vigencia de la nueva ley. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 

 

RESCISIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL. OBLIGACIONES DEL PATRÓN CONFORME AL 
ARTÍCULO 47 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO (NOTIFICACIÓN PERSONAL O A TRAVÉS DE 
LA JUNTA DEL AVISO RESPECTIVO). 

 

Conforme a los artículos 777 y 779 de la Ley Federal del Trabajo, la actividad probatoria de las partes 
debe circunscribirse a los hechos controvertidos y deben desecharse aquellas que no tengan relación 
con la litis planteada; por tanto, es menester analizar a quién corresponde probarlos. Así, por regla 
general, se atribuye a cada una de las partes según los hechos que sustenten sus pretensiones, 
normalmente de conformidad con las siguientes reglas: a) La carga de probar incumbe al que afirma; b) 
Corresponde al demandado acreditar los hechos en los que apoya sus excepciones; y, c) Quien hace 
una negación que envuelve una afirmación tiene la carga de la prueba. En este sentido, el término 
"excepción" es la oposición que el demandado formula frente a la demanda, ya sea como un obstáculo 
definitivo o provisional a la pretensión del actor para contradecir el derecho material que éste pretende 
hacer valer, con el objeto de que la sentencia que ha de pronunciarse y que ponga fin a la relación 
procesal, lo absuelva total o parcialmente. En consecuencia, si un trabajador demanda la reinstalación 
o la indemnización por considerar que fue despedido injustificadamente, y el patrón se excepciona 
aduciendo que la rescisión de la relación laboral fue justificada, a éste corresponderá demostrar que 
cumplió con las formalidades previstas en el artículo 47 de la referida ley, a saber: a) la obligación de 
elaborar un aviso por escrito que consigne claramente la conducta o conductas que motivan la rescisión 
y la fecha o fechas en que se cometieron; y, b) notificar personalmente al trabajador ese aviso, ya sea 
por el propio patrón (en el momento del despido) o por conducto de la Junta de Conciliación y Arbitraje 
competente, dentro de los 5 días hábiles siguientes, en cuyo caso deberá proporcionar el último 
domicilio que tenga registrado del trabajador, a fin de que la autoridad se lo notifique personalmente, ya 
que la entrega del aludido aviso de rescisión es un deber jurídico ineludible del empleador, pues el último 
párrafo de ese precepto dispone categóricamente que la falta de aviso personal, ya sea por conducto 
del propio patrón o a través de la Junta, por sí solo bastará para considerar injustificado el despido. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 

 

 

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE MALA FE CUANDO SE PROPONE A UN TRABAJADOR 
QUE REALIZA ACTIVIDADES MATERIALES CON UN SALARIO REMUNERABLE CADA QUINCE 
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DÍAS Y EL PATRÓN NO ACREDITA EN JUICIO QUE ASÍ LE ERA PAGADO DURANTE LA 
RELACIÓN LABORAL. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que el ofrecimiento de 
trabajo formulado por el patrón a un empleado que desempeña un trabajo material, con un plazo para 
el pago de salarios de 10 o 15 días, no es de mala fe, siempre que se acredite en juicio que al trabajador 
se le cubría su sueldo en alguno de esos lapsos, pues con ello no se altera el salario, en razón de que 
el propio trabajador era anuente en que se le cubriera su emolumento en un plazo distinto al establecido 
en el artículo 88 de la Ley Federal del Trabajo; sin embargo, si la patronal no prueba en el juicio esa 
circunstancia, el ofrecimiento es de mala fe, ya que altera las condiciones fundamentales de la relación 
laboral, sin que sea óbice que el trabajador hubiese precisado en su demanda cuándo debía pagarle el 
patrón, pues conforme al citado precepto, los plazos para el pago del salario nunca podrán ser mayores 
de una semana para las personas que desempeñen un trabajo material, a menos de que el patrón haya 
probado en juicio diverso lapso para el pago de dicha remuneración. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 

 

 

 

LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. NO 
VULNERA DERECHOS FUNDAMENTALES, RELATIVOS A LA DISCRIMINACIÓN EN MATERIA DE 
EMPLEO Y OCUPACIÓN. 

 

La Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios no vulnera los artículos 1 y 
2 del Convenio Internacional del Trabajo No. 111, relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y 
Ocupación, ni el artículo 23, numeral 1, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
aprobada por la ONU; ello es así, ya que si bien los instrumentos internacionales de referencia son 
vinculantes para el Estado Mexicano y establecen, el primero, que el término discriminación comprende 
cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión 
política, ascendencia nacional u origen social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de 
oportunidades en el empleo y la ocupación y que también lo será, cualquier otra distinción, exclusión o 
preferencia que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo 
u ocupación; y, el segundo, el derecho del trabajador a ser protegido contra el desempleo; sin embargo, 
no menos cierto es que de las disposiciones de la ley burocrática estatal, no se advierte que se 
encuentren dentro de las hipótesis que dichos convenios prohíben (aspectos de discriminación y 
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desigualdad), ya que la legislación laboral en análisis no limita a los servidores públicos en función de 
raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social; y menos aún en cuanto 
a la calidad de los trabajadores, ya que prevé la estabilidad en el empleo tanto para los trabajadores de 
confianza, como para aquellos que no lo son. Asimismo, tampoco se aprecia de la ley, límite a los 
servidores públicos de la igualdad de oportunidades y de trato en materia de empleo y ocupación, así 
como del ascenso y la capacitación, sino por el contrario, establece igualdad en las condiciones de 
trabajo para todos los servidores públicos. Por tanto, es claro que dicha ley no se opone a los pactos 
internacionales antes indicados, sino que es acorde a los mismos, en atención a que la limitante al 
derecho a la estabilidad en el empleo de los servidores públicos de confianza, no puede ser considerada 
contraventora de derechos humanos, porque en principio éstas no se han limitado ni se ha generado un 
trato desigual respecto de los trabajadores de base o supernumerarios, en cuanto a la prerrogativa de 
la estabilidad en el empleo. Máxime que en los servidores públicos de confianza, de acuerdo con las 
funciones que realizan, por su nivel y jerarquía, descansa la mayor y más importante responsabilidad 
de la dependencia o entidad del Estado y, por consiguiente, la limitación en el derecho a la estabilidad 
se justifica en la medida en que constituye una atribución de los titulares de elegir a su equipo de trabajo, 
a fin de conseguir y garantizar la mayor eficacia y eficiencia del servicio público. Aunado a ello, la 
limitación del derecho a la estabilidad en el empleo de los servidores públicos de confianza, constituye 
una restricción constitucionalmente prevista en la fracción XIV del apartado B del artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que de suyo implica que no puede 
establecerse la existencia de la violación a un derecho fundamental, en la medida en que el ánimo del 
legislador Constituyente no fue conferirlo para ese tipo de trabajadores. De ahí, que la ley burocrática 
estatal no resulta inconvencional. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 

 

LIBERTAD SINDICAL. DICHO PRINCIPIO NO IMPOSIBILITA A LOS TRIBUNALES PARA REVISAR 
LOS PROCEDIMIENTOS DISCIPLINARIOS SINDICALES QUE CULMINEN CON LA IMPOSICIÓN DE 
UNA SANCIÓN COMO LA EXPULSIÓN. 

 

El derecho de los sindicatos de redactar sus propios estatutos implica que ninguna persona ajena a la 
asociación sindical o autoridad puede interferir o imponer reglas que definan su organización interna, 
pero ello no significa que se encuentren al margen del principio de legalidad. En concordancia con este 
principio, el artículo 371, fracción VII, de la Ley Federal del Trabajo establece que los estatutos citados 
deberán contener los motivos y procedimientos de expulsión y correcciones disciplinarias, las que 
observarán las normas que ahí se señalan. Ahora bien, el hecho de que, conforme al principio de libertad 
sindical sea derecho de los sindicatos redactar sus propios estatutos, los que contendrán, entre otras 
normas, las relativas a los motivos y procedimientos de expulsión y correcciones disciplinarias, no 
imposibilita a los tribunales para revisar tales procedimientos, pues ese derecho se ubica en el ámbito 
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formal de la regulación interna de la organización, y la obligación de seguir el procedimiento para 
imponer sanciones representa la ejecución material de los estatutos en ese aspecto. De manera que 
esta ejecución por parte de la organización sindical, en cuanto al procedimiento de imposición de 
sanciones disciplinarias, como el caso de expulsión de uno de sus miembros, no está exenta del control 
de legalidad por parte de los tribunales, porque en cumplimiento al principio de acceso a la justicia 
contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las 
personas tienen derecho a que el Estado les imparta justicia cuando estimen que han sido privadas de 
sus derechos. 

 

SEGUNDA SALA 

 

ESTATUTOS SINDICALES. EN SU REDACCIÓN LAS ORGANIZACIONES DE TRABAJADORES 
DEBEN RESPETAR EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. 

 

Del artículo 3, numeral 1 del Convenio Número 87, relativo a la Libertad Sindical y a la Protección al 
Derecho Sindical, de la Organización Internacional del Trabajo, en relación con el diverso 359 de la Ley 
Federal del Trabajo deriva, entre otros, el derecho de las organizaciones de trabajadores a redactar sus 
estatutos, entendidos éstos como el conjunto de disposiciones relativas a la organización, dirección, 
distribución de funciones, derechos y obligaciones que acuerden los miembros de una asociación 
profesional para el mejor desarrollo de sus actividades gremiales y para la defensa y protección de sus 
intereses comunes, ello en ejercicio del principio de libertad sindical. Ahora bien, aun cuando el derecho 
a redactar sus estatutos implica que ninguna persona ajena a la asociación sindical o autoridad pueden 
interferir o imponer reglas que definan la organización interna del sindicato, ello no significa que se 
encuentren al margen del principio de legalidad, como se advierte del artículo 8, numeral 1 del Convenio 
citado, principio que se ve reflejado en el artículo 371, fracción VII, de la mencionada ley, en tanto señala 
que los estatutos deben contener los motivos y procedimientos de expulsión y correcciones 
disciplinarias; lo que sin duda representa un ejemplo de que en la redacción de los estatutos, las 
organizaciones sindicales deben respetar el principio de legalidad, porque al precisarse en las reglas 
internas qué conductas serán consideradas motivo de sanción o corrección disciplinaria y el 
procedimiento para su imposición, en el que se respete el derecho de audiencia, se preserva ese 
principio, como fundamento jurídico y social de la organización. 

 

SEGUNDA SALA 

 

LIBERTAD SINDICAL. POSTULADOS EN QUE SE SUSTENTA ESE PRINCIPIO. 
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El principio de libertad sindical reconocido en el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en el Convenio Número 87, relativo a la Libertad Sindical y la Protección al Derecho 
Sindical, de la Organización Internacional del Trabajo, se sustenta fundamentalmente en cuatro 
postulados: 1. Derecho de libre asociación; 2. Derecho para redactar estatutos y reglamentos 
administrativos; 3. Derecho para elegir libremente a sus representantes; y 4. Derecho de organización 
interna. Estas cuatro premisas se encuentran íntimamente relacionadas entre sí, pues no puede 
entenderse una sin la existencia de las otras; es decir, no puede concebirse el derecho de libre 
asociación, sin la facultad de redactar sus propios estatutos y, desde luego, sin la potestad de elegir 
libremente a sus representantes, mucho menos sin el derecho de establecer su organización interna. 
De manera que la afectación de uno de estos postulados por cualquier norma jurídica representa, desde 
luego, una violación al principio de libertad sindical. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

 

 

 

 

SALARIOS VENCIDOS. EL ARTÍCULO 48, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, QUE PREVÉ SU PAGO A UN PERIODO MÁXIMO DE 12 MESES EN CASO DE DESPIDO 
INJUSTIFICADO, VULNERA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1o. 
DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE DICIEMBRE 
DE 2012). 

 

El citado numeral reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de 
noviembre de 2012, al establecer que por concepto de salarios vencidos o caídos solamente se pagará 
al trabajador despedido sin causa justificada un monto máximo de doce meses en el primer año y 
posteriormente el dos por ciento sobre la base de quince meses, es contrario a los principios de 
progresividad, justicia, equilibrio social y derecho al mínimo vital, consagrados en los artículos 1o., 3o. 
y 123 constitucionales, el artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 21 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, pues con tal determinación se hace 
pagar al trabajador el costo de la tardanza de la resolución de los juicios, lo cual es imputable, en todo 
caso, al Estado. La razón por la cual se cubren al trabajador salarios caídos hasta el cumplimiento del 
laudo se sustenta en primer lugar en que el despido es injustificado, que la forma idónea de reparar el 
daño causado es cubriéndole los salarios dejados de percibir y que la tardanza del juicio constituye un 
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elemento fundamental para valorar la situación real. Si bien es cierto en la reforma legal se planteó la 
aspiración de que los juicios duraran un año, en el análisis de la situación real, se confirma que tal 
aspiración no se cumple, por lo que limitar el pago de los salarios a la hipótesis teórica no confirmada, 
genera un daño a quien no es imputable la tardanza y lesiona sus derechos fundamentales puesto que 
lo priva de la manutención a que tenía derecho para satisfacer sus necesidades personales y familiares, 
en un escenario de mínimo vital de subsistencia. 

 

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

INTERESES QUE SE GENERAN CONFORME AL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 48 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO. FORMA DE CUANTIFICARLOS. 

 

El precepto citado determina que si en el término de 12 meses contados a partir de la fecha del despido 
no se ha dictado el laudo o no se le ha dado cumplimiento, el trabajador tendrá derecho a que se le 
reinstale o se le indemnice con el importe de 3 meses de salario, a razón del que corresponda en la 
fecha en que se realice el pago y, además, al de intereses sobre el importe de 15 meses de salario a 
razón del 2% mensual, capitalizable al momento de su pago. Ahora bien, de una interpretación 
correlacionada de dicho precepto y de la exposición de motivos que dio lugar a la reforma del referido 
artículo, se concluye que lo considerado por el legislador tuvo dos motivos: 1) establecer un límite a la 
generación de los salarios vencidos con el fin de preservar las fuentes de empleo; y, 2) terminar con la 
práctica perniciosa de prolongar artificialmente la duración de los juicios laborales; en tales condiciones, 
se colige que en la cuantificación de los aludidos intereses no debe aplicarse el "interés capitalizable o 
compuesto", utilizado en operaciones mercantiles o financieras, pues de hacerlo daría lugar a que mes 
con mes se capitalizaran los intereses, lo que desde luego sería contrario al propósito de conservar las 
fuentes de empleo; adicionalmente, deben considerarse los criterios que ha establecido la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, al fijar cómo deben cuantificarse los daños y perjuicios cuando se 
determina en cantidad líquida la garantía para la suspensión en el juicio de amparo, y a ese respecto, 
el Alto Tribunal ha determinado que en relación con los perjuicios, éstos deben entenderse como las 
ganancias lícitas que obtendría el trabajador al tener bajo su dominio el monto de la condena durante el 
tiempo estimado para que el juzgador emita su resolución, lo que equivale al rendimiento que en el 
mismo plazo produciría el monto; por tanto, para la referida cuantificación sólo se genera un interés, el 
cual se obtiene del producto de 15 meses de salario, al que se le aplica el 2% mensual, que se capitaliza 
al momento del pago. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS LABORALES ENTRE LA UNIVERSIDAD 
AUTÓNOMA DE GUERRERO Y SUS TRABAJADORES. CORRESPONDE A LA JUNTA ESPECIAL 
DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL ESTADO. 

 

La fracción VII del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
que las relaciones laborales tanto del personal académico como del administrativo de las universidades 
y demás instituciones de educación superior a las que la ley otorgue autonomía, se regirán por el 
apartado A del artículo 123 de la propia Carta Magna, en los términos y con las modalidades que 
establezca la Ley Federal del Trabajo, conforme a las características propias de un trabajo especial, a 
fin de respetar la autonomía, libertad de cátedra e investigación que lleven a cabo esas instituciones 
educativas. En concordancia con lo anterior, para respetar las normas de cada universidad o institución 
autónoma en lo que se refiere al ingreso y permanencia de su personal académico o administrativo, la 
referida Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 30 de noviembre de 2012, en su artículo 353-S prevé 
que para integrar las Juntas que conocerán de tales asuntos, habrá un representante de cada 
universidad o institución y el representante de sus trabajadores académicos o administrativos que 
corresponda. De esta manera, la competencia de las Juntas de Conciliación y Arbitraje para conocer de 
los conflictos laborales entre las universidades e instituciones autónomas, es a través de la integración 
especial de éstas, cuyo objetivo es garantizar el conocimiento de su normativa interna. Luego, como en 
el Estado de Guerrero se creó una Junta Especial en la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, sita en 
Chilpancingo, Guerrero, con jurisdicción en todo el territorio del Estado, para conocer y resolver 
únicamente los asuntos laborales de las universidades e instituciones de educación superior 
autónomas, corresponde a dicha Junta conocer de los conflictos laborales suscitados entre la 
Universidad Autónoma de Guerrero y sus trabajadores. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA NOVENA REGIÓN. 
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Fiscal y Administrativo  

Jurisprudencias Fiscal 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. INTERPRETACIÓN DE LA EXPRESIÓN "NO SEA 
LOCALIZABLE" ESTABLECIDA EN LA PRIMERA PARTE DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 
134 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013. 

 

Conforme a la porción normativa citada, las notificaciones de los actos administrativos se harán por 
estrados cuando el contribuyente no sea localizable en el domicilio que haya señalado para efectos del 
registro federal de contribuyentes, es decir, se trata del lugar de localización del contribuyente frente a 
la administración pública en materia tributaria, aunque de hecho no esté presente. Ahora, no existe 
razón por la que la autoridad deba buscar a la persona fuera de su domicilio, pues se entiende que es 
el lugar que señaló para cualquier cuestión de orden tributario; de ahí que la expresión "no sea 
localizable" se refiere a los casos en que no sea posible encontrarla en su domicilio fiscal al momento 
en que se presenta el notificador, y su hipótesis se actualiza cuando, habiendo seguido la mecánica de 
la notificación personal, se deja citatorio para que el destinatario acuda a las oficinas de la autoridad 
dentro del plazo de 6 días, a efecto de practicar en ese sitio la notificación y no lo hace ante su 
inasistencia. Debiendo entenderse que, en todo caso, la autoridad debe levantar acta circunstanciada 
de la diligencia de notificación en el sentido de que se trató de encontrar a la persona, pero no fue 
posible al no estar físicamente en el domicilio, pues sólo a partir de este documento podrá válidamente 
procederse a notificar por estrados el acto administrativo de que se trate. 

 

SEGUNDA SALA 

 

REVISIÓN FISCAL. EL DIRECTOR GENERAL ADJUNTO JURÍDICO CONTENCIOSO DE LA 
SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA ESTÁ LEGITIMADO PARA INTERPONER DICHO 
RECURSO EN AUSENCIA DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE ASUNTOS JURÍDICOS, SIN QUE SEA 
NECESARIO ACREDITAR LA DESIGNACIÓN PARA SUPLIRLO. 

 

Del artículo 63, primer párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se 
advierte que las resoluciones emitidas por el Pleno o por las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa podrán ser impugnadas por la autoridad a través de la unidad administrativa encargada 
de su defensa jurídica interponiendo, entre otros medios defensivos, el recurso de revisión fiscal. Por su 
parte, de los artículos 1, 3, apartado A, fracción VI, 12, fracciones III y XII, 14, fracción VIII, 89 y 90 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública, publicado en el Diario Oficial de la 



 

 

 

 

 

Página 67 de 136 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Octubre  

 15 

Federación el 15 de abril de 2009, cuya última reforma se difundió en el indicado medio oficial el 3 de 
agosto de 2011, se advierte que el Director General Adjunto Jurídico Contencioso, en ausencia del titular 
de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la citada Secretaría, encargado de la unidad de defensa jurídica 
relativa, tiene legitimación procesal activa para interponer el recurso de revisión fiscal contra las 
sentencias dictadas en los juicios contencioso administrativos, en suplencia del titular de la Unidad de 
Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública, aun cuando no se acredite que éste lo designó 
para suplirlo, en tanto que mediante la adición del citado artículo 90, para dicho funcionario no se prevé 
disposición en ese sentido. Estimar lo contrario haría nugatorio el objetivo de la sustitución por ausencia, 
consistente en que se atiendan los asuntos cuya resolución es indispensable para el buen 
funcionamiento de las dependencias oficiales cuando por cualquier motivo, el titular está imposibilitado 
para hacerlo, resultando suficiente para tener por acreditada la legitimación procesal del ente suplente, 
la manifestación que haga en ese sentido conforme a la legislación correspondiente al interponer el 
recurso de revisión fiscal. 

 

SEGUNDA SALA 

 

PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. LOS 
DATOS DE LOS CONTRIBUYENTES A QUE HACE REFERENCIA EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN SON DE CARÁCTER PÚBLICO Y, POR ENDE, PUEDEN DARSE A 
CONOCER A TERCEROS. 

 

El citado precepto prevé un procedimiento para que las autoridades presuman la inexistencia de las 
operaciones de los contribuyentes que hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con activos, 
personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o 
producir, comercializar o entregar los bienes que amparan dichos comprobantes, o bien, cuando esos 
contribuyentes se encuentren no localizados. Asimismo, del propio artículo deriva que una vez que la 
autoridad presume la inexistencia de las operaciones o la falta de localización del contribuyente, 
publicará en la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, así como en el Diario Oficial 
de la Federación, un listado que contiene el registro federal de contribuyentes y el nombre del 
contribuyente que se encuentra en el supuesto relativo, con el fin de que los terceros que hayan 
celebrado operaciones con estos causantes tengan la posibilidad de acreditar que efectivamente 
adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o para corregir su situación fiscal. Ahora bien, de la 
obligación jurídica de las sociedades mercantiles de inscribir sus escrituras constitutivas en el Registro 
Público de Comercio, en cuyos testimonios se encuentra la razón o denominación social, se sigue que 
la propia legislación nacional ha determinado que esos datos son de carácter público, ya que cualquier 
persona puede consultarlos y, por ende, la publicación de esa información no se considera que viola lo 
dispuesto en el artículo 6o, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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SEGUNDA SALA 

 

 

PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO VIOLA EL 
DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO. 

 

El artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho a la 
libertad de trabajo y comercio señalando que no podrá ser vedada sino por determinación judicial 
cuando se afecten los derechos de terceros o por resolución gubernativa cuando se ofendan los 
derechos de la sociedad. Ahora bien, el artículo 69-B, segundo párrafo, del Código Fiscal de la 
Federación que prevé la publicación del listado de contribuyentes que hayan emitido comprobantes 
fiscales sin contar con activos, personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, 
para prestar los servicios o producir, comercializar o entregar los bienes que amparan dichos 
comprobantes o cuando no se localice al contribuyente, no viola el derecho referido, pues a través de 
esa comunicación no se impide el ejercicio de sus actividades comerciales, porque la facultad de la 
autoridad constituye una presunción que admite prueba en contrario en relación con la inexistencia de 
las operaciones que amparan los documentos que emiten los contribuyentes que tienen las 
características señaladas en el artículo del código citado, pero no limita o restringe el normal desarrollo 
de las actividades de la negociación, ya que puede desvirtuarse a través de los medios de defensa a su 
alcance. Concluir lo contrario podría menoscabar el interés de la colectividad en prevenir actividades 
que puedan resultar ilícitas, las que no encuentran protección constitucional, precisamente, por 
contravenir el marco normativo a cuyo cumplimiento se encuentra obligado el gobernado. 

 

SEGUNDA SALA 

 

PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO CONTRAVIENE 
EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 

 

El precepto aludido prevé un procedimiento para que las autoridades presuman la inexistencia de las 
operaciones de los contribuyentes que hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con activos, 
personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o 
producir, comercializar o entregar los bienes que amparan dichos comprobantes o cuando no se localice 
al contribuyente. Asimismo, establece que los terceros que hayan utilizado estos documentos para 
soportar una deducción o un acreditamiento, tendrán un plazo para demostrar ante la autoridad que 
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efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o para corregir su situación fiscal; es 
decir, a través del indicado procedimiento se hace del conocimiento del contribuyente la presunción a 
la que ha arribado la autoridad con base en la información que obra en su poder, que encuadran en las 
hipótesis contenidas en aquel artículo. Ante esta presunción, la autoridad debe notificar al contribuyente 
en términos del párrafo segundo del propio numeral, que señala que esa comunicación se hará a través 
de tres medios: del buzón tributario, de la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, 
así como del Diario Oficial de la Federación. Esta primera publicación origina la posibilidad de que el 
contribuyente afectado comparezca ante la autoridad con los elementos probatorios a su alcance para 
desvirtuar aquella determinación de la autoridad, consecuentemente, al tratarse de una presunción que 
admite prueba en contrario y que debe fundarse en información objetiva que aluda a la falta de 
capacidad operativa del contribuyente para llevar a cabo las operaciones a las que se refieren los 
comprobantes fiscales, el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación no contraviene el principio 
de presunción de inocencia, en virtud de que no se establecen ni fincan determinaciones definitivas ni 
se atribuye responsabilidad al gobernado, sino que prevé un llamamiento para que éste alegue lo que 
a su interés convenga y aporte la documentación e información que considere pertinente para desvirtuar 
los hechos que llevaron a la autoridad a presumir la inexistencia de las operaciones que avalan los 
comprobantes. Advirtiéndose así, que dicho precepto tiene una finalidad constitucionalmente legítima al 
buscar dar certeza a la relación tributaria ante el probable indebido cumplimiento del contribuyente de 
sus obligaciones formales y materiales. 

 

SEGUNDA SALA 

 

PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO CONTRAVIENE 
EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 

 

El precepto aludido prevé un procedimiento para que las autoridades presuman la inexistencia de las 
operaciones de los contribuyentes que hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con activos, 
personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o 
producir, comercializar o entregar los bienes que amparan dichos comprobantes o cuando no se localice 
al contribuyente. Asimismo, establece que los terceros que hayan utilizado estos documentos para 
soportar una deducción o un acreditamiento, tendrán un plazo para demostrar ante la autoridad que 
efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o para corregir su situación fiscal. Ahora 
bien, el efecto del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación sólo consiste en permitir que se 
detecte a los contribuyentes que emitieron una documentación sin que hubiera existido la operación o 
actividad que las soporte, pero ello no significa que se le quite validez a un comprobante, más bien 
evidencia una realidad jurídica y es que las operaciones contenidas en esos comprobantes, que en su 
caso hubieran sido utilizados, no cuentan con aquel soporte, por lo que si bien pudieron expedirse con 
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anterioridad a la entrada en vigor del precepto aludido, no por ese hecho gozaban de eficacia, pues 
para ello necesitaban cumplir con los requisitos establecidos en los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal 
de la Federación. En esas condiciones, si el comprobante no se encuentra soportado, desde un 
principio, por una operación real, no puede considerarse que con el procedimiento en cuestión se 
modifique una situación previamente creada, cuando ésta ni siquiera existió, ya que a través de este 
procedimiento sólo se evidencia la inexistencia de la operación, por lo que es claro que el artículo 69-B 
indicado no contraviene el principio de irretroactividad de la ley contenido en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

SEGUNDA SALA 

 

PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO CONTRAVIENE 
EL DERECHO DE AUDIENCIA. 

 

El precepto aludido prevé un procedimiento para que las autoridades presuman la inexistencia de las 
operaciones de los contribuyentes que hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con activos, 
personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o 
producir, comercializar o entregar los bienes que amparan dichos comprobantes o cuando no se localice 
al contribuyente. Asimismo, establece que los terceros que hayan utilizado estos documentos para 
soportar una deducción o un acreditamiento, tendrán un plazo para demostrar ante la autoridad que 
efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o para corregir su situación fiscal. Ahora 
bien, la primera publicación que se efectúa en dicho procedimiento constituye un medio de comunicación 
entre la autoridad fiscal y el contribuyente que se encuentra en el supuesto de presunción de inexistencia 
de operaciones, siendo que la finalidad de esa notificación es hacer del conocimiento del gobernado la 
posibilidad que tiene de acudir ante la autoridad exactora, a manifestar lo que a su interés legal 
convenga, inclusive a ofrecer pruebas para desvirtuar el sustento de la referida presunción, esto de 
manera previa a que se declare definitivamente la inexistencia de sus operaciones; por lo que la 
mencionada primera publicación resulta ser un acto de molestia al que no le es exigible el derecho de 
audiencia previa; por otra parte, en relación con la segunda publicación a que se refiere el precepto 
citado, quedan expeditos los derechos de los contribuyentes que dieron efectos fiscales a los 
comprobantes que sustentan operaciones que se presumen inexistentes, para que aquéllos acudan 
ante la autoridad hacendaria con el fin de comprobar que efectivamente recibieron los bienes o servicios 
que amparan, lo que constituye un periodo de prueba, y en caso de no lograr desvirtuar esa presunción, 
pueden impugnar la resolución definitiva a través de los medios de defensa que estimen convenientes. 
En esas condiciones, el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación que prevé el procedimiento 
descrito, no viola el derecho de audiencia contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
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SEGUNDA SALA 

 

 

 

 

 

Tesis Aisladas Fiscal 

 

REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN O DOCUMENTOS DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA A LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES DENTRO DE LA 
SUSTANCIACIÓN DE UN PROCEDIMIENTO DE VISITA DOMICILIARIA. DEBE FUNDAMENTARSE 
EN LA FRACCIÓN VII Y NO EN LA II DEL ARTÍCULO 42 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. 

 

De conformidad con el artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, las autoridades cuentan con 
facultades para comprobar que los contribuyentes, responsables solidarios o terceros con ellos 
relacionados, cumplan con sus obligaciones tributarias, mediante la práctica, entre otras acciones, de 
visitas domiciliarias. Estas facultades de comprobación son, en sí mismas consideradas, discrecionales, 
pues la fiscalizadora decide ejercerlas o no; sin embargo, una vez que determinó entrar al domicilio del 
contribuyente, tendrá que someterse a los imperativos legales, como desahogar el procedimiento 
fiscalizador, en el que tendrá la posibilidad de requerir a otras autoridades los datos que estime 
necesarios para conocer la situación concreta del contribuyente y que, a su vez, le permitan establecer 
el cumplimiento o no de las obligaciones a cargo de éste. Entonces, no es en la fracción II del citado 
artículo 42 en la cual se encuentra el fundamento del requerimiento de información o documentos del 
Servicio de Administración Tributaria a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores dentro de la 
sustanciación de un procedimiento de visita domiciliaria, sino en la fracción VII, en respeto del derecho 
fundamental de motivación y fundamentación que todo acto de autoridad debe revestir, conforme al 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dado que ese requerimiento 
no puede considerarse sólo como una comunicación interna entre autoridades. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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MULTAS FISCALES. EL ARTÍCULO 82, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
AL CONTENER EN SUS INCISOS B) Y D) HIPÓTESIS DISTINTAS, NO TRANSGREDE EL 
PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD. 

 

El artículo 82 del Código Fiscal de la Federación prevé en su fracción I, inciso b), una cantidad que va 
desde un mínimo hasta un máximo para sancionar el incumplimiento o el no acatamiento oportuno del 
requerimiento de exhibición de declaraciones, solicitudes, avisos o constancias, mientras que lo 
sancionable en su diverso inciso d) es, entre otros supuestos, el incumplimiento del requerimiento al 
contribuyente para que dentro del plazo que se le otorgue, presente la declaración relativa en medios 
electrónicos; de ahí que al ser distintas las conductas infractoras especificadas en ambas hipótesis, 
resulta evidente que el legislador no faculta ni permite a la autoridad que pueda optar de manera 
caprichosa respecto a en cuál de dichos incisos ubica la conducta del contribuyente omiso y le fija la 
cantidad a pagar por concepto de multa, en virtud de que los hechos sancionables se encuentran 
expresamente previstos, al igual que los límites monetarios para la imposición de la sanción 
correspondiente y, por ende, la norma en cita no transgrede el principio de interdicción de la arbitrariedad 
que preserva el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. LAS 
PUBLICACIONES CON LOS DATOS DE LOS CONTRIBUYENTES A QUE HACE REFERENCIA EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO SE RIGEN POR EL ARTÍCULO 22 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

El citado precepto legal prevé un procedimiento para que las autoridades presuman la inexistencia de 
las operaciones de los contribuyentes que hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con activos, 
personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o 
producir, comercializar o entregar los bienes que amparan dichos comprobantes o cuando no se localice 
al contribuyente. Asimismo, establece que los terceros que hayan utilizado estos documentos para 
soportar una deducción o un acreditamiento, tendrán un plazo para demostrar ante la autoridad que 
efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o para corregir su situación fiscal. En 
esos términos, se concluye que las publicaciones con los datos de los contribuyentes a que hace 
referencia el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, únicamente tienen como finalidad que la 
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autoridad dé a conocer que existe aquella presunción, para que tengan oportunidad de desvirtuarla y, 
posteriormente, declarar una realidad jurídica (sobre la inexistencia de las operaciones celebradas con 
esos contribuyentes) respecto de lo cual, los terceros relacionados también pueden hacer valer lo que 
a su derecho corresponda, sin que tales publicaciones constituyan una pena que deba respetar los 
derechos fundamentales reconocidos en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

 

SEGUNDA SALA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. FORMA DE APLICAR LA JURISPRUDENCIA DE RUBRO: 
"NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. INTERPRETACIÓN DE LA EXPRESIÓN ‘NO SEA 
LOCALIZABLE’ ESTABLECIDA EN LA PRIMERA PARTE DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 134 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013.". 

 

El punto séptimo del Acuerdo General Número 19/2013 (*), publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 29 de noviembre de 2013, prevé que se considerará de aplicación obligatoria un criterio 
jurisprudencial a partir del lunes hábil siguiente -si es inhábil a partir del día hábil siguiente-, al día en 
que la tesis respectiva sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. De conformidad con ello, 
el criterio contenido en la jurisprudencia aludida, sólo será obligatorio para las notificaciones realizadas 
con posterioridad a su publicación en el Semanario Judicial de la Federación y no para las anteriores, 
pues no podría vincularse a las autoridades encargadas de llevar a cabo las notificaciones conforme al 
Código Fiscal de la Federación a que atendieran a una interpretación que no existía cuando las 
efectuaron. En ese orden de ideas, las autoridades que conozcan de los medios de impugnación o 
recursos interpuestos contra las diligencias de notificación llevadas a cabo con anterioridad a la emisión 
del presente criterio, continúan con la libertad potestativa de resolver los asuntos atendiendo a las 
circunstancias especiales que presente cada caso, teniendo en cuenta el principio de presunción de 
validez de los actos administrativos, la fe pública con la que cuentan los notificadores y la buena fe con 
que actúan las partes. 

 

SEGUNDA SALA 
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Jurisprudencias Administrativo 

 

RECURSO DE REVISIÓN EN SEDE ADMINISTRATIVA. ES OPTATIVO AGOTARLO PARA 
IMPUGNAR LA NEGATIVA DE INSCRIPCIÓN DE LA ASAMBLEA RELATIVA A LA ELECCIÓN O 
REMOCIÓN DE ÓRGANOS EJIDALES. 

 

De conformidad con el artículo 63 del Reglamento Interior del Registro Agrario Nacional, vigente hasta 
el 11 de octubre de 2012, cuando el Registro Agrario Nacional niegue la inscripción de un acta de 
asamblea relativa a la elección o remoción de órganos ejidales, procede el recurso de revisión previsto 
en el artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. A su vez, este último precepto indica 
que los interesados podrán interponer el recurso de revisión o, "cuando proceda", intentar la vía 
jurisdiccional que corresponda; es decir, lo optativo depende de que la vía jurisdiccional proceda sin 
condición alguna. En ese orden, si la procedencia del juicio de nulidad contenido en el artículo 18, 
fracción IV, de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, únicamente depende de que se impugne una 
resolución de una autoridad agraria, en el caso los delegados del Registro Agrario Nacional; y que esa 
resolución altere, modifique o extinga un derecho, lo que igualmente se actualiza con la resolución 
negativa de inscripción del acta de asamblea aludida, porque trasciende directamente al derecho que 
tienen los ejidos de nombrar a sus órganos de representación y de vigilancia, así como de solicitar su 
registro; entonces, resulta patente que, en el caso, no existe mayor condición para la procedencia del 
juicio agrario, de manera que es optativo agotar el recurso de revisión, esto es, los interesados pueden 
elegir entre ese medio de defensa en sede administrativa o acudir desde luego ante el Tribunal Unitario 
Agrario. Lo anterior incluso permite, que la solución de las controversias suscitadas por la negativa de 
inscripción de la asamblea relativa a la elección o remoción de los órganos ejidales sea expedita. 

 

SEGUNDA SALA 

 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. PROCEDE CONCEDERLA CONTRA LOS EFECTOS Y 
CONSECUENCIAS DE ESTABLECER EL AÑO MODELO DEL VEHÍCULO COMO FACTOR PARA 
DETERMINAR LAS LIMITACIONES A LA CIRCULACIÓN A QUE ESTARÁ SUJETO, QUE IMPONE 
EL PROGRAMA DE VERIFICACIÓN VEHICULAR OBLIGATORIA PARA EL DISTRITO FEDERAL. 

 

En atención a la facultad prevista en el artículo 147 de la Ley de Amparo y a la apariencia del buen 
derecho, el Juez constitucional puede válidamente conceder la suspensión definitiva de los efectos y 
consecuencias de establecer el año modelo del vehículo como factor para determinar las limitaciones a 
la circulación a que estará sujeto y no los niveles de contaminación que emita, que impone el Programa 
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de Verificación Vehicular Obligatoria para el Distrito Federal, pues con ello no se afecta el interés social 
ni se contravienen disposiciones de orden público, ya que la medida cautelar respeta el derecho de la 
colectividad a un medio ambiente sano, al exigir que el vehículo del quejoso se sujete a los controles de 
contaminación y restricciones establecidas para cualquier otro, y su derecho a que las cosas se 
mantengan en el estado que guardan y se preserve la materia del juicio de amparo promovido. Sin que 
esto signifique que la suspensión definitiva concedida permita que el quejoso obtenga automáticamente 
el holograma "0" o algún otro, sino únicamente implica que, si cumple con las especificaciones de los 
niveles de emisión señalados en el propio Programa para obtener determinado holograma, el año 
modelo de su vehículo no sea impedimento para que éste le sea asignado, en tanto se resuelve el fondo 
del amparo. 

 

SEGUNDA SALA 

 

VISITA DOMICILIARIA. PARA DETERMINAR SI LOS VISITADORES PRIMERO SE IDENTIFICARON 
Y DESPUÉS ENTREGARON EL OFICIO QUE CONTIENE LA ORDEN RELATIVA, DEBE 
ATENDERSE A LA FORMA EN QUE SE PORMENORIZÓ LA IDENTIFICACIÓN EN EL ACTA 
PARCIAL DE INICIO. 

 

Para establecer si los visitadores primero se identificaron ante la persona con quien entendieron la 
diligencia y después entregaron el oficio que contiene la orden de visita, debe atenderse a la forma en 
el que se pormenorizó dicha identificación en el acta parcial de inicio, sin que obste que, al hacer constar 
la entrega del oficio indicado, se haya recabado una constancia del puño y letra de la persona con quien 
se entendió la diligencia, en el sentido de que previo a su recepción los visitadores se identificaron; 
habida cuenta que los pormenores de la identificación de éstos deben plasmarse en su orden en las 
actas parciales, que son las que demuestran propiamente la actuación de la autoridad. 

 

PLENO DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO. 

 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LAS DOCUMENTALES EXHIBIDAS POR LA 
AUTORIDAD DEMANDADA AL CONTESTAR LA AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA PARA 
DEMOSTRAR ASPECTOS QUE EL ACTOR DESCONOCÍA HASTA ESE ENTONCES, DEBEN 
IMPUGNARSE A TRAVÉS DE UNA NUEVA AMPLIACIÓN. 

 

De acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 75/2013 (10a.) (*), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en el juicio contencioso administrativo federal, el derecho del actor para ampliar 
su demanda se traduce en una formalidad esencial del procedimiento, en tanto tiene por objeto que 
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aquél pueda expresar los argumentos y ofrecer las pruebas que estime conducentes para combatir las 
razones y fundamentos de la resolución impugnada o de otros actos que desconocía al presentar su 
demanda inicial, en la inteligencia de que el ejercicio de ese derecho no está limitado, lo que se explica 
al tener en cuenta que los supuestos de ampliación de la demanda previstos en los artículos 16, fracción 
II y 17 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, pueden actualizarse 
sucesivamente en un mismo juicio, como acontece, por ejemplo, cuando en la demanda inicial el actor 
manifiesta desconocer la resolución que pretende impugnar y al contestar la ampliación de la demanda, 
la autoridad introduce cuestiones novedosas. En ese contexto, si al contestar la ampliación de la 
demanda la autoridad exhibe una documental con el fin de acreditar aspectos que el actor desconocía 
hasta ese entonces, debe concedérsele la oportunidad de ampliar de nueva cuenta su demanda para 
que pueda expresar los argumentos y ofrecer las pruebas que estime conducentes para impugnar su 
validez, habida cuenta que ello no se puede realizar en la etapa de alegatos, pues el hecho de que en 
ésta puedan objetarse las pruebas ofrecidas por las autoridades en cuanto a su alcance y valor 
probatorio, no significa que se esté en posibilidad de formular conceptos de invalidez y ofrecer pruebas 
para impugnar los aspectos novedosos que introduce la autoridad al contestar la demanda o su 
ampliación. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

 

REVISIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. PARA SUSTANCIARLA ES APLICABLE EL 
ARTÍCULO 140 DE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
DEL DISTRITO FEDERAL, VIGENTE EN LA FECHA EN QUE SE INTERPONE. 

 

De conformidad con los lineamientos fijados por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la tesis jurisprudencial 2a./J. 2/2014 (10a.), (*) de título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL. DEBE 
TRAMITARSE CONFORME A LAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE EN LA 
FECHA EN QUE SE INTERPONE.", en el sentido de que la revisión fiscal inicia cuando se interpone el 
recurso citado, ya que en ese momento comienza esa etapa procesal, de modo que para determinar 
cuáles disposiciones deben aplicarse en su trámite debe estarse a las vigentes en la fecha de su 
interposición, y en atención a que el artículo 140 de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del Distrito Federal es una norma de carácter procesal y que no existe disposición 
específica que establezca una regla para su aplicación, es evidente que para determinar el texto de ese 
numeral que resulta aplicable al trámite del recurso de revisión contencioso administrativa, debe 
atenderse a la fecha de su interposición. 
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PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LA VÍA SUMARIA. LA NORMA PARA DETERMINAR 
EL MOMENTO EN QUE SURTE EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA 
ES EL ARTÍCULO 70 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 25 DE DICIEMBRE DE 2013). 

 

Del artículo 13, fracción I, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
vigente a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 2013, 
se advierte que la demanda que se promueva en el juicio en la vía ordinaria deberá presentarse dentro 
de los 45 días siguientes a aquel en el que haya surtido efectos la notificación de la resolución 
impugnada, lo que se determinará conforme a la ley aplicable a ésta, inclusive cuando se controvierta 
simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general, de donde 
deriva que la intención del legislador fue dar claridad para determinar el plazo para su presentación; sin 
embargo, no se modificó el texto del artículo 58-2, último párrafo, del ordenamiento invocado, el cual, 
en contraste, indica que la demanda en la vía sumaria debe presentarse dentro de los 15 días siguientes 
a aquel en que surta efectos la notificación de la resolución impugnada, ante la Sala Regional 
competente, de conformidad con sus disposiciones. Ahora bien, respecto de esta última porción 
normativa se requiere llevar a cabo un ejercicio de interpretación constitucional más favorable a los 
justiciables acorde con el segundo párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para identificar el momento en que surte efectos la notificación del auto controvertido 
en el juicio sumario, habida cuenta que es necesario expandir y no restringir sus alcances para que el 
gobernado conozca en forma clara la legislación aplicable. En tal virtud, la norma que debe considerarse 
para definir cuándo surte efectos dicha notificación es el artículo 70 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, conforme al cual, las notificaciones surten sus efectos el día hábil siguiente 
al en que se practiquen, en aras de respetar los derechos de seguridad jurídica y de acceso efectivo a 
la justicia, previstos en los artículos 14, 16 y 17 constitucionales, ya que de atender a la ley que rige al 
acto impugnado, como sería el artículo 38 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, que 
establece que las notificaciones surten efectos el mismo día en que se practican, se causaría un 
perjuicio mayor a quienes promuevan bajo la previsión expresa de las normas citadas en primer término, 
ya que tendrían un día menos para preparar el adecuado ejercicio de su acción de nulidad. 
Consideraciones que se apoyan en lo sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 90/2015 (10a.). 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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CADUCIDAD EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE VERIFICACIÓN. NO OPERA EN LOS 
CASOS EN QUE SU INICIO FUE IMPEDIDO POR EL PARTICULAR VISITADO. 

 

De la interpretación del artículo 60, último párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 
en correlación con lo expuesto por el legislador en el procedimiento de su creación, se advierte que el 
plazo para que surta efectos la citada institución debe computarse una vez iniciado el procedimiento 
administrativo, entendiéndose por el inicio, el día en que se notifique la orden de visita respectiva y no 
aquel en que se emitió. Consecuentemente, si un individuo que desarrolla una actividad regulada se ve 
sometido a una verificación, pero impide su inicio, no es viable determinar la caducidad de un 
procedimiento que no inició en términos de dicha ley, al ser el propio visitado quien evita su desahogo, 
por lo que no existen elementos para determinar lo conducente. Esa interpretación resulta congruente 
con la naturaleza de las facultades de la autoridad administrativa que se pretendieron regular, ya que 
es deber del Estado garantizar que los particulares que desarrollen una actividad regulada lo hagan en 
condiciones normales, en materia de seguridad, precios, calidad, etcétera, por lo que es inadmisible que 
la actitud renuente de los gobernados genere la caducidad de un procedimiento que no inició aun 
cuando es de orden público e interés social, sin que lo anterior les cause incertidumbre jurídica, pues 
dichas facultades se encuentran sujetas al plazo de la prescripción contenido en el artículo 79 de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 49 DE LA LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. ES 
IMPROCEDENTE CONTRA LAS RESOLUCIONES EMITIDAS POR LA UNIDAD DE ENLACE DE LA 
COMISIÓN FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES EN LAS QUE COMUNICA SOBRE LA 
CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN. 

 

Conforme al artículo 57, fracción III, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental, el recurso de revisión a que se refiere el artículo 49 del mismo ordenamiento 
será desechado por improcedente cuando se recurre una resolución que no haya sido emitida por un 
Comité; por su parte, el citado artículo 49 establece que el solicitante a quien se le haya notificado, 
mediante resolución de un Comité, la negativa de acceso a la información o la inexistencia de los 
documentos solicitados podrá interponer el recurso de revisión. En congruencia con lo anterior, las 
resoluciones emitidas por la Unidad de Enlace de la Comisión Federal de Telecomunicaciones en las 
que comunica sobre la clasificación de información, no son impugnables mediante el recurso de revisión 
aludido, pues en ese aspecto, sus facultades se limitan a servir como vínculo entre la dependencia o 
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entidad y el solicitante de información, y no así para emitir resoluciones terminales, ya que tal facultad 
corresponde al Comité respectivo. 

 

SEGUNDA SALA 

 

SERVIDORES PÚBLICOS MUNICIPALES DEL ESTADO DE GUANAJUATO. ES IMPROCEDENTE 
LA CONDENA QUE RECLAMEN AL PAGO POR DAÑO MORAL CON MOTIVO DE SU 
DESTITUCIÓN, CUANDO SE DECLARE LA NULIDAD DE ESE ACTO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, SI NO SE AGOTÓ EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO CORRESPONDIENTE. 

 

Para que el pago por daño moral proceda deben satisfacerse los siguientes requisitos: a) que el 
particular, con motivo de la actividad administrativa irregular del Estado, sufra daños en cualquiera de 
sus bienes y derechos, sin tener la obligación jurídica de soportarlos; y, b) que se lleve a cabo el 
procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado en el que aquél se determine. Por otra parte, 
la nulidad de los actos administrativos decretada en el juicio contencioso administrativo no presupone, 
por sí misma, derecho a su pago, en términos del artículo 9 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial 
del Estado y los Municipios de Guanajuato. Por tanto, si un servidor público municipal de la entidad 
mencionada reclama el pago de ese concepto en el juicio contencioso administrativo con motivo de su 
destitución, es improcedente la condena relativa cuando se declare la nulidad del acto administrativo 
impugnado, pues para ello es necesario que previamente se lleve a cabo el procedimiento de 
responsabilidad patrimonial del Estado correspondiente, en el que satisfagan los requisitos para su 
procedencia. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
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Tesis: XI.1o.A.T.55 A (10a.)  

 

VIOLACIONES PROCESALES EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. PUEDEN 
HACERSE VALER EN EL AMPARO DIRECTO SI LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NO PREVÉ LA POSIBILIDAD DE CONTROVERTIRLAS 
MEDIANTE LOS RECURSOS DE RECLAMACIÓN O REVISIÓN. 

 

A partir de la entrada en vigor de la reforma constitucional en materia de amparo (4 de octubre de 2011) 
y de la Ley de Amparo (3 de abril de 2013), el quejoso debe impugnar las violaciones procesales que 
juzgue cometidas en su perjuicio durante el trámite del juicio contencioso administrativo, mediante la 
interposición del recurso o medio de defensa que, en su caso, señale la ley de la materia, antes de 
hacerlas valer en el amparo directo, por lo que, en cada caso concreto, debe analizarse si en la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo existe disposición que establezca algún recurso 
o medio de impugnación en el que deba hacerse valer la violación procesal de que se trate. En estas 
condiciones, dicho ordenamiento sólo instituye dos recursos: el de reclamación, en sus artículos 59 a 
62, y el de revisión, en favor de las autoridades demandadas, contenido en el artículo 63. El primero 
procede contra las resoluciones del Magistrado instructor que admitan, desechen o tengan por no 
presentada la demanda, la contestación, la ampliación de ambas o alguna prueba; las que decreten o 
nieguen el sobreseimiento en el juicio antes del cierre de la instrucción; aquellas que admitan o rechacen 
la intervención del tercero, y las que concedan, nieguen, modifiquen o revoquen cualquiera de las 
medidas cautelares previstas en la ley. Mientras que el segundo se interpone contra las resoluciones 
emitidas por el Pleno, las Secciones de la Sala Superior o por las Salas Regionales del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa que decreten o nieguen el sobreseimiento, las que dicten en términos 
de los artículos 34 de la Ley del Servicio de Administración Tributaria y 6o. de la propia ley adjetiva, o 
conforme a la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado y las sentencias definitivas que 
emitan. Por tanto, en el amparo directo pueden hacerse valer las violaciones procesales en el juicio 
contencioso administrativo, si la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no prevé la 
posibilidad de controvertirlas mediante los recursos indicados. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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VIOLACIONES PROCESALES EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. PROCEDE EL 
AMPARO DIRECTO CONTRA LA RELATIVA A LA FALTA DE DESAHOGO DE ALGUNA PRUEBA 
ADMITIDA QUE AFECTE LAS DEFENSAS DEL QUEJOSO Y TRASCIENDA AL RESULTADO DEL 
FALLO. 

 

A partir de la reforma al artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, y conforme al 
artículo 171 de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, el quejoso debe impugnar las 
violaciones procesales que juzgue cometidas en su perjuicio durante el trámite del juicio contencioso 
administrativo, mediante la interposición del recurso o medio de defensa que, en su caso, señale la ley 
de la materia, antes de hacerlas valer en el amparo directo; sin embargo, no existe disposición alguna 
en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo para que, mediante un recurso, las 
partes en el también llamado juicio de nulidad hagan valer la violación procesal relativa a la falta de 
desahogo de alguna prueba admitida que afecte las defensas del quejoso y trascienda al resultado del 
fallo. Por tanto, procede el juicio de amparo directo en su contra. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. LA PROHIBICIÓN PARA QUE CONOZCA DE LAS 
CONTROVERSIAS ENTRE LOS PARTICULARES Y LA AUDITORÍA SUPERIOR, ESTABLECIDA EN 
EL ARTÍCULO 95 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, DEBE PREVALECER FRENTE A LA 
PERMISIÓN CONTENIDA EN EL CÓDIGO DE SU MATERIA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MICHOACÁN). 

 

El artículo 95 de la Constitución Política del Estado de Michoacán, a partir de su reforma publicada en 
el Periódico Oficial del gobierno local el 22 de septiembre de 2011, no prevé que el Tribunal de Justicia 
Administrativa de la entidad tenga competencia para dirimir controversias que se susciten por actos 
entre la Auditoría Superior de Michoacán y los particulares, sino que prohíbe que ese órgano 
jurisdiccional las conozca. Por otra parte, el artículo 1 del Código de Justicia Administrativa expresa que 
sus disposiciones tienen por objeto garantizar el acceso a la justicia a través del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado, por lo que se refiere a actos de diversas autoridades, entre las que incluye a 
la Auditoría Superior. En estas condiciones, existe una colisión de normas, pues una prohíbe lo que la 
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otra permite y ambas concurren en sus ámbitos de validez temporal, espacial, personal y material. No 
obstante, conforme al principio de jerarquía normativa, una norma de rango inferior no debe desconocer 
ni atentar contra lo que estatuya otra de mayor nivel; mandato sobre el cual se erige la supremacía de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 133, que permea hacia todo 
nuestro sistema jurídico, al cimentar la estructura del Estado Mexicano, que determina un orden en la 
aplicación de las normas jurídicas, al permitir solucionar problemas antinómicos. Por tanto, debe 
prevalecer la falta de competencia del órgano jurisdiccional mencionado, porque la Auditoría Superior 
no se encuentra dentro del catálogo de autoridades cuyos actos pueden ser controvertidos ante él, ya 
que, atendiendo al principio de legalidad, toda la actividad del Estado, ya sea en su función 
administrativa, jurisdiccional o legislativa, debe estar en la ley y ajustarse a ella. Lo anterior, además, 
porque las autoridades sólo pueden hacer lo que la norma les faculta exactamente; lo cual se entiende 
como finalidad expresa de la norma constitucional local, ya que si antes establecía esa competencia, 
como se aprecia de su texto derogado, la decisión de eliminarla no debe ser entendida como una 
omisión casual, accidental o involuntaria del Reformador Constitucional, sino como su voluntad expresa 
en ese sentido. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE MICHOACÁN. SU INCOMPETENCIA PARA 
CONOCER DE LAS CONTROVERSIAS ENTRE LOS PARTICULARES Y LA AUDITORÍA SUPERIOR 
DEL ESTADO, NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL DEL PARTICULAR AFECTADO CON LOS 
ACTOS DE ÉSTA, A ACCEDER A UNA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. 

 

La incompetencia del Tribunal de Justicia Administrativa de Michoacán para conocer de las 
controversias entre los particulares y la Auditoría Superior del Estado, en virtud de que la norma que 
válidamente puede crearla (la Constitución Estatal), no se la confiere expresamente, no viola el derecho 
fundamental del particular afectado con los actos del órgano de fiscalización, a acceder a una tutela 
jurisdiccional efectiva, porque cuenta con la acción constitucional de amparo, que constituye un recurso 
efectivo susceptible de reparar las infracciones jurídicas que lleguen a cometerse en su perjuicio, 
conforme a los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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SUSPENSIÓN DEFINITIVA. ES LEGAL SU DENEGACIÓN SI LA FINALIDAD DEL ACTO 
RECLAMADO CONSISTE EN LA IMPLEMENTACIÓN DE UN PROGRAMA DE APOYO PARA QUE 
LOS ESTUDIANTES DE UN MUNICIPIO CUENTEN CON INTERNET PARA COMPLEMENTAR SUS 
ESTUDIOS. 

 

Acorde con los artículos 107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
128 y 129 de la Ley de Amparo, si se negó la suspensión definitiva del acto reclamado en un juicio de 
amparo consistente en la reubicación de un comerciante por la implementación de un programa de 
apoyo a los estudiantes del Municipio en el lugar que ocupaba, con el fin de brindarles el servicio de 
Internet para complementar sus actividades académicas, entonces ha de determinarse que es legal, 
porque la finalidad del acto reclamado consiste en que los estudiantes del Municipio cuenten con un 
área donde se les brinde ese servicio para sus estudios, lo que constituye un interés predominante, 
pues la sociedad está interesada en que las generaciones de jóvenes cuenten con la formación 
educativa más completa e integral posible, ya que ello conlleva el obtener personas más preparadas 
que busquen el fortalecimiento y mejoría social, lo cual, incluso, es un pilar fundamental para alcanzar 
un Estado constitucional, democrático y humanista de derecho, como el que aspira el mexicano. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SON 
APLICABLES A LOS JUECES, CUANDO INCURRAN EN CUALQUIER COMPORTAMIENTO QUE 
CONLLEVE EL INCUMPLIMIENTO DE DEBERES, INVOLUCRE UNA EXTRALIMITACIÓN EN EL 
EJERCICIO DE SUS DERECHOS Y FUNCIONES O DÉ LUGAR A ALGUNA PROHIBICIÓN, 
INHABILIDAD O INCOMPATIBILIDAD (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MICHOACÁN 
ABROGADA). 

 

Los Jueces del Poder Judicial del Estado de Michoacán tienen como función la de ser administradores 
de justicia, garantes de la efectividad de los derechos, obligaciones y libertades contenidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano es parte y la ley, para mantener la convivencia social y lograr la paz, lo cual justifica que estén 
sujetos a la potestad disciplinaria del Estado, en los términos contemplados por el ordenamiento jurídico 
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para todos los servidores públicos, quienes se someten al catálogo de deberes que se aplica frente a 
cualquiera de los servidores públicos: están obligados a salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia en el desempeño de su cargo. En esa medida -a nivel estatal- los Jueces 
pueden ser sujetos de sanciones en el ámbito administrativo, cuando incurran en cualquier 
comportamiento de los establecidos en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 
Estado de Michoacán abrogada, que conlleve el incumplimiento de deberes, involucre una 
extralimitación en el ejercicio de sus derechos y funciones o dé lugar a alguna prohibición, inhabilidad o 
incompatibilidad. A lo que se suma que la majestad que involucra el ejercicio de la actividad judicial 
justifica que, además, estén sujetos a deberes adicionales, como los que les impone la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado y los previstos en los artículos 1o. y 133 constitucionales, de respetar los 
derechos fundamentales reconocidos constitucional, convencional, legal o reglamentariamente; 
desempeñar de forma moral, eficiente y honorable las funciones del cargo; acatar los plazos procesales 
y observar una serie de pautas orientadas a satisfacer el compromiso estatal de garantizar el derecho 
de defensa, el acceso efectivo a la administración de justicia, la diligencia y el respeto de los derechos 
de quienes intervienen en los procesos judiciales. De esa manera, el control disciplinario de los 
juzgadores cumple una doble función. Por un lado, asegura la exigencia del comportamiento que se 
espera de todos los servidores públicos, como una de las condiciones mínimas inherentes a la actividad 
oficial, que resultan imprescindibles para la eficiente atención de los asuntos a cargo del Estado y, por 
otro, propicia que su conducta se ajuste a los fines de la administración de justicia, garantizando el 
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva y el debido proceso justo sin dilaciones injustificadas. 
Ahora, uno de los fines por los cuales se somete a control y juzgamiento disciplinario a los Jueces, es 
porque en ellos se deposita un valor superior y fundamental para una sociedad democrática: la 
administración de la justicia, que debe guiar la acción estatal y está llamado a garantizar la efectividad 
de los derechos fundamentales, dentro del marco del Estado social y democrático de derecho, y a lograr 
la convivencia pacífica entre los particulares y que, dada la trascendencia de su misión, debe generar 
responsabilidad de los encargados de ejercerla. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS JUDICIALES. 
CRITERIOS PARA QUE EN LOS PROCEDIMIENTOS RELATIVOS POR CONDUCTAS QUE SE 
CONSIDEREN GRAVES, SE RESPETEN LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD EN LA 
IMPOSICIÓN DE LAS SANCIONES Y DE SEGURIDAD JURÍDICA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MICHOACÁN ABROGADA). 
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La Ley Orgánica del Poder Judicial ni la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, ambos 
ordenamientos del Estado de Michoacán abrogados, establecen catálogo alguno respecto de las 
conductas que deben considerarse graves, sino que dejan a la discrecionalidad de las autoridades 
encargadas de aplicarlas esa determinación. No obstante, los artículos 154 de una y 49 de la otra, 
respectivamente, reconocen los principios de proporcionalidad en la imposición de las sanciones -al 
contener una variedad de éstas de acuerdo con la responsabilidad- y de seguridad jurídica -al establecer 
los elementos para su imposición-. Así, la discrecionalidad indicada en los procedimientos de 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos judiciales locales, debe desarrollarse 
ponderando, en todo caso, las circunstancias concurrentes, para alcanzar la necesaria y debida 
proporción entre los hechos imputados y la responsabilidad exigida, dado que toda sanción debe 
determinarse en congruencia con la relevancia de la infracción cometida y según un criterio de 
proporcionalidad que constituye un principio normativo que se impone como un precepto más a las 
autoridades y reduce el ámbito de sus potestades sancionadoras, pues a éstas les corresponde no sólo 
la calificación para subsumir la conducta en el tipo legal, sino también, por paralela razón, adecuar la 
sanción al hecho cometido, ya que en uno y otro casos el tema es de aplicación de criterios valorativos 
en la norma escrita o inferibles de principios integradores del ordenamiento jurídico. Es decir, para que 
se respete el principio de proporcionalidad indicado, resulta insuficiente que la sanción impuesta se 
encuentre dentro de los márgenes o límites legalmente establecidos, pues es necesario adecuarla a la 
entidad de la infracción cometida. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE 
MICHOACÁN. PARA FIJAR LA SANCIÓN EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, SON APLICABLES 
LOS CONCEPTOS DE "ANTECEDENTES" Y "REINCIDENCIA", CONCERNIENTES A LA MATERIA 
PENAL (LEGISLACIÓN ABROGADA). 

 

En el procedimiento de responsabilidades administrativas de los servidores públicos del Estado de 
Michoacán, previsto en la abrogada Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos de la entidad, 
se señala que una vez establecido el incumplimiento de la norma -por acción u omisión-, la autoridad 
debe fijar la sanción concreta que ha de imponerse y, para ello, debe atender a los criterios de 
"dosimetría punitiva" que contiene el artículo 49 del ordenamiento referido, entre los cuales se advierte 
como parámetro para que la autoridad imponga una sanción, que valore tanto los antecedentes del 
infractor -fracción II-, como la reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones -fracción VI-. No 
obstante, esa ley es oscura en establecer qué debe entenderse por ambos conceptos jurídicos. Por 
tanto, ante ese vacío legal, son de aplicarse los de "antecedentes" y "reincidencia", concernientes a la 
materia penal, pues está permitido acudir a los principios penales sustantivos para la construcción de 
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los propios del derecho administrativo sancionador, máxime que, en el caso concreto, resultan 
compatibles con su naturaleza, que es la imposición de la sanción. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. CORRESPONDE AL PARTICULAR QUE 
PRETENDE LA INDEMNIZACIÓN RELATIVA, LA CARGA DE PROBAR LOS DAÑOS MATERIALES 
INHERENTES A GASTOS DE HOSPEDAJE, TRASLADO Y ALIMENTACIÓN QUE -AFIRMA- 
REALIZARON SUS FAMILIARES A FIN DE QUE RECIBIERA LA ATENCIÓN MÉDICA IDÓNEA, ASÍ 
COMO EL NEXO CAUSAL ENTRE LA EROGACIÓN DE DICHOS GASTOS Y EL DAÑO QUE LA 
ACTIVIDAD IRREGULAR DE UN INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL OCASIONÓ EN SU SALUD, 
COMO CONSECUENCIA DE LA DEFICIENTE ATENCIÓN MÉDICA QUE LE PROPORCIONÓ. 

 

La indemnización a que se refiere el párrafo segundo del artículo 113 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, tiene como finalidad dejar indemne al sujeto activo de la relación, del daño 
que resintió en sus bienes o derechos con motivo de la actividad administrativa irregular, 
compensándolo económicamente, de manera que restaure la integridad del patrimonio afectado. En 
consecuencia, es el particular que pretende ser indemnizado quien tiene la carga de probar, y la 
autoridad jurisdiccional deberá analizar si quedaron demostrados los daños materiales inherentes a 
gastos de hospedaje, traslado y alimentación que -afirma- realizaron sus familiares a fin de que recibiera 
la atención médica idónea, así como el nexo causal entre la erogación de dichos gastos y el daño que 
la actividad irregular de un instituto de seguridad social ocasionó en su salud, como consecuencia de la 
deficiente atención médica que le proporcionó, para lo cual debe hacerse una interpretación sistemática 
del bloque de constitucionalidad, a través de un sentido más favorable para la efectividad del derecho 
fundamental previsto en el precepto constitucional citado, lo cual se traduce en interpretar que el 
derecho proviene del principio indemnizatorio, donde la autoridad debe responder por sus actividades 
irregulares que causen daños a los bienes y derechos de los particulares, que no tengan obligación de 
soportar y que puede provenir no sólo de hechos, sino también de actos, además de que el particular 
tiene la posibilidad de reclamarlos en vías diferentes (en atención al principio de libre opción de 
instauración de reclamo). 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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PERSONAS MORALES OFICIALES. ESTÁN LEGITIMADAS PARA PROMOVER AMPARO 
INDIRECTO CUANDO PUGNEN POR SU DERECHO A SER JUZGADAS POR UNA AUTORIDAD 
COMPETENTE, AUN CUANDO ESA PRETENSIÓN SURJA EN UN JUICIO EN EL QUE SE DEBATA 
LA NULIDAD O VALIDEZ DE UN ACTO QUE SE LES ATRIBUYE. 

 

El juicio de amparo indirecto procede contra la resolución de un órgano jurisdiccional que dirima una 
cuestión competencial, incluso cuando lo promueva una persona moral oficial en un juicio en el que se 
debate la nulidad o validez de un acto autoritario que se le atribuye, porque no pugna por la subsistencia 
de éste, sino porque se respete su derecho a ser juzgada por una autoridad competente, ya que se 
encuentra sometida a la potestad de un tribunal y posee la titularidad del derecho al debido proceso, al 
menos por lo que se refiere a su núcleo duro, que son las formalidades esenciales del procedimiento, 
cuyo conjunto integra la anteriormente denominada "garantía de audiencia"; es decir, la autoridad está 
ubicada en un plano de supraordinación a subordinación con el órgano jurisdiccional. Estimar que por 
haber actuado con poder de imperio no es siquiera titular de ese derecho fundamental, equivaldría a 
afirmar, por ejemplo, que no sería necesario que mediara un procedimiento jurisdiccional para anular 
sus actos autoritarios, o bien, que no se requiere llamarla a juicio para defender su validez, ni que pueda 
ofrecer pruebas y alegar. Cuestión distinta sería si se promoviera el juicio de amparo contra la resolución 
definitiva que se pronuncie sobre la nulidad del acto controvertido, pues en ese evento se promovería 
una acción tutelar de derechos fundamentales con el fin de que subsista un acto de autoridad, en un 
plano de verticalidad o supra a subordinación, caso en el que no se surtirían los supuestos del artículo 
7o. de la Ley de Amparo; pero si se solicita el amparo y protección de la Justicia Federal contra una 
resolución que dirime una cuestión competencial, el juicio procede y no cobran vigencia las 
condicionantes que impone dicha disposición -que afecte el patrimonio y provenga de un plano de 
igualdad- aun cuando en el juicio de origen esté sujeta a debate su actuación como autoridad, stricto 
sensu. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

LICENCIA DE USO DE SUELO DE TIPO CONDICIONADO PARA EL TRÁMITE DE LA DIVERSA DE 
CONSTRUCCIÓN. PARA SU OTORGAMIENTO ES NECESARIO, ENTRE OTROS REQUISITOS, 
QUE SE PRESENTE EL ESTUDIO DE IMPACTO URBANO A QUE SE REFIERE EL APARTADO 
3.3.2.4.3 DEL PROGRAMA DE DESARROLLO URBANO DEL MUNICIPIO DE MÉRIDA 2012. 
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De conformidad con el artículo 29 del Reglamento de Construcciones del Municipio de Mérida, Yucatán, 
la licencia de uso del suelo es la autorización que emite la Dirección de Desarrollo Urbano del 
Ayuntamiento para asignarle a los predios o inmuebles un determinado uso o destino cuando éste sea 
compatible con el Programa de Desarrollo Urbano de dicha localidad y cumpla con las leyes, 
reglamentos y normas aplicables. Así, el otorgamiento de esa licencia para el trámite de la diversa de 
construcción está sujeto a los requisitos previstos por el artículo 37, fracción III, del propio ordenamiento; 
sin embargo, cuando el uso que pretenda darse al suelo sea de tipo condicionado, esto es, aquel que 
siendo importante para la consolidación de las diversas zonas urbanas puede, si no se controla, generar 
problemas y no beneficios para la zona y el distrito donde se localiza el predio, como lo es, entre otras, 
la actividad específica de locales comerciales es ineludible, además, que se presente un estudio de 
impacto urbano y se cumplan los diversos requisitos señalados en el apartado 3.3.2.4.3 del programa 
mencionado de 2012, con el fin de asegurar la estabilidad y seguridad de la zona en que se autorice un 
uso condicionado del suelo. Ello, con independencia de que existen otros supuestos contenidos en el 
apartado 3.3.2.5.1 del propio programa que exigen, para el otorgamiento de la licencia de construcción, 
la presentación del estudio de impacto urbano referido, sin que éste pueda entenderse satisfecho con 
la presentación de la factibilidad de uso del suelo, al ser un trámite con el cual es necesario contar previo 
a la licencia de uso del suelo, pero se trata de documentos distintos, de conformidad con el artículo 27 
del reglamento aludido y aquél no suple al estudio de impacto urbano, cuya elaboración debe seguir los 
lineamientos técnicos detallados en el Programa de Desarrollo Urbano del Municipio de Mérida 2012. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA OCTAVA 
REGIÓN. 

 

JUECES. SUS DERECHOS Y GARANTÍAS CUANDO SON SOMETIDOS A PROCEDIMIENTOS 
DISCIPLINARIOS. 

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en relación con los Jueces sometidos a procedimientos 
disciplinarios, sostuvo en su jurisprudencia -vinculante para los juzgadores del Estado Mexicano-, que 
no pueden estar sujetos a una remoción discrecional o arbitraria, sino que deben gozar del derecho a 
un debido proceso y de las garantías judiciales que permitan la defensa adecuada ante cualquier tipo 
de acto emanado del Estado que pueda afectar sus derechos, con lo cual se garantiza su 
independencia. A su vez, resaltó que los derechos -adicionales a los anteriores- que tienen los 
juzgadores, consisten en que: i) la sanción provenga de una autoridad competente; ii) sean oídos, 
porque el derecho de defensa comprende a toda persona a tener acceso al tribunal u órgano estatal 
encargado de determinar sus derechos y obligaciones; y, iii) el alcance de las garantías judiciales y de 
la protección judicial efectiva para los Jueces debe ser analizado en relación con los estándares sobre 
independencia judicial -de donde derivan un adecuado proceso de nombramiento, la inamovilidad en el 
cargo y la garantía contra presiones externas-. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

 

IMPROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO. SE ACTUALIZA CUANDO SE RECLAMA LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 257 DEL CÓDIGO DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
DEL ESTADO DE MICHOACÁN, POR EL DESECHAMIENTO DE LA PRUEBA CONFESIONAL A 
CARGO DE LA AUTORIDAD EN UN JUICIO DE LESIVIDAD. 

 

Para la procedencia del juicio de amparo indirecto no debe confundirse el que un acto dentro de un 
proceso jurisdiccional tenga efectos de imposible reparación -violación a un derecho sustantivo- con 
aquel que constituya una violación procesal relevante, que es un aspecto con importancia por 
representar o significar algo que impacta a todo el proceso jurisdiccional, ya sea en un aspecto positivo 
o negativo. En ese sentido, la reclamación de inconstitucionalidad del artículo 257 del Código de Justicia 
Administrativa del Estado de Michoacán, el cual prevé que no será admisible la prueba confesional a 
cargo de la autoridad, derivada del desechamiento de ésta en un juicio de lesividad, no afecta derecho 
sustantivo alguno y menos constituye una violación procesal relevante, porque no causa todavía un 
perjuicio irreparable, pues el quejoso -al momento en que el Tribunal de Justicia Administrativa de la 
entidad emita su sentencia- puede obtener una satisfacción a su resistencia a la nulidad del acto que le 
favorece y, si no es así, cuenta con el amparo directo contra ese acto; de ahí la improcedencia de la 
acción constitucional indirecta. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

FIANZAS OTORGADAS A FAVOR DE LA FEDERACIÓN EN UNA LICITACIÓN PÚBLICA EN 
MATERIA DE TELECOMUNICACIONES. EXCEPCIONES QUE LA AFIANZADORA PUEDE OPONER 
CONTRA EL REQUERIMIENTO DE SU PAGO, CUANDO LO QUE SE GARANTIZA ES EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS CONDICIONES INHERENTES A DICHO PROCEDIMIENTO POR LOS 
INTERESADOS EN CASO DE SER DESCALIFICADOS. 

 

Conforme al artículo 94, fracción VIII, de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas abrogada, las 
afianzadoras están facultadas para oponer todas las excepciones inherentes a la obligación principal, 
incluyendo las causas de liberación de la fianza, precepto legal que refleja el derecho de defensa 
consignado en los artículos 2812 y 2813 del Código Civil Federal; sin embargo, tratándose de las 
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excepciones oponibles ante la exigibilidad de una fianza otorgada en una licitación pública en materia 
de telecomunicaciones, en términos de los artículos 95, 95 Bis y 118 del ordenamiento inicialmente 
citado, es necesario atender a la naturaleza de la obligación contraída en el contrato correspondiente, 
así como al procedimiento convenido para obtener su efectividad, ya que a diferencia de lo que se 
actualiza respecto del cobro de una obligación o crédito fiscal, cuando lo que se garantiza y por lo que 
se hace efectiva es el cumplimiento a una condición convenida para el caso en que los interesados 
incurran en una causa de descalificación, la autoridad competente no puede requerir de pago 
indistintamente al fiado o a la fiadora, o a los dos conjuntamente, sino que está obligada a determinar 
previamente si el fiado incumplió con la obligación por la cual exhibió la fianza y se ordena su 
exigibilidad, para que sea legalmente procedente requerir de pago a la afianzadora. En ese contexto, si 
atento al segundo párrafo de la fracción II del artículo 95 mencionado, el procedimiento inicia con la 
notificación del requerimiento de pago de la fianza, las excepciones que puede oponer la afianzadora 
contra dicho acto deben versar únicamente sobre la obligación consignada en el contrato 
correspondiente (pago), así como en relación con el requerimiento en sí o, en su caso, aquellas relativas 
a la liberación de la fianza, pero no sobre actos previos al requerimiento, como sería el motivo por el 
cual fue descalificada su fiada en el proceso de licitación y los documentos anexos a dicho 
requerimiento, especificados en los artículos 1o. y 3o. del Reglamento del Artículo 95 de la Ley Federal 
de Instituciones de Fianzas, para el cobro de fianzas otorgadas a favor de la Federación, del Distrito 
Federal, de los Estados y de los Municipios, distintas de las que garantizan obligaciones fiscales 
federales a cargo de terceros. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

FIANZAS OTORGADAS A FAVOR DE LA FEDERACIÓN EN UNA LICITACIÓN PÚBLICA EN 
MATERIA DE TELECOMUNICACIONES. CUANDO LO QUE SE GARANTIZA ES EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS CONDICIONES INHERENTES A DICHO PROCEDIMIENTO POR LOS 
INTERESADOS EN CASO DE SER DESCALIFICADOS, AL NO SER ESA OBLIGACIÓN DE 
NATURALEZA FISCAL, SI SE REQUIERE DE PAGO, SON INAPLICABLES LA CADUCIDAD Y LA 
PRESCRIPCIÓN PREVISTAS, RESPECTIVAMENTE, EN LOS ARTÍCULOS 67 Y 146 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

 

Cuando en una licitación pública en materia de telecomunicaciones los interesados en participar en ella 
otorgan una fianza para garantizar, no solamente el pago por el otorgamiento de una concesión, sino 
también el cumplimiento de las condiciones inherentes a dicho procedimiento en caso de ser 
descalificados y se someten expresamente para su requerimiento al procedimiento previsto en los 
artículos 95, 95 Bis y 118 de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas abrogada, en el supuesto de 
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que se actualice su exigibilidad por descalificación, la obligación ahí convenida no es fiscal ni constituye 
un crédito de esa naturaleza, en razón de que, al ser eficaz y exigible el acto en el que se determinó 
ese incumplimiento de la obligación contraída, surge el derecho de la autoridad administrativa -rectora 
en el procedimiento de licitación- de exigir las penas pactadas por las partes, es decir, la exigibilidad no 
surge por el deber de entregar una cantidad de dinero en virtud de haberse causado un impuesto, ni por 
constituir un crédito fiscal cuyo cobro corresponda al Servicio de Administración Tributaria, como son 
las cuotas compensatorias, actualizaciones y accesorios de ambas, así como las multas por 
incumplimiento a las obligaciones fiscales distintas de las de pago, como lo dispone el artículo 4o. del 
Código Fiscal de la Federación, sino que surgen con motivo del sometimiento voluntario a un acto 
administrativo (licitación); de ahí que en la hipótesis descrita, sean inaplicables la caducidad y la 
prescripción previstas, respectivamente, en los artículos 67 y 146 de este último ordenamiento. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

 

FIANZAS OTORGADAS A FAVOR DE LA FEDERACIÓN EN UNA LICITACIÓN PÚBLICA EN 
MATERIA DE TELECOMUNICACIONES. CUANDO LO QUE SE GARANTIZA ES EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS CONDICIONES INHERENTES A DICHO PROCEDIMIENTO POR LOS 
INTERESADOS EN CASO DE SER DESCALIFICADOS, ESA OBLIGACIÓN NO ES FISCAL NI 
CONSTITUYE UN CRÉDITO DE ESA NATURALEZA. 

 

Atento al artículo 2o. de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas abrogada, las fianzas y los contratos 
que otorguen esas instituciones son de naturaleza mercantil para todas las partes involucradas, por lo 
que las contratantes quedan en aptitud de obligarse hasta el límite de su voluntad, incluso respecto de 
la forma y términos en que se extingan las obligaciones convenidas. En este contexto, cuando en una 
licitación pública en materia de telecomunicaciones los interesados en participar en ella otorgan una 
fianza para garantizar, no solamente el pago por el otorgamiento de una concesión, sino también el 
cumplimiento de las condiciones inherentes a dicho procedimiento en caso de ser descalificados, 
sometiéndose expresamente para su requerimiento al procedimiento previsto en los artículos 95, 95 Bis 
y 118 del ordenamiento mencionado, en el supuesto de que se actualice su exigibilidad por 
descalificación, la obligación ahí convenida no es fiscal ni constituye un crédito de esa naturaleza, en 
razón de que, al ser eficaz y exigible el acto en el que se determinó ese incumplimiento de la obligación 
contraída, surge el derecho de la autoridad administrativa -rectora en el procedimiento de licitación- de 
exigir las penas pactadas por las partes, es decir, la exigibilidad no surge por el deber de entregar una 
cantidad de dinero en virtud de haberse causado un impuesto, ni por constituir un crédito fiscal cuyo 
cobro corresponda al Servicio de Administración Tributaria, como son las cuotas compensatorias, 
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actualizaciones y accesorios de ambas, así como las multas por incumplimiento a las obligaciones 
fiscales distintas de las de pago, como lo dispone el artículo 4o. del Código Fiscal de la Federación, sino 
que surgen con motivo del sometimiento voluntario a un acto administrativo (licitación); de ahí que, 
incluso, si se conviniera para su exigibilidad el procedimiento previsto en el artículo 95 de la Ley Federal 
de Instituciones de Fianzas, dicho precepto, en su primer párrafo, permite al beneficiario, para ejecutar 
la fianza, optar por el procedimiento consignado en el diverso 93 de esa ley, lo que no se actualiza si se 
tratara de obligaciones o créditos fiscales, al disponer expresamente que, en esos casos, se estará a lo 
consignado en el Código Fiscal de la Federación. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

 

CONSEJO DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN. CARACTERÍSTICAS DE SU 
POTESTAD DISCIPLINARIA SOBRE LOS SERVIDORES PÚBLICOS SUJETOS A SU CONTROL. 

 

El Consejo del Poder Judicial del Estado de Michoacán se ocupa de asegurar la obediencia, disciplina, 
comportamiento ético, moralidad y eficiencia de los servidores públicos sujetos a su control, para 
garantizar el buen funcionamiento de la administración de justicia. En estas condiciones, la función de 
dicho órgano consiste en examinar y sancionar a los servidores públicos judiciales, con miras a 
garantizar la efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, los tratados internacionales -en especial la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos- y la ley, con base en las pautas establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial local 
acerca de la función preventiva y correctiva de la sanción disciplinaria y en los principios a los que se 
ajusta la interpretación de las normas que regulan su imposición. Por tanto: i) El ejercicio de la potestad 
disciplinaria está orientado a satisfacer dos propósitos: uno, la garantía de las condiciones mínimas para 
el ejercicio de la actividad oficial y, el otro, el cumplimiento de los principios propios de la administración 
de justicia: la eficiencia, diligencia, celeridad y el debido proceso sin dilaciones injustificadas; ii) la 
titularidad de la acción disciplinaria es ejercida por el mencionado órgano, en atención a las 
características propias de la función jurisdiccional y a la necesidad de mantener la independencia 
judicial; iii) como titular de la acción disciplinaria, le corresponde examinar y sancionar a los funcionarios 
judiciales por la infracción de los deberes que les imponen la Constitución Federal, los tratados 
internaciones de los que el Estado Mexicano sea parte, así como la Constitución Política, la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos abrogada y la Ley Orgánica del Poder Judicial, todas del 
Estado de Michoacán; y, iv) tratándose de los Jueces, debe considerarse que éstos desempeñan una 
labor -distinta a otros servidores públicos- orientada a asegurar la protección efectiva de los derechos 
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fundamentales, con amplias facultades, y a preservar la normativa jurídica en consonancia con aquellos 
derechos. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

 

 

COMPETENCIA ECONÓMICA. NATURALEZA JURÍDICA DE LAS CONDICIONES A LAS QUE SE 
SUJETA LA AUTORIZACIÓN DE LAS CONCENTRACIONES, EN TÉRMINOS DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA ABROGADA. 

 

La perspectiva ex ante empleada por el órgano regulador al analizar las concentraciones sujetas a su 
autorización en términos de la Ley Federal de Competencia Económica abrogada, es reflejo de diversos 
principios económicos que no ven únicamente a los efectos inmediatos de los actos o políticas en la 
materia, sino a las consecuencias que, en el largo plazo, pueden llegar a generar aquéllas en el 
mercado. Así, las condiciones para la autorización de las concentraciones se identifican con reglas 
jurídicas de mandato de las denominadas de fin, en tanto que no se limitan a establecer la descripción 
y la calificación normativa de una determinada conducta (por ejemplo, obligación legal de abstenerse 
de realizar designaciones cruzadas de integrantes de los consejos de administración de concesionarios 
de redes públicas de telecomunicación), lo que implicaría ordenar una conducta, considerándola como 
obligatoria, prohibida o permitida, sino que califican deónticamente la obtención de un cierto estado de 
cosas, esto es, conseguir la satisfacción de un fin, consistente en garantizar los procesos de 
competencia y de libre concurrencia. Por tanto, las condiciones a las que se sujeta la autorización de 
las concentraciones de los agentes económicos no constituyen normas sancionatorias de ilícitos 
analizables desde una perspectiva ex post, sino que se trata de directrices de contenido programático 
dirigidas a la consecución de fines públicos. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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COMPETENCIA ECONÓMICA. LA DENUNCIA DE PRÁCTICAS CONTRARIAS A LA LEY FEDERAL 
RELATIVA ABROGADA REQUIERE DE UNA CAUSA OBJETIVA QUE HAGA RAZONABLE EL 
INICIO DE LA INVESTIGACIÓN CORRESPONDIENTE. 

 

De conformidad con los artículos 32 de la Ley Federal de Competencia Económica abrogada y 29, 
fracción IV, de su reglamento, cualquier persona podrá denunciar las prácticas monopólicas absolutas, 
en tanto que en las relativas o concentraciones la denuncia corresponderá al afectado, quien deberá 
expresar los elementos que puedan configurar la conducta que estime violatoria de dicha ley y, en su 
caso, los hechos que reflejen el daño o perjuicio sufrido o que pueda sufrir. En cualquiera de esos 
supuestos, deberá indicarse en qué consiste la práctica o concentración, así como la existencia de una 
causa objetiva que haga razonable el inicio de una investigación, entendiendo por ésta la que revele la 
posible correspondencia entre los hechos narrados como indicios y los supuestos previstos en la ley 
para su eventual configuración, es decir, que se esté en presencia de un supuesto interés legítimo serio, 
debido a que por su especial situación cualificada, quien formule la denuncia pudiese sufrir un daño real 
y efectivo en lo que se refiere a su participación en el mercado de que se trate y que, en caso de resultar 
procedente la denuncia formulada, consiga obtener alguna utilidad específica. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

 

COMPETENCIA ECONÓMICA. EN TÉRMINOS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA ABROGADA, LAS 
CONCENTRACIONES REQUIEREN DE UN ANÁLISIS EX ANTE PARA SU AUTORIZACIÓN. 

 

La política regulatoria en materia de competencia económica se caracteriza por ser el conjunto de 
actuaciones públicas tendentes a la observancia y seguimiento del sector, a la supervisión de las 
empresas reguladas, a la adjudicación de derechos y la concreción de sus obligaciones, a la inspección 
de la actividad, así como a la resolución de conflictos, entre otros aspectos. Así, la concentración de 
agentes económicos se encuentra regida por disposiciones de naturaleza económica-regulatoria, en la 
medida en que su realización está condicionada a la autorización (sanción) que emita la administración 
pública, a partir del análisis de diversos elementos, como son el poder que los involucrados ejerzan en 
el mercado relevante, el grado de concentración y sus efectos, la participación de otros agentes 
económicos, la eficiencia del mercado, así como otros criterios e instrumentos analíticos previstos en 
las disposiciones regulatorias y en otros criterios técnicos. De acuerdo con lo anterior, el análisis para 
la autorización de concentraciones en términos de la Ley Federal de Competencia Económica abrogada, 
requiere de un componente económico cuya metodología se basa en un análisis ex ante, el cual 
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considera las consecuencias dinámicas que las decisiones actuales generarán en la actividad futura de 
los agentes económicos en el mercado de que se trate, a diferencia del tradicional análisis legal dirigido 
a la solución de controversias, el cual parte de una perspectiva ex post, en la cual la decisión judicial de 
casos atiende a eventos pasados. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

 

INTRODUCCIÓN O VENTA DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS EN EL INTERIOR DE LOS CINES. EL 
ARTÍCULO 21 DEL REGLAMENTO DE ESPECTÁCULOS DEL MUNICIPIO DE SAN PEDRO GARZA 
GARCÍA, NUEVO LEÓN, QUE PROHÍBE ESAS ACTIVIDADES, NO VULNERA LOS DERECHOS DE 
LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA POR INVASIÓN DE ESFERAS COMPETENCIALES ENTRE 
LOS ÓRDENES DE GOBIERNO ESTATAL Y MUNICIPAL. 

 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la controversia constitucional 14/2001 
(*), sostuvo que los Municipios están facultados para expedir, entre otras, normas reglamentarias 
derivadas de la fracción II, segundo párrafo, del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, las cuales deben aprobarse de acuerdo con las leyes en materia municipal que 
deberán expedir las Legislaturas de los Estados y que se caracterizan por tener un contenido material 
propio, así como por su expansión normativa, al permitir a cada Municipio adoptar una variedad de 
formas adecuadas para regular su vida interna, tanto en lo referente a su organización administrativa, 
como en lo relativo a los servicios y en aquellas materias que les correspondan constitucional o 
legalmente. Sobre esa base, de la interpretación sistemática de los artículos 26, inciso d), fracción II, 
160, 161 y 162 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Municipal del Estado de Nuevo León, 
se advierte que los Ayuntamientos de esa entidad no sólo están facultados legalmente para aprobar 
reglamentos en materia de esparcimiento, sino que también, de acuerdo a las bases mínimas 
establecidas en dicha ley, es su responsabilidad fomentar la generación de actividades de sano 
esparcimiento en su demarcación. De esta manera, el numeral 21 del Reglamento de Espectáculos del 
Municipio de San Pedro Garza García, Nuevo León, que prohíbe introducir o vender bebidas alcohólicas 
en el interior de los cines, en relación con el artículo 26, inciso d), fracción II, aludido, constituye una 
disposición que se encuentra dentro de la estructura normativa de los planes en materia de 
esparcimiento público; de ahí que no vulnera los derechos de legalidad y seguridad jurídica reconocidos 
en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por invasión de esferas 
competenciales entre los órdenes de gobierno estatal y municipal. Al respecto, no puede estimarse que 
con la medida cuestionada la autoridad municipal haya excedido los límites de su competencia 
reglamentaria que le impone la Constitución, ya que ese precepto reglamentario no contradice la Ley 
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Orgánica de la Administración Pública Municipal ni la Ley para la Prevención y Combate al Abuso del 
Alcohol y de Regulación para su Venta y Consumo, ambas del Estado de Nuevo León, sino que, por el 
contrario, se ajusta a las bases normativas previstas en dicha legislación orgánica municipal. 

 

SEGUNDA SALA 

 

INTRODUCCIÓN O VENTA DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS EN EL INTERIOR DE LOS CINES. EL 
ARTÍCULO 21 DEL REGLAMENTO DE ESPECTÁCULOS DEL MUNICIPIO DE SAN PEDRO GARZA 
GARCÍA, NUEVO LEÓN, QUE PROHÍBE ESAS ACTIVIDADES, NO VULNERA EL DERECHO A LA 
LIBERTAD DE TRABAJO. 

 

El derecho a la libertad de trabajo reconocido en el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos no es absoluto, irrestricto e ilimitado, ya que su ejercicio se encuentra condicionado 
a la satisfacción de determinados presupuestos, como es que la actividad sea lícita, que no se agravien 
derechos de terceros y no se ofendan los derechos de la sociedad. En ese sentido, si bien la 
comercialización de bebidas alcohólicas es una actividad lícita, debido a que no está prohibida por la 
ley, y la condición de obtener una licencia específica para venta y consumo de bebidas alcohólicas -con 
la previa satisfacción de diversos requisitos legales para que las personas puedan dedicarse a esta 
actividad válidamente- presupone la garantía y el respeto mínimo de los derechos de terceros; sin 
embargo, en cuanto al presupuesto que exige que con la actividad elegida no se agravie el derecho de 
la sociedad, en el caso, la prohibición de vender bebidas alcohólicas en el interior de los cines que prevé 
el artículo 21 del Reglamento de Espectáculos impugnado, enmarca una medida encaminada a 
garantizar el derecho al sano esparcimiento de las personas, de suerte que si se atiende a que el 
fenómeno de la venta y consumo de alcohol constituye un tema de salud pública que afecta en diferentes 
rubros a la sociedad, cuya problemática comienza por su habitualidad en los diferentes ámbitos de la 
vida de las personas desde temprana edad, es incuestionable que la medida referida tiene un peso 
específico de mayor relevancia que la libertad individual para dedicarse a la actividad comercial en 
cuestión, porque la norma reglamentaria protege el interés de la sociedad, al garantizar espacios de 
diversión saludable para las personas y específicamente para las niñas, niños y adolescentes; de ahí 
que se encuentre justificada la restricción a la libertad individual para dedicarse a la comercialización de 
bebidas alcohólicas en los cines de la localidad citada y, por ende, es claro que el artículo 21 indicado 
no vulnera el derecho a la libertad de trabajo. 

 

SEGUNDA SALA 
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INTRODUCCIÓN O VENTA DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS EN EL INTERIOR DE LOS CINES. EL 
ARTÍCULO 21 DEL REGLAMENTO DE ESPECTÁCULOS DEL MUNICIPIO DE SAN PEDRO GARZA 
GARCÍA, NUEVO LEÓN, QUE PROHÍBE ESAS ACTIVIDADES, CONSTITUYE UNA NORMA 
EXPEDIDA EN MATERIA DE ESPARCIMIENTO Y NO EN LA CONCERNIENTE A LA VENTA Y 
CONSUMO DE ALCOHOL. 

 

Si bien esa disposición reglamentaria establece una prohibición relacionada con la venta de alcohol, 
cuya actividad en sí encuentra una regulación específica desarrollada principalmente en la Ley para la 
Prevención y Combate al Abuso del Alcohol y de Regulación para su Venta y Consumo para el Estado 
de Nuevo León, lo cierto es que esta última tiene por objeto proteger la salud frente a los riesgos 
derivados del abuso en el consumo de bebidas alcohólicas, mediante la regulación de su venta y 
consumo en establecimientos comerciales, así como del otorgamiento de licencias o permisos para tal 
actividad; en tanto que el artículo 21 del Reglamento de Espectáculos del Municipio de San Pedro Garza 
García, de esa entidad, responde a un objeto distinto, en la medida en que la prohibición de introducir 
o vender bebidas alcohólicas en el interior de los cines que prevé, en relación con el diverso artículo 26, 
inciso d), fracción II, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Municipal del mismo Estado, 
constituye una disposición que se encuentra dentro de la estructura normativa de los planes en materia 
de esparcimiento público para la comunidad de San Pedro Garza García, Nuevo León, cuya finalidad 
es mantener a los cines como un espacio de sano esparcimiento. 

 

SEGUNDA SALA 

 

MULTAS POR INFRACCIONES FISCALES. EL ARTÍCULO 82, FRACCIÓN I, INCISOS B) Y D), DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LAS PREVÉ, NO VULNERA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE SEGURIDAD JURÍDICA. 

 

Si bien es cierto que el artículo, fracción e incisos citados, refieren a una conducta similar -no presentar 
declaraciones-, también lo es que sancionan supuestos distintos relacionados con el cumplimiento de 
obligaciones fiscales. Así, el inciso d) aludido sanciona la omisión de presentar, por los medios 
electrónicos autorizados, declaraciones obligatorias, así como el incumplimiento de los requerimientos 
de la autoridad o hacerlo de manera extemporánea; mientras que el inciso b), sanciona la falta de 
cumplimiento o cumplimiento extemporáneo de los requerimientos de declaraciones, solicitudes, avisos 
o constancias formulados por autoridades hacendarias. En ese sentido, la circunstancia generadora de 
la sanción en dichos supuestos es diversa, ya que en el inciso d), la obligación de presentar la 
declaración por los medios electrónicos existe sin la necesidad de que medie requerimiento de la 
autoridad fiscal, es decir, la obligación fiscal nace por virtud de la norma, por lo que el supuesto 
sancionador se actualiza a partir de que el gobernado no la cumple, al no presentar la declaración en el 
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plazo señalado para tal efecto. En cambio, en el inciso b) la sanción deriva de que el contribuyente, sin 
estar previamente obligado a exhibir documentación alguna, incumple el requerimiento formulado por la 
autoridad hacendaria consistente en presentar determinadas declaraciones, solicitudes, avisos o 
constancias, es decir, la obligación fiscal ocurre a requerimiento de dicha autoridad. De ahí que si la 
conducta prevista en cada hipótesis atiende a elementos de responsabilidad diferentes, lo que se refleja 
en la intensidad de la sanción aplicable en cada caso, no se vulnera el derecho fundamental de 
seguridad de los contribuyentes, ya que los incisos en cuestión prevén sanciones bajo parámetros 
definidos y diferentes, los cuales permiten que conozcan las consecuencias legales a que deben 
atenerse en caso de incurrir en alguno de los supuestos sancionadores que cada apartado regula; 
además, tampoco ocasiona que la autoridad actúe arbitrariamente al imponer la sanción 
correspondiente que deje en estado de indefensión a los gobernados, pues ésta debe atender a las 
medidas y circunstancias que cada porción normativa establece, con la finalidad de aplicar la que 
efectivamente se actualice en la especie. 

 

PRIMERA SALA 

 

MULTAS POR INFRACCIONES FISCALES. EL ARTÍCULO 82, FRACCIÓN I, INCISO D), DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LAS PREVÉ, NO CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 22 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

El precepto legal citado, al prever la imposición de una multa a quien no presente las declaraciones en 
los medios electrónicos estando obligado a ello, las presente fuera del plazo o no cumpla con los 
requerimientos de las autoridades fiscales para presentarlas o los cumpla fuera de los plazos señalados 
en ellos, no contraviene al artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo 
anterior es así, aun cuando la multa mínima prevista en el artículo 82, fracción I, inciso d), del Código 
Fiscal de la Federación y la establecida en su diverso inciso b), sean diferentes, ya que el carácter 
desproporcional de una multa y, por ende, su inconstitucionalidad, tendría que derivar del propio inciso 
b) y no de su comparación con los diversos incisos del precepto aludido en el que aquél se encuentra 
o, en su caso, de otras legislaciones secundarias, toda vez que la norma sería inconstitucional al 
contener disposiciones que por sí solas contravengan el artículo 22 constitucional, pero no porque se 
diferencie con otra norma. 

 

PRIMERA SALA 
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MULTAS POR INFRACCIONES FISCALES. EL ARTÍCULO 82, FRACCIÓN I, INCISO D), DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO ESTABLECE UNA MULTA EXCESIVA DE LAS 
PROHIBIDAS POR EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 

 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado que para que una multa respete 
el texto constitucional, debe preverse en la ley que la autoridad facultada para imponerla tenga 
posibilidad, en cada caso, de establecer su monto o cuantía, considerando la gravedad de la infracción, 
la capacidad económica del infractor, su reincidencia -de ser el caso- en la comisión del hecho que la 
motiva, o cualquier otro elemento del que pueda inferirse la gravedad o levedad del hecho infractor, 
para así individualizar la multa que corresponda. Así, el artículo 82, fracción I, inciso d), del Código 
Fiscal de la Federación, al prever un mínimo y un máximo de la multa a imponer por no presentar la 
declaración en los medios electrónicos estando obligado a ello, presentarlas fuera de plazo o no cumplir 
con los requerimientos de las autoridades fiscales para presentarlas o cumplirlos fuera de los plazos 
señalados en ellos, no establece una multa excesiva de las prohibidas por el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues la autoridad puede imponer la sanción que 
corresponda tomando en cuenta la capacidad económica del infractor, su reincidencia, la gravedad o 
levedad de la infracción, así como cualquier otro elemento jurídicamente relevante para individualizarla 
en cada caso concreto. 

 

PRIMERA SALA 

 

PRESCRIPCIÓN DE LAS RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SI NO SE 
HACE VALER EN LA DEMANDA, EL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA NO ESTÁ 
OBLIGADO A PRONUNCIARSE OFICIOSAMENTE SOBRE SI HA OPERADO O NO (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE MICHOACÁN). 

 

Del artículo 95 de la Constitución Política del Estado de Michoacán, en relación con los numerales 154, 
155, 190, 194, 223, 230, 231, 249, 250, 253, 272 a 280 del Código de Justicia Administrativa de la 
misma entidad, se advierte que el Tribunal de Justicia Administrativa, en cuanto órgano autónomo, 
independiente en sus resoluciones y de jurisdicción plena en la materia de su competencia, aparte de 
que en su función está sujeto a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad, 
procesalmente, salvo algunas excepciones, también se rige por los diversos dispositivo y contradictorio, 
por virtud de los cuales se considera que la tarea de iniciar e impulsar el procedimiento está en manos 
de los contendientes y no del juzgador, a quienes debe otorgar la oportunidad de ser oídos en defensa 
de sus derechos; además de que en el dictado de las sentencias cobra especial importancia el principio 
de congruencia, previsto en el artículo 273 del propio código, al establecer que la sentencia se ocupará 
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exclusivamente de las personas, acciones, excepciones y defensas que hayan sido materia del juicio. 
En consecuencia, dada la prevalencia de los principios mencionados, sumados al de congruencia, se 
concluye que el tribunal aludido no está obligado a pronunciarse oficiosamente sobre si ha operado o 
no la prescripción de la responsabilidad de un servidor público, si ese aspecto no se hizo valer en la 
demanda. Sin que tenga aplicación la jurisprudencia 2a./J. 154/2010 de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 1051, de rubro: "PRESCRIPCIÓN DE LAS 
RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SI SE ALEGA EN EL JUICIO DE 
AMPARO QUE SE ACTUALIZÓ AQUÉLLA Y NO SE ADVIERTE QUE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE SE HAYA OCUPADO DE TAL ASPECTO, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE CONCEDER 
EL AMPARO PARA QUE SE ESTUDIE.", cuenta habida que cuando ésta se refiere a la responsable, 
alude a la autoridad administrativa que impuso la sanción al servidor público, ya que el Máximo Tribunal 
realizó su estudio desde la perspectiva de que en amparo indirecto se impugnaba dicha resolución, esto 
es, no medió juicio de nulidad en su contra. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO. ES INNECESARIO AGOTAR ESE PRINCIPIO CUANDO SE 
RECLAMA LA NEGATIVA DEL OFICIAL DEL REGISTRO CIVIL DE ACLARAR 
ADMINISTRATIVAMENTE EL NOMBRE DEL QUEJOSO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MICHOACÁN). 

 

Cuando en una demanda de amparo indirecto se reclame la negativa del oficial del Registro Civil del 
Estado de Michoacán de aclarar administrativamente el nombre del quejoso, no debe desecharse 
aquélla por no agotar el principio de definitividad previsto en la fracción XX del artículo 61 de la Ley de 
Amparo, argumentándose que debió promoverse previamente el juicio de rectificación de actas del 
Registro Civil, toda vez que para la actualización de dicha causal de improcedencia no basta que en la 
ley se prevea un juicio, recurso o medio de defensa a través del cual se pueda revocar, modificar o 
nulificar el acto reclamado sino que, además, con la interposición de aquél debe ser factible que éste 
se suspenda, con los mismos alcances y sin exigir mayores requisitos que los previstos en la Ley de 
Amparo para la suspensión definitiva, independientemente de que el acto, en sí mismo considerado, 
sea o no susceptible de ser suspendido, lo que en aquel caso no podría suceder, pues los artículos 907 
a 916 del Código Familiar para la propia entidad, que regulan el juicio de rectificación, no prevén la 
figura de la suspensión. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

 

 

 

 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SEPARACIÓN INSTRUIDO CONTRA LOS OFICIALES DE 
SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SONORA. AL NO AFECTAR MATERIALMENTE 
DERECHOS SUSTANTIVOS, NO CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN PARA LA 
PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir la jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.), publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de junio de 2014 a las 12:30 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 39, de 
título y subtítulo: "PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA 
EXCEPCIÓN DE FALTA DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL 
AMPARO INDIRECTO, RESULTANDO INAPLICABLE LA JURISPRUDENCIA P./J. 4/2001 (LEY DE 
AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", estableció que a partir de la publicación 
de la Ley de Amparo vigente, su artículo 107, fracción V, ofrece precisión para comprender el alcance 
de la expresión relativa a los actos de imposible reparación, al establecer que por éstos se entienden 
"...los que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte", 
y que para ser calificados como irreparables, necesitarían producir una afectación material a derechos 
sustantivos; es decir, sus consecuencias deberían ser de tal gravedad que impidieran en forma actual 
el ejercicio de un derecho, y no únicamente que produzcan una lesión jurídica de naturaleza formal o 
adjetiva que no necesariamente llegará a trascender al resultado del fallo. Por su parte, la fracción III, 
inciso b), del numeral citado establece que procede el amparo indirecto: "III. Contra actos, omisiones o 
resoluciones provenientes de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, siempre que 
se trate de: ...b) Actos en el procedimiento que sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos 
los que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte.". Por 
tanto, se concluye que el inicio del procedimiento administrativo de separación instruido en contra de 
los oficiales de seguridad pública del Estado de Sonora por la Comisión de Honor, Justicia y Promoción 
correspondiente, conforme a los artículos 174 a 176 de la Ley de Seguridad Pública local, no constituye 
un acto de imposible reparación para la procedencia del juicio de amparo indirecto, en virtud de que ese 
acto no afecta materialmente derechos sustantivos; es decir, sus consecuencias no son de tal gravedad 



 

 

 

 

 

Página 102 de 136 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Octubre  

 15 

que impidan en forma actual el ejercicio de un derecho, pues únicamente producen una lesión jurídica 
de naturaleza adjetiva que no necesariamente llegará a trascender al resultado del fallo, ya que en el 
procedimiento administrativo de que se trata el interesado cuenta con la oportunidad de ofrecer pruebas 
para su defensa y la resolución que se dicte deberá estar fundada y motivada, siendo hasta su 
pronunciamiento donde se concluye si ha lugar o no a imponer una sanción al servidor público. 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 

 

 

SUSPENSIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE PROMOVERSE 
ANTES DE QUE SE DICTE "SENTENCIA DEFINITIVA". 

 

Lo previsto en el artículo 28 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en el 
sentido de que la suspensión de la ejecución del acto impugnado puede promoverse "en cualquier 
tiempo mientras no se dicte sentencia firme", de modo alguno significa que la aludida medida cautelar 
pueda solicitarse aun después de dictarse sentencia definitiva en el juicio de nulidad, ya que del proceso 
legislativo que dio origen a la norma en comento, se advierte que el legislador expresamente señaló 
que la solicitud de suspensión podrá formularse desde la demanda o mediante escrito que se presente 
en cualquier tiempo, "hasta en tanto no se dicte sentencia definitiva", lo que es acorde con su naturaleza 
y finalidad, a saber, conservar la materia de la litis y evitar un daño irreparable al actor; cuestión que se 
corrobora al tener en cuenta que una vez dictada la sentencia definitiva, el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa agota su jurisdicción y, por ende, no podría ordenar la suspensión del acto 
administrativo combatido en esa instancia, menos aun cuando dicho fallo es impugnado a través del 
juicio de amparo directo, ya que en tal supuesto, la medida cautelar debe solicitarse, precisamente, en 
tal medio de control constitucional. 

 

SEGUNDA SALA 

 

MULTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 148, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN. NO ENTRAÑA UNA 
MANIFESTACIÓN DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO. 

 

La multa prevista en el artículo 148, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
del Estado de Nuevo León contra los sujetos obligados, por no rendir su contestación en el 
procedimiento de inconformidad dentro del término que el propio ordenamiento indica, no corresponde 
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al ámbito del derecho administrativo sancionador, debido a que, en ese caso, no se trata de una 
manifestación de la potestad punitiva del Estado, esto es, que tenga un fin represivo o retributivo para 
la realización de una conducta que se considere administrativamente ilícita. Más bien, su naturaleza 
jurídica se inscribe en la potestad de autotutela ejecutiva de la administración, identificada con su 
facultad legal de defender intereses públicos concretos, en la especie, hacer efectivo el derecho de 
acceso a la información, pues media una advertencia previo a la sanción, desde el momento en que 
ésta se establece legalmente y le precede un apercibimiento directo y personal; de ahí que se trate de 
un medio de presión y no de una sanción, que tiene una finalidad coercitiva, similar a la de las medidas 
de apremio, y está sujeta a los requisitos de la debida fundamentación y motivación, previstos en el 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Es así, porque dicha multa 
coercitiva no castiga un incumplimiento, sino que la administración la anuncia previamente al particular, 
ofreciéndole la posibilidad de evitarla, al cumplir con la prevención ejecutando la obligación. Esa opción 
no existe en el caso de la sanción, porque cuando ésta se impone ya se produjo la infracción y el 
particular no puede evitarla o eliminarla. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL DISTRITO FEDERAL. EL PUNTO PRIMERO DEL ACUERDO 
62-48/2011, EMITIDO POR EL PLENO DE DICHO ÓRGANO, QUE PRORROGA EL 
FUNCIONAMIENTO DE LOS JUZGADOS PENALES ESPECIALIZADOS EN MATERIA DE 
EJECUCIÓN DE SANCIONES (A PARTIR DEL 19 DE DICIEMBRE DE 2012) HASTA EN TANTO SE 
TENGAN LOS RECURSOS PRESUPUESTALES REQUERIDOS PARA AMPLIAR EL NÚMERO DE 
ÓRGANOS ESPECIALIZADOS EN ESA MATERIA, NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE 
ESPECIALIDAD Y JERARQUÍA NORMATIVA. 

 

Conforme a los artículos 100, 122, párrafos primero y quinto, apartado C, base cuarta, fracciones II y III, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83 del Estatuto de Gobierno y 1o., 32, 49, 
195 y 200 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia, ambos del Distrito Federal, el Consejo 
de la Judicatura de esa localidad está facultado para, a petición del Tribunal Superior de Justicia de 
dicha entidad, expedir los acuerdos generales que considere necesarios para apoyar el adecuado 
ejercicio de la función jurisdiccional. Ahora bien, el punto primero del Acuerdo 62-48/2011, de 15 de 
noviembre de 2011, del Pleno de dicho Consejo, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 
10 de febrero de 2012, que establece que en atención a que el 19 de diciembre de 2012, vence el plazo 
a que se refiere el punto primero del diverso Acuerdo 59-28/2011, publicado en el mismo medio de 
difusión oficial el 5 de julio de 2011 -en el que se determinó que durante los seis primeros meses de 
operación, los Juzgados en el Distrito Federal en Materia Penal Especializados en Materia de Ejecución 
de Sanciones Penales, sólo conocerían provisionalmente de solicitudes de beneficios penitenciarios- 
dicho órgano colegiado determinó aprobar que a partir del 19 de diciembre de 2012, los Juzgados de 
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Ejecución mencionados continúen funcionando indefinidamente en tales circunstancias, hasta en tanto 
se cuente con los recursos presupuestales necesarios para ampliar el número de órganos 
jurisdiccionales especializados en ejecución de sanciones, no transgrede los principios de especialidad 
y jerarquía normativa contemplados en los artículos 18, 21 y 133 de la Constitución Federal. Lo anterior, 
en virtud de que el numeral en cita sólo determina competencia al Juez penal por cuestiones 
presupuestales, para ciertos aspectos del procedimiento de ejecución, sin que le arroguen competencia 
definitiva ni le determinen facultades que trasciendan a lo que actualmente se conoce como la fase de 
judicialización de la etapa de ejecución de sanciones penales, toda vez que no se trata de una prórroga 
sin restricciones temporales, pues su vigencia quedó sujeta a que se tengan los recursos presupuestales 
requeridos para la implementación de lo establecido en el artículo 3o. de la Ley de Ejecución de 
Sanciones Penales y Reinserción Social para el Distrito Federal. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Constitucional y amparo   

Jurisprudencias  

 

VIOLACIONES PROCESALES. EL QUEJOSO DEBE PRECISAR EN SU DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO LA FORMA EN QUE TRASCENDIERON EN SU PERJUICIO AL RESULTADO DEL FALLO, 
A FIN DE QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO CUMPLA CON LA OBLIGACIÓN DE 
EXAMINARLAS, SALVO LAS QUE ADVIERTA EN SUPLENCIA DE LA QUEJA. 
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El artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establece que los Tribunales Colegiados de Circuito que conozcan del juicio de amparo directo contra 

sentencias definitivas, laudos o resoluciones que pongan fin al juicio, deberán decidir respecto de todas 

las violaciones procesales que se hacen valer, sea que se cometan en dichas resoluciones o durante el 

procedimiento, siempre y cuando afecten las defensas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo, 

así como en relación con aquellas que, cuando proceda, adviertan en suplencia de la queja. Ahora bien, 

el que la disposición constitucional no señale los requisitos que debe reunir la demanda de amparo 

directo para el estudio de las violaciones procesales, no significa que la ley secundaria no pueda hacerlo, 

en tanto que a ésta corresponde desarrollar y detallar los que deben cumplir las demandas para su 

estudio, ajustándose a los principios y parámetros constitucionales, esto es, deben ser razonables y 

proporcionales al fin constitucionalmente perseguido. Por tanto, el incumplimiento de la carga procesal 

a cargo del quejoso, en términos del artículo 174 de la Ley de Amparo, consistente en precisar en la 

demanda principal y, en su caso, en la adhesiva, la forma en que las violaciones procesales que haga 

valer trascendieron en su perjuicio al resultado del fallo, traerá como consecuencia que el Tribunal 

Colegiado de Circuito no esté obligado a su análisis, excepto en los casos en que proceda la suplencia 

de la queja y siempre que no pase por alto su obligación de atender a la causa de pedir expresada por 

los promoventes. Este requisito procesal además de resultar razonable, pues se pretende proporcionar 

al tribunal de amparo todos los elementos necesarios para el estudio del asunto, no puede catalogarse 

como excesivo y, por tanto, denegatorio de justicia y contrario al nuevo marco constitucional de los 

derechos humanos, previsto en el artículo 1o. constitucional, porque las garantías judiciales se 

encuentran sujetas a formalidades, presupuestos y criterios de admisibilidad de los recursos y medios 

de defensa que deben observarse por razones de seguridad jurídica, para una correcta y funcional 

administración de justicia, y efectiva protección de los derechos humanos. 

 

SEGUNDA SALA 
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DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. SI SE RECLAMA VIOLACIÓN A LOS ARTÍCULOS 8o., 14 Y 
17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, DENTRO O FUERA DE UN PROCEDIMIENTO 
JURISDICCIONAL, NO SE SURTE LA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 113 DE LA LEY DE LA MATERIA PARA DESECHAR AQUÉLLA. 

 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 1a./J. 7/2015 

(10a.), y 1a./J. 8/2015 (10a.), publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de 

abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 

Libro 17, Tomo I, abril de 2015, páginas 480 y 478, de títulos y subtítulos: "DERECHO DE PETICIÓN. 

LA OMISIÓN DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO 

JURISDICCIONAL O ADMINISTRATIVO SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO NO PUEDE 

RECLAMARSE DE MANERA AUTÓNOMA.", y "AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE 

CUANDO SE RECLAMA UNA VIOLACIÓN AL ARTÍCULO 8o. CONSTITUCIONAL DENTRO DE UN 

PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL O ADMINISTRATIVO SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO (LEY 

DE AMPARO ABROGADA).", respectivamente, concluyó que en un procedimiento jurisdiccional, la 

transgresión al artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no puede 

reclamarse de forma autónoma a lo previsto en diversos preceptos constitucionales ni legales, pues el 

actuar de la autoridad debe determinarse en atención a la situación jurídica en que se ubique el 

gobernado, sin que ello impida el estudio de forma indivisible e interdependiente de los derechos 

humanos que regulan la referida situación. Asimismo, sostuvo que cuando un particular se duele 

exclusivamente de una afectación cometida dentro de un procedimiento jurisdiccional o seguido en 

forma de juicio, se rige por los artículos 14 y 17 constitucionales, así como en los plazos y términos 

desarrollados por el legislador ordinario en la norma secundaria, por lo que cuando se demandan 

violaciones a los artículos 8o., 14 y 17 de la Constitución Federal, no pueden considerarse como de 

ejecución irreparable, pues no se cumple con el requisito de procedencia del amparo indirecto 

consistente en la transgresión a un derecho sustantivo, dado que no se trata de una actuación autónoma 

al procedimiento en el que se encuentra el particular, sino que se da en dicho contexto, por lo que tiene 

el carácter de adjetivo y debe atenderse a las reglas establecidas en la legislación ordinaria, para obligar 
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a la autoridad a dar respuesta a la petición realizada, así como de constreñirla a impulsar el 

procedimiento. Lo anterior, pese a que uno de los requisitos que caracteriza a los actos irreparables es 

la afectación que producen a derechos sustantivos de forma directa, como lo puede ser la omisión de 

dar respuesta a una petición formulada a una autoridad; sin embargo, ello, por sí solo, es insuficiente 

para considerar procedente el amparo, ya que dicha afectación no puede verse de forma autónoma, 

sino dentro del procedimiento, en razón de los referidos artículos 14 y 17 constitucionales, que rigen los 

procedimientos jurisdiccionales, y su desarrollo en la legislación secundaria de los derechos de debido 

proceso y acción, por lo que no se actualizaría el caso de excepción que se prevé para acudir al juicio 

de amparo. Consecuentemente, la violación al derecho de petición en un procedimiento jurisdiccional 

de manera autónoma es inimpugnable, ya que los plazos, términos y modalidades bajo los cuales se 

regirá el actuar de la autoridad ante quien se elevó la petición, serán los previstos en la norma 

secundaria; es decir, acorde con los mecanismos que estableció el legislador en la ley ordinaria, para 

que el particular obligue a la autoridad a dar respuesta, por lo que si en la legislación secundaria que 

rige el procedimiento jurisdiccional, no existe ese mecanismo a fin de que el particular pueda defender 

ese derecho ante la autoridad, entonces, en ese caso el acto reclamado consistente en la omisión de la 

autoridad se volverá irreparable, lo que sí haría procedente el juicio biinstancial. Por tanto, no es factible, 

conforme a las referidas jurisprudencias, a partir de lo reclamado en la demanda de amparo (violación 

al derecho de petición o prosecución jurisdiccional), se deseche por ser notoria y manifiesta su 

improcedencia, pues para ello es menester que el Juez de Distrito verifique si la ley secundaria que rige 

el procedimiento jurisdiccional del que emana el acto reclamado, prevé algún mecanismo para que el 

quejoso pudiera defender el derecho violado y, a partir de ello, determine si el acto es de imposible 

reparación, para efectos de la procedencia del amparo indirecto. Por ello, no es evidente, clara y 

fehaciente la improcedencia del juicio de amparo, pues para determinar su actualización, se requiere un 

análisis más profundo, propio de la sentencia definitiva y no del auto de desechamiento. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 
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SENTENCIAS IMPUGNADAS ANTE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SI DE SU 
EXAMEN SE ADVIERTE QUE ESTÁN INCOMPLETAS O QUE NO EXISTE UNA SECUENCIA 
LÓGICA ENTRE SUS FOJAS Y, POR ENDE, QUE NO GUARDAN LAS DEBIDAS CONGRUENCIA E 
ILACIÓN, ELLO CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS FORMALIDADES ESENCIALES DEL 
PROCEDIMIENTO QUE AMERITA SU REPOSICIÓN. 

 

El artículo 91, fracción IV, de la Ley de Amparo abrogada establece que si los Tribunales Colegiados de 

Circuito, en la revisión de una sentencia definitiva, encontraren que se violaron las reglas fundamentales 

que norman el procedimiento en el juicio de amparo, o que el Juez de Distrito incurrió en alguna omisión 

que hubiere dejado sin defensa al recurrente, la revocarán y mandarán reponer el procedimiento. En 

ese sentido, si del examen de la sentencia recurrida (de amparo o de nulidad) se advierte que ésta es 

incompleta o que no existe una secuencia lógica entre sus fojas y, por ende, que no guarda las debidas 

congruencia e ilación, ello constituye una violación a las formalidades esenciales del procedimiento en 

perjuicio del quejoso y/o recurrente, al dejarlo en completo estado de indefensión. Lo anterior, toda vez 

que dicha circunstancia hace imposibles el estudio y pronunciamiento respecto de la legalidad de la 

sentencia recurrida, pues no permite al órgano jurisdiccional realizar la debida confrontación de los 

agravios vertidos por la parte recurrente, con la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el 

fallo de primer grado, lo que genera que no sea jurídica ni materialmente posible abordar el análisis de 

una sentencia que se encuentra incompleta o indebidamente integrada; de ahí que deba revocarse la 

resolución impugnada y ordenarse la reposición del procedimiento para el efecto de que la autoridad 

que la emitió, al momento de dictar la nueva sentencia, lo haga de manera completa, sin omitir página 

o parte de texto alguno. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO 

PRIMER CIRCUITO. 
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COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO 
CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO POR UN JUEZ DE 
DISTRITO CON COMPETENCIA MIXTA. SE DETERMINA ATENDIENDO A LA NATURALEZA DEL 
ACTO RECLAMADO Y DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el conflicto competencial 

79/2015, en sesión de 10 de junio de 2015, por mayoría de 3 votos interrumpió el criterio contenido en 

la jurisprudencia 2a./J. 4/2013 (10a.) (*). Así, actualmente, para establecer la competencia por materia 

de un Tribunal Colegiado de Circuito especializado para conocer del recurso de revisión interpuesto 

contra la sentencia, debe atenderse tanto a la naturaleza del acto reclamado como a la de la autoridad 

señalada como responsable, sin considerar la materia en la que el Juez de Distrito con competencia 

mixta haya fijado su competencia. 

 

SEGUNDA SALA 

 

IGUALDAD. CUANDO UNA LEY CONTENGA UNA DISTINCIÓN BASADA EN UNA CATEGORÍA 
SOSPECHOSA, EL JUZGADOR DEBE REALIZAR UN ESCRUTINIO ESTRICTO A LA LUZ DE 
AQUEL PRINCIPIO. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que cuando una ley contiene una distinción 

basada en una categoría sospechosa, es decir, en alguno de los criterios enunciados en el último párrafo 

del artículo 1o. constitucional (el origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 

condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado 

civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 

derechos y libertades de las personas), el juzgador debe realizar un escrutinio estricto de la medida 

para examinar su constitucionalidad a la luz del principio de igualdad, puesto que estas distinciones 

están afectadas de una presunción de inconstitucionalidad. Si bien la Constitución no prohíbe que el 
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legislador utilice categorías sospechosas, el principio de igualdad garantiza que sólo se empleen cuando 

exista una justificación muy robusta para ello. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

 

 

Tesis aisladas 

VISTA CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO. NO 
RESULTA APLICABLE DICHA DISPOSICIÓN SI LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA DERIVA DE UN 
INCIDENTE DE FALSEDAD DE FIRMA PROMOVIDO POR EL TERCERO INTERESADO Y CON EL 
CUAL SE DIO VISTA AL QUEJOSO PARA QUE MANIFESTARA LO QUE A SU DERECHO 
CONVINIERA Y OFRECIERA PRUEBAS. 

 

Si bien el artículo 64, segundo párrafo, de la Ley de Amparo establece que debe darse vista a las partes 
cuando el órgano jurisdiccional de amparo advierta de oficio una causal de improcedencia no alegada 
por alguna de las partes, ni analizada por un órgano jurisdiccional inferior, para que en el plazo de tres 
días manifieste lo que a su derecho convenga; lo cierto es que en el caso particular no resulta aplicable 
dicha disposición, toda vez que la causal de improcedencia que se actualiza deriva de un incidente de 
falsedad de firma que el quejoso estampó en su demanda de amparo, incidente que promovió el tercero 
interesado y con el cual se le dio vista a aquél, quien tuvo oportunidad de manifestar lo que a su derecho 
conviniera y de ofrecer las pruebas que considerara pertinentes, en el momento procesal oportuno, por 
lo que sería infructuoso y a nada práctico conduciría darle nuevamente vista con la causal de 
improcedencia citada para que se pronunciara de un hecho del cual ya tiene conocimiento y que tuvo 
oportunidad de desvirtuar con anterioridad. 

 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN CIUDAD 
NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 
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JURISPRUDENCIA. EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 217 DE LA LEY DE AMPARO, AL 
PREVER QUE AQUÉLLA NO PUEDE APLICARSE RETROACTIVAMENTE EN PERJUICIO DE 
"PERSONA ALGUNA", NO PUEDE BENEFICIAR A LAS AUTORIDADES. 

 

Nuestra legislación y la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconocen tanto a 
las personas físicas, como a las morales como sujetos independientes de derechos y obligaciones, de 
acuerdo con el título segundo del libro primero del Código Civil Federal y conforme a la interpretación 
de protección más amplia que en materia de derechos humanos se autoriza en el párrafo segundo del 
numeral 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En este sentido, debe 
entenderse que la expresión "persona alguna" contenida en el último párrafo del artículo 217 de la Ley 
de Amparo, el cual prevé que la jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo en su perjuicio, 
en relación con el artículo 1o. del mismo ordenamiento, sólo es para las personas físicas y morales 
quienes, como particulares, vean transgredidos por los poderes públicos o autoridades, sus derechos 
humanos reconocidos en la Constitución Federal o en los tratados internacionales en los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como las garantías establecidas para su protección. Por tanto, las autoridades 
no pueden beneficiarse de esa disposición legal y, en consecuencia, tampoco dolerse de la aplicación 
retroactiva en su perjuicio de un criterio jurisprudencial. 

 

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

JUICIO DE AMPARO DIRECTO. CONSTITUYE UN MEDIO IDÓNEO Y EFICAZ PARA PROTEGER 
LOS DERECHOS HUMANOS QUE GOZA DE EFECTIVIDAD AL BRINDAR LA POSIBILIDAD REAL 
DE DEFENSA. 

 

El juicio de amparo directo es un medio de defensa idóneo y eficaz para proteger el derecho humano 
que el quejoso considera vulnerado -acceso efectivo a la tutela jurisdiccional para impugnar el laudo- 
porque a través de él, tiene la posibilidad de reclamar las violaciones en su aspecto de legalidad, 
constitucionalidad y convencionalidad que se cometan por una autoridad jurisdiccional. Aunado a lo 
anterior, la idoneidad y efectividad del juicio de amparo se constatan con el hecho de que, según la 
violación que en su caso detecte el juzgador o tribunal federal, la sentencia podría tener por efecto el 
de repararlas y ordenar a la autoridad responsable emita una nueva, subsanando los vicios advertidos, 
por lo que la sentencia de amparo tiene la fuerza legal suficiente para dejar insubsistente la resolución 
que constituye el acto reclamado. Esto demuestra que el juicio de amparo directo constituye un medio 
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idóneo y eficaz para proteger los derechos humanos del quejoso, aun cuando constitucionalmente se le 
considera un medio de la regularidad constitucional, lo cual impide que no sea una segunda instancia, 
que goza de efectividad al brindarle la posibilidad real de defensa. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

 

INTERÉS LEGÍTIMO EN EL AMPARO. REQUISITOS PARA ACREDITARLO TRATÁNDOSE DEL 
RECLAMO DE NORMAS GENERALES AUTOAPLICATIVAS. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación tradicionalmente había sostenido, en relación con la 
procedencia del juicio de amparo contra normas generales, dos categorías de éstas: autoaplicativas y 
heteroaplicativas. En cualquiera de los dos supuestos requería de la afectación a un derecho subjetivo; 
de ahí la exigencia de un interés jurídico. No obstante, la Primera Sala del Alto Tribunal en las tesis 1a. 
CCLXXXI/2014 (10a.), 1a. CCLXXXII/2014 (10a.) y 1a. CCLXXXIII/2014 (10a.), consideró que 
tratándose del reclamo de normas generales de naturaleza autoaplicativa, basta que sus efectos o 
consecuencias causen un agravio material en intereses tutelados por el derecho objetivo, ampliando el 
margen o espacio de esas leyes a diversos supuestos de lesión material o sustancial, es decir, conforme 
al estándar anterior, cuando se impugnaba una norma general autoaplicativa era imprescindible ser 
destinatario de ésta -criterio formal-, en cambio, ahora basta que sus efectos o consecuencias causen 
un agravio material en intereses tutelados por el derecho objetivo -criterio material de lesión-. En 
consecuencia, tratándose de supuestos de interés legítimo sólo se requiere constatar una afectación 
individual o colectiva, a partir de una situación calificada, actual, real y jurídicamente relevante a sus 
intereses, que esté tutelada por el derecho objetivo para que, en caso de obtener el amparo, pueda 
traducirse en un beneficio para el quejoso (entendido en lo individual o colectivo). 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

 

DERECHO HUMANO A LA EDUCACIÓN BÁSICA. CONTRA LA DENEGACIÓN DE ACCESO A 
ÉSTE, PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL. 

 



 

 

 

 

 

Página 113 de 136 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Octubre  

 15 

Los artículos 3o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagran un cúmulo 
de derechos y obligaciones respecto al tema de la educación, a saber: a) todas las personas tienen 
derecho a recibir educación de calidad; b) los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción, entre 
otras, de sus necesidades de educación; c) es deber de los ascendientes o tutores preservar ese 
derecho; d) el Estado debe proveer lo necesario para lograr el ejercicio pleno de los derechos de los 
menores; y, e) es obligación de los mexicanos hacer que sus hijos cursen la educación básica y la media 
superior. Esto es, en estos preceptos se establecieron las directrices para salvaguardar el derecho 
humano a la educación de calidad y del que es titular toda persona, es decir, niños, niñas, adolescentes 
y jóvenes, o cualquier persona que se ubique en el territorio nacional y tenga las condicionantes de 
aquella titularidad. Por su parte, el artículo 147, párrafo segundo, de la Ley de Amparo establece que 
cuando sea procedente la suspensión y atendiendo a la naturaleza del acto, el juzgador debe ordenar 
que las cosas se mantengan en el estado que guarden y, de ser material y jurídicamente posible, 
restablecerá de manera provisional al quejoso en el goce del derecho violado; lo anterior es con el ánimo 
de respeto al Estado constitucional de derecho, ya que ha cambiado de forma tal la estructura estatal 
que, actualmente, la salvaguarda de los derechos de los particulares llega, incluso, hasta el extremo de 
que sea factible restituirlos provisionalmente en el goce de ellos, a través de una medida cautelar. Por 
tanto, procede conceder la suspensión provisional al menor de edad que fue inscrito oportunamente en 
una escuela primaria dependiente de la Secretaría de Educación en el Estado de Michoacán, pero que 
no recibe la educación básica por cuestiones ajenas a él y a sus ascendientes o tutores, para que las 
autoridades responsables -de forma inmediata- provean lo conducente para que continúe cursando el 
grado a que fue inscrito y, de ese modo, salvaguardar su derecho humano a la educación básica. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL AMPARO. PARA DETERMINAR SI UN PARTICULAR 
ENCUADRA EN ESA CATEGORÍA, NO SÓLO DEBE ANALIZARSE SU ACTO U OMISIÓN EN SÍ, 
SINO ADEMÁS SI AFECTA DERECHOS Y DERIVA DE LAS FACULTADES U OBLIGACIONES 
ESTABLECIDAS EN UNA NORMA. 

 

De los artículos 1o., fracción I y 5o., fracción II, de la Ley de Amparo se advierte que el concepto de 
autoridad responsable queda desvinculado de la naturaleza formal del órgano público y atiende, ahora, 
a la unilateralidad del acto susceptible de crear, modificar o extinguir, en forma obligatoria, situaciones 
jurídicas, o de la omisión para desplegar un acto que -de realizarse- crearía, modificaría o extinguiría 
dichas situaciones jurídicas, máxime que la interpretación teleológica de la norma reglamentaria así lo 
confirma, al señalarse en el proceso legislativo -que le dio origen- la necesidad de ampliar la procedencia 
del juicio contra actos provenientes no sólo de autoridades, sino también de particulares, a través de los 
cuales se afectara la esfera jurídica de derechos de los gobernados, sin que ello significara el abandono 
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de los medios de defensa ordinarios; y aunque se propuso que en la propia ley se especificaran los 
casos en que esos actos serían susceptibles de impugnación, se optó por dejar al Poder Judicial de la 
Federación la determinación de esas hipótesis, atento a las particularidades de cada caso y a las notas 
del acto cuestionado. En estas condiciones, autoridad responsable, para los efectos del juicio de amparo 
es: a) la que -con independencia de su naturaleza formal- dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el 
acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria, u omita el acto 
que, de realizarse, crearía, modificaría o extinguiría dichas situaciones jurídicas; y b) el particular que 
realice u omita actos equivalentes a los de autoridad, que afecten derechos y que las funciones deben 
estar determinadas por una norma general. Por tanto, para determinar si un particular encuadra en la 
categoría de autoridad responsable, no sólo debe analizarse su acto u omisión en sí, sino además, si 
afecta derechos y deriva de las facultades u obligaciones establecidas en una norma. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO DIRECTO. DEBERES DEL TRIBUNAL COLEGIADO 
DE CIRCUITO ANTE LA OBLIGACIÓN DE ANALIZAR EL CUMPLIMIENTO INTEGRAL EN LOS 
JUICIOS RELACIONADOS CUANDO EXISTAN SENTENCIAS PROTECTORAS QUE ORDENEN SU 
RECÍPROCA OBSERVANCIA. 

 

Si bien no existe posibilidad legal de acumular los juicios de amparo directo, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha establecido que resulta conveniente resolverlos en la misma sesión, en aras de 
tutelar los principios de seguridad jurídica, así como de justicia pronta y completa, pues con tal proceder 
se favorece el análisis sistemático de los conceptos de violación aducidos. En consonancia con lo 
anterior, cuando el Tribunal Colegiado de Circuito, con motivo de sendos amparos concedidos en los 
asuntos relacionados, ordene no sólo el acatamiento de una ejecutoria en lo individual, sino también 
verificar los lineamientos protectores de la ejecutoria relacionada, dicho órgano jurisdiccional queda 
también obligado a vigilar la observancia común de sus fallos y a no hacerlo en forma independiente, 
pues si los deberes impuestos quedaron ligados en una mancomunidad de directrices por la íntima 
relación que guardan y por la instrucción expresa que en tal sentido dispuso el propio Tribunal, éste 
debe asegurarse del cumplimiento recíproco para dar celeridad a la conclusión del litigio, y más aún, 
para evitar decisiones contradictorias durante el procedimiento de ejecución. En consecuencia, para 
que este Alto Tribunal, al conocer del recurso de inconformidad pueda valorar si se actualizan los 
anteriores supuestos, el Tribunal Colegiado de Circuito deberá: 1) agregar al expediente copia 
autorizada de la ejecutoria relacionada, cualquiera que sea su sentido; 2) si se interpone recurso de 
inconformidad, adicionalmente certificar el estado procesal en que se encuentre, en su caso, el 
procedimiento de ejecución del amparo relacionado; y, 3) archivar los asuntos simultáneamente y no en 
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forma individual, dejando constancia en cada expediente de lo así decretado en el diverso juicio 
relacionado. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

JURISPRUDENCIA. FORMA EN LA QUE DEBEN ACTUAR LOS TRIBUNALES DE AMPARO 
CUANDO LA ESTABLECIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, SE 
ENCUENTRE PENDIENTE DE PUBLICACIÓN EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 

 

Ante la hipótesis de que la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pendiente de 
publicación en el Semanario Judicial de la Federación, se contraponga a la emitida por algún Pleno de 
Circuito de la República Mexicana, y publicada formalmente conforme al Acuerdo General 19/2013 (*) 
del Pleno del Alto Tribunal, el órgano jurisdiccional de amparo deberá ponderar caso por caso su 
aplicación, atendiendo a las particularidades del asunto y tomando en cuenta que la jurisprudencia no 
tendrá efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna; lo cual implicará que el operador jurídico 
justifique esta situación de manera razonable, consistente y uniforme, con la consecuencia legal de que 
este ejercicio argumentativo, debidamente justificado, en ningún caso implicará contravención al artículo 
217 de la vigente Ley de Amparo. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE ESTE RECURSO CUANDO LOS 
AGRAVIOS FORMULADOS POR EL RECURRENTE SON INOPERANTES. 

 

Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
81, fracción II, de la Ley de Amparo, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, así como al Acuerdo General Número 9/2015, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la procedencia del recurso de revisión en amparo directo tiene un carácter 
excepcional, esto es, sólo procede si existe alguna cuestión de constitucionalidad y, además, si ésta 
entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia, es decir, cuando: i) se trate de la fijación 
de un criterio novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional; o, ii) lo decidido en la sentencia 
recurrida pudiera implicar el desconocimiento u omisión de un criterio sostenido por este Alto Tribunal. 
De ahí que el recurso de revisión en amparo directo es improcedente cuando los agravios formulados 
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por el recurrente sean inoperantes, aun si el tema de constitucionalidad planteado es novedoso por no 
existir jurisprudencia definida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación al respecto, en tanto que 
no se fijará un criterio de relevancia para el orden jurídico nacional. 

 

PRIMERA SALA 

 

CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD. SU EJERCICIO NO 
LIMITA NI CONDICIONA EL DEL CONTROL CONCENTRADO. 

 

En atención a los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
control difuso que realizan los Jueces ordinarios, en el ámbito de sus competencias, constituye una 
herramienta en su labor de decir el derecho conforme a la Ley Suprema. Esta facultad se ha entendido 
en el sentido de que el órgano judicial puede ejercerla ex officio, esto es, en razón de su función 
jurisdiccional y sin que medie petición alguna de las partes; sin embargo, es factible que en un juicio 
contencioso el actor solicite que el juzgador ejerza control difuso respecto de alguna norma. En este 
caso, al existir un argumento de nulidad expreso, se dan dos posibilidades: 1) que el órgano 
jurisdiccional coincida con lo expuesto por el actor y considere que debe desaplicar la norma; y, 2) que 
no convenga con lo solicitado. En este último supuesto, si el órgano del conocimiento considera que la 
norma no es contraria a la Constitución Federal o a los tratados internacionales en materia de derechos 
humanos de los que el Estado Mexicano sea parte, bastará con que mencione en una frase expresa 
que no advirtió que la norma fuese violatoria de derechos humanos, para que se estime que realizó el 
control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea 
necesaria una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, pues la norma no le generó convicción 
que pusiera en entredicho la presunción de constitucionalidad de la que gozan las disposiciones 
jurídicas de nuestro sistema; ello, porque no puede imponerse al juzgador natural la obligación de 
contestar de fondo los argumentos de inconstitucionalidad o inconvencionalidad que le hagan valer en 
la demanda, ya que ese proceder implicaría que la vía se equipare al control concentrado, 
desvirtuándose con ello la distinción entre los dos modelos de control que están perfectamente 
diferenciados en nuestro sistema. Por tanto, es inexacto considerar que en su demanda de amparo el 
quejoso deba combatir el análisis de constitucionalidad efectuado por la autoridad responsable, pues el 
control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de las normas generales por vía de acción 
se deposita exclusivamente en los órganos del Poder Judicial de la Federación, quienes deciden en 
forma terminal y definitiva si una disposición es o no contraria a la Constitución Federal y a los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos. Además, tratándose de procedimientos de control 
concentrado, el tema de inconstitucionalidad o de inconvencionalidad de leyes -planteado expresamente 
por el solicitante de amparo- forma parte de la litis y, por ende, el Tribunal Colegiado de Circuito está 
obligado a pronunciarse de forma directa sobre éste. De ahí que los juzgadores de amparo deben 
abordar el estudio de constitucionalidad de leyes al dictar sentencia en amparo directo cuando estos 
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aspectos sean planteados en los conceptos de violación, sin que los pronunciamientos que hubiese 
realizado la autoridad responsable en el juicio de nulidad, por medio del ejercicio del control difuso, 
limiten o condicionen el ejercicio de las facultades del control concentrado. 

 

PRIMERA SALA 

 

CONTROL CONCENTRADO Y DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD. SUS 
DIFERENCIAS. 

 

De los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que el 
control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad respecto de normas generales por vía de 
acción está depositado exclusivamente en los órganos del Poder Judicial de la Federación, quienes 
deciden en forma terminal y definitiva, por medio del análisis exhaustivo de los argumentos que los 
quejosos propongan en su demanda o en los casos en que proceda la suplencia de la queja, si una 
disposición es contraria o no a la Constitución Federal y a los tratados internacionales sobre derechos 
humanos de los que el Estado Mexicano sea parte. Por su parte, el control difuso que realizan las demás 
autoridades del país, en el ámbito de su competencia, se ejerce de manera oficiosa, si y sólo si, 
encuentran sustento para ello, respaldándose en el imperio del cual están investidas para juzgar 
conforme a la Constitución. Por tanto, el control ordinario que ejercen estas autoridades en su labor 
cotidiana, es decir, en su competencia específica, se constriñe a establecer la legalidad del asunto 
sometido a su consideración con base en los hechos, argumentaciones jurídicas, pruebas y alegatos 
propuestos por las partes, dando cumplimiento a los derechos fundamentales de audiencia, legalidad, 
debido proceso y acceso a la justicia. Es aquí donde el juzgador ordinario, al aplicar la norma, puede 
contrastar, de oficio, entre su contenido y los derechos humanos que reconoce el orden jurídico nacional 
(esto es, realizar el control difuso) en ejercicio de una competencia genérica, sin que la reflexión que 
realiza el juez común, forme parte de la disputa entre actor y demandado. En ese sentido, la diferencia 
toral entre los medios de control concentrado y difuso estriba, esencialmente, en que en el primero es 
decisión del quejoso que el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley forme parte de 
la litis, al plantearlo expresamente en su demanda de amparo; mientras que en el segundo, ese tema 
no integra la litis, que se limita a la materia de legalidad (competencia específica); no obstante, por razón 
de su función, por decisión propia y prescindiendo de todo argumento de las partes, el juzgador puede 
desaplicar la norma que a su criterio no sea acorde con la Constitución o con los tratados internacionales 
en materia de derechos humanos. 

 

PRIMERA SALA 
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BULLYING ESCOLAR. EXISTE UN DEBER DE DEBIDA DILIGENCIA DEL ESTADO PARA 
PROTEGER Y GARANTIZAR LOS DERECHOS DE LOS MENORES DE ACUERDO CON EL 
PRINCIPIO DE SU INTERÉS SUPERIOR. 

 

El deber de proteger el interés superior del menor en cualquier contienda judicial donde se vean 
involucrados los derechos de los menores constituye una doctrina reiterada de esta Suprema Corte. 
Cabe señalar que la protección constitucional que merecen los niños no se equipara a la que debe 
recibir cualquier otro grupo vulnerable. La mayor protección a sus derechos no sólo se justifica por su 
situación de mayor vulnerabilidad, sino también por el interés específico de la sociedad en velar porque 
los menores alcancen su pleno desarrollo. En este sentido, el principio del interés superior ordena a 
todas las autoridades estatales que la protección de los derechos del niño se realice a través de medidas 
"reforzadas" o "agravadas", y que los intereses de los niños sean protegidos con mayor intensidad. Por 
lo anterior, en los casos en los que el sujeto pasivo de determinado tipo de violencia sea un menor, el 
juzgador debe partir de que la diligencia del Estado al proteger y garantizar dichos intereses debe ser 
particularmente elevada, tanto por la situación de especial vulnerabilidad en la que generalmente se 
ubican los menores, como por los devastadores efectos que la violencia y/o la intimidación pueden 
producir en personas en desarrollo. 

 

PRIMERA SALA 

 

VIOLACIÓN PROCESAL RECLAMADA EN AMPARO DIRECTO COMO ACTO AUTÓNOMO. NO SE 
SURTE LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO PARA CONOCER DE ESE 
JUICIO, PESE A QUE EXISTA UNA DIVERSA DEMANDA DONDE SE RECLAMA LA SENTENCIA 
DEFINITIVA DICTADA EN EL MISMO PROCEDIMIENTO DONDE SE COMETIÓ AQUÉLLA, PUES 
SE TRATA DE UN ASUNTO DISTINTO QUE DEBE TRAMITARSE EN LA VÍA INDIRECTA. 

 

De acuerdo con los artículos 171 y 174 de la Ley de Amparo, las violaciones a las leyes del 
procedimiento pueden invocarse al promover el amparo directo contra la sentencia definitiva, laudo o 
resolución que ponga fin al juicio, siempre que el quejoso las haya impugnado durante la tramitación del 
juicio a través del recurso o medio de defensa que la ley ordinaria correspondiente señale y trasciendan 
al resultado del fallo. Por tanto, éstas no pueden reclamarse paralelamente en un juicio de amparo 
directo autónomo, al mismo tiempo en que el quejoso formula una diversa demanda reclamando la 
sentencia definitiva dictada en el propio procedimiento donde se pronunció la resolución en que se finca 
la referida violación procesal; de otro modo significaría que ambos amparos tuvieran que acumularse o 
tenerse presentes al mismo tiempo como si se tratara de uno solo con el fin de analizar lo planteado en 
cada uno de ellos, lo cual sería técnica y legalmente inaceptable. De este modo, no se surte la 
competencia en favor del Tribunal Colegiado de Circuito para conocer de ellas, ni siquiera para desechar 
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la demanda por estimarla improcedente, ya que si su presentación es lo que da inicio al juicio de amparo, 
con ella se integra la litis constitucional de manera independiente a cualquier otro juicio que plantee el 
mismo quejoso. De ahí que si un Tribunal Colegiado de Circuito sólo puede ser competente para 
conocer de una demanda de amparo que corresponda ser tramitada en la vía directa, entonces, la única 
manera de poder decir que también lo es para conocer de dichas violaciones, es cuando, vía conceptos 
de violación, éstas formen parte integrante de la demanda de amparo que se formule contra la sentencia 
definitiva, por ser la que verdaderamente lo dota de competencia para pronunciarse respecto de las 
violaciones procesales. Consecuentemente, si las violaciones procesales se señalan como acto 
reclamado destacado, resulta que cuando se está frente a una demanda así presentada, lo conducente 
es atender ese planteamiento como un juicio autónomo, con contenido propio, y en términos del artículo 
45 de la Ley de Amparo, ordenar su remisión a un Juez de Distrito, que es el competente para conocer 
de la demanda de amparo por tratarse de un acto dictado dentro de juicio, según lo prevé el artículo 107 
de la misma ley, independientemente de que una vez hecho el estudio de la demanda, el juicio resulte 
o no procedente, pues la competencia de un órgano de control constitucional y la improcedencia del 
juicio son cuestiones técnicamente distintas. Con ello se evita dejar al arbitrio del quejoso la elección de 
la vía para el reclamo de ciertos actos, pues no es su postura lo que finca competencia en favor de un 
determinado órgano para conocer del juicio de amparo, sino lo que al respecto disponen la propia 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Amparo. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

PARTICULAR SEÑALADO COMO AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL AMPARO. DESDE LA 
ADMISIÓN DE LA DEMANDA DEBE DETERMINARSE SI LE ASISTE ESE CARÁCTER. 

 

La Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, en su artículo 5o., fracción II, párrafo segundo, 
establece un supuesto que no estaba previsto en la ley de la materia abrogada, relativo a la posibilidad 
de que los particulares sean autoridades responsables cuando realicen actos equivalentes a los de 
autoridad; empero, dicho mandato se introduce a manera de excepción, únicamente cuando la ley dé al 
particular alguna facultad de imperio susceptible de afectar derechos de otros gobernados, ya que, 
ordinariamente, éstos se involucran entre sí en relaciones de coordinación, no de supra a subordinación. 
A partir de dicha circunstancia, se concluye que desde la admisión de la demanda de amparo debe 
determinarse si el particular es o no autoridad responsable, porque dada la excepcionalidad del 
tratamiento legal respectivo, no conviene someterlo innecesariamente al juicio -con las cargas 
procesales que se le imponen al hacerlo-, si desde esa etapa del procedimiento se advierte que no le 
asiste el carácter señalado. Examen que, evidentemente, es factible sólo si obran en el sumario 
elementos suficientes para arribar a la decisión correspondiente, lo cual deriva del artículo 113 del propio 
ordenamiento. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

 

IMPEDIMENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. SE ACTUALIZA CUANDO EL FUNCIONARIO 
JUDICIAL EXPRESA LOS ELEMENTOS OBJETIVOS DE LOS QUE SE INFIERE EL RIESGO DE 
PÉRDIDA DE IMPARCIALIDAD (ARTÍCULO 51, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY RELATIVA). 

 

El numeral mencionado norma los casos en los cuales los funcionarios judiciales que conozcan de los 
juicios de amparo deberán excusarse por incurrir en alguna de las causas de impedimento allí previstas. 
En las primeras siete fracciones establece diversos supuestos específicos para su actualización, de 
forma que las razones por las cuales se haga valer un impedimento fundado en cualquiera de ellas, 
debe ajustarse al tipo legal preciso; sin embargo, en la fracción VIII el legislador comprendió un supuesto 
normativo novedoso -que no existía en el precepto 66, correlativo de la legislación de la materia 
abrogada-, pues en aquélla deja abierta la posibilidad para la configuración de esta figura jurídica en 
casos distintos a los expresamente previstos, sin más limitante que la situación invocada brinde los 
elementos objetivos de los que se infiera que la imparcialidad del juzgador pudiera ser afectada. Así, 
para calificar de legal el impedimento de que se trate, bastará que casuísticamente el funcionario 
proporcione las bases que objetivamente le sirven de fundamento para hacerlo valer, y exprese que 
subjetivamente lo colocan en un riesgo de pérdida de imparcialidad, pues en casos como éstos la 
posibilidad de peligro de quebranto de la imparcialidad se presenta en el fuero interno del funcionario el 
que, en cada caso, es diferente, ya que su determinación dependerá de la vida cotidiana, intereses, 
relaciones humanas, sociales y familiares, entre otros factores personalísimos propios de cada quien. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

 

AMPARO INDIRECTO. SUPUESTO EN QUE EL REQUISITO DE AGOTAR EL RECURSO DE 
APELACIÓN PREVENTIVA, PREVIO A LA PROMOCIÓN DE AQUÉL, SÍ PUEDE SER 
CONSIDERADO CONTRARIO AL DERECHO HUMANO DE ACCESO A UN RECURSO JUDICIAL 
EFECTIVO. 

 

Del artículo 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se obtiene la 
obligación de los Estados partes a garantizar a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso 
judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales, es decir, el Estado debe 
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comprender dentro de su derecho interno, un medio de impugnación rápido, sencillo y eficaz que 
combata el derecho lesionado. Ahora bien, pese a que el recurso de apelación en efecto devolutivo de 
tramitación conjunta con la sentencia definitiva, constituye un medio ordinario de impugnación que 
permite controvertir las actuaciones dictadas durante el proceso, con la expectativa de revocarlas o 
modificarlas, hasta el dictado de la sentencia; resulta, sin embargo, que cuando la consecuencia de la 
violación procesal impugnada implica la imposibilidad de dictar la sentencia definitiva correspondiente, 
o retrasa en exceso la sustanciación del asunto, más allá de un plazo prudente y razonable, es claro 
que, en ese supuesto particular, la ordenanza adjetiva de agotar el recurso de apelación preventiva, 
previo a la promoción del juicio de amparo indirecto, sí puede ser considerada contraria al derecho 
humano de acceso a un recurso judicial efectivo, en atención a que retarda de manera desmedida el 
dictado de la sentencia definitiva, o puede llegar a impedir su emisión, porque su existencia, a su vez, 
condiciona la resolución de la violación procesal, lo que se asemeja a una negativa a dictar sentencia, 
en perjuicio de la esfera jurídica del promovente de manera irreparable y, por ende, impugnable en 
amparo indirecto. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

DERECHO A LA EDUCACIÓN. IMPLICA EL DEBER DE IMPARTIRLA EN UN AMBIENTE LIBRE DE 
VIOLENCIA. 

 

La educación es un derecho humano intrínseco y un medio indispensable para realizar otros derechos 
humanos. Ahora bien, la educación a que tiene derecho todo niño es aquella que se concibe para 
prepararlo para la vida cotidiana, fortalecer su capacidad de disfrutar de todos los derechos humanos y 
fomentar una cultura en la que prevalezcan los valores de éstos. Asimismo, los niños tienen derecho a 
recibir educación que les provea las capacidades necesarias para desarrollarse y superarse en la vida. 
Por tanto, la prestación del servicio educativo debe transmitir los valores que hacen posible la vida en 
sociedad, de forma singular, el respeto a todos los derechos y las libertades fundamentales, a los bienes 
jurídicos ajenos y los hábitos de convivencia democrática y de respeto mutuo. En este sentido, las 
escuelas juegan un rol crítico en la construcción de la resiliencia y sentimientos de bienestar del niño, 
que han sido también vinculados a reducir la posibilidad de que éste sea victimizado en el futuro, por lo 
que el Estado debe garantizar el respeto a todos sus derechos humanos en el centro escolar, y avalar 
que se promueva una cultura de respeto a éstos. Así, es primordial que la educación se preste en un 
ambiente seguro y estimulante para el niño, para lo cual, las escuelas deben proveer un ambiente libre 
de violencia, pues aquél tiene derecho a sentirse seguro en la escuela y a no verse sometido a la 
opresión o humillación recurrente del hostigamiento, ya que no es exagerado señalar que la seguridad 
del niño en el centro escolar constituye una base fundamental para ejercer su derecho a la educación. 
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PRIMERA SALA 

 

 

 

ACCESO A LA JUSTICIA. LA OBLIGACIÓN DE REPARAR A LA PARTE QUEJOSA CUANDO SE 
HA CONCLUIDO QUE EXISTE UNA VIOLACIÓN A SUS DERECHOS HUMANOS, CONSTITUYE 
UNA DE LAS FASES IMPRESCINDIBLES DE AQUÉL. 

 

El objeto del amparo es restituir a la parte quejosa en el pleno goce de su derecho violado, así como 
obligar a la autoridad responsable a respetar y cumplir con los derechos que se estimaron violados, ante 
lo cual, el efecto de una sentencia de amparo debe caracterizarse por una ductilidad que permita tutelar 
de la manera más efectiva posible los derechos de las personas. Al respecto, la Primera Sala ha 
destacado que una de las formas que pueden adoptar las garantías de protección con el fin de tutelar 
derechos humanos son aquellas que, por un lado, buscan producir el acto que promueve o protege tales 
derechos y, por otro, aquellas que sancionan la omisión de actuación por quienes están 
constitucionalmente exigidos a promover, respetar y proteger los derechos humanos. Esta Primera Sala 
recuerda que para prevenir la impunidad, las autoridades tienen la obligación, de conformidad con el 
artículo 1o. constitucional, de respetar y garantizar los derechos humanos reconocidos en dicho texto y 
en los tratados de que México sea parte. La investigación de las violaciones a los derechos humanos 
con la finalidad de evitar la impunidad y restablecer, en la medida de lo posible, la plenitud de los 
derechos humanos, es una obligación de garantía del libre y pleno ejercicio de los individuos. 
Finalmente, esta Primera Sala destaca que las autoridades pueden ser consideradas responsables por 
no ordenar, practicar o valorar pruebas que podrían ser fundamentales para el debido esclarecimiento 
de los hechos, por lo que deben ser investigadas ante dichas acciones y omisiones. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

QUEJA. RECURSO PREVISTO EN EL INCISO A), DE LA FRACCIÓN I, DEL DISPOSITIVO 97 DE LA 
LEY DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO QUE DESECHA LA DEMANDA 
POR FALTA DE FIRMA DEL QUEJOSO EN EL ESCRITO INICIAL; EL AUTORIZADO EN TÉRMINOS 
DEL NUMERAL 12 DE LA LEY DE LA MATERIA, NO TIENE LEGITIMACIÓN PROCESAL ACTIVA 
PARA INTERPONERLA. 
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Conforme al dispositivo 6o. de la Ley de Amparo, la persona directamente agraviada, su representante 
o apoderado legal, son los que podrán promover el amparo; en consecuencia, ellos deberán interponer 
el recurso de queja en términos del inciso a), fracción I, del ordinal 97 de la ley de la materia, cuando se 
controvierta el desechamiento de la demanda por falta de firma, y no el autorizado en términos del 
numeral 12 del ordenamiento legal mencionado, ya que no está en posibilidad de efectuar ese acto 
procesal, porque solamente puede actuar en aquellos subsiguientes a la promoción de la demanda o 
en su caso, que no incidan con cuestiones que directamente deban provenir de la voluntad del quejoso. 
Por lo que ante la falta de legitimación procesal activa del autorizado para promover recurso de queja 
en los términos apuntados, debe declararse improcedente el medio de defensa intentado cuando éste 
recurre. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

 

QUEJA. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA LA PROMOVIDA CONTRA EL AUTO QUE DEJÓ SIN 
EFECTOS LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL POR NO EXHIBIRSE LA CAUCIÓN RESPECTIVA, SI 
AL MOMENTO DE RESOLVERSE DICHO RECURSO, YA SE DECIDIÓ SOBRE LA DEFINITIVA. 

 

El recurso de queja interpuesto contra el auto mediante el cual el Juez de Distrito dejó sin efectos la 
suspensión provisional concedida, debido a que no se otorgó la caución fijada para garantizar los 
posibles daños y perjuicios que con dicha medida cautelar se pudieran ocasionar, debe declararse sin 
materia, si al momento de resolver dicho recurso, ya se decidió sobre la suspensión definitiva, toda vez 
que el otorgamiento y denegación del beneficio suspensional ya no dependen del auto de suspensión 
provisional, ni de aquel en que ésta se dejó sin efecto, sino de la citada interlocutoria; 
consecuentemente, resultaría ocioso e inútil examinar si resulta o no legal el auto recurrido, al estar éste 
vinculado con la medida provisional, pues cualquiera que fuera el resultado de tal estudio, la suspensión 
provisional ya no podría volver a surtir efectos, en virtud del pronunciamiento realizado sobre la 
definitiva. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO. 

 

 

LEGITIMACIÓN DEL TERCERO INTERESADO PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN 
CONTRA LA SENTENCIA QUE NEGÓ EL AMPARO Y RESOLVIÓ DESFAVORABLEMENTE EL 
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INCIDENTE EN QUE SE IMPUGNÓ LA PERSONALIDAD DEL REPRESENTANTE DEL QUEJOSO. 
NO LA TIENE SI ESTE ÚLTIMO PRONUNCIAMIENTO REPERCUTE ÚNICAMENTE EN LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO, Y NO EN CUALQUIER ÁMBITO FORMAL O 
MATERIALMENTE JURISDICCIONAL. 

 

Conforme a la interpretación sistemática de los artículos 5o., 81, fracción I, inciso e), 82, 87, primer 
párrafo y 88, primer párrafo, de la Ley de Amparo, el recurso de revisión sólo puede interponerlo la parte 
a quien causa perjuicio la sentencia definitiva que se impugna. Por su parte, la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de la Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 77/2015 (10a.), de título y subtítulo: 
"REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER ESTE RECURSO 
DERIVA NO SÓLO DE LA CALIDAD DE PARTE, SINO ADEMÁS, DE QUE LA SENTENCIA 
COMBATIDA LE AGRAVIE COMO TITULAR DE UN DERECHO O PORQUE CUENTE CON LA 
REPRESENTACIÓN LEGAL DE AQUÉL.", sostuvo que al ser los recursos medios de impugnación que 
puede ejercer la persona agraviada por una resolución para poder obtener su modificación o revocación, 
la legitimación para impugnarla y excitar la función jurisdiccional de una nueva instancia deriva no sólo 
de la calidad de parte que se ha tenido en el juicio de amparo sino, además, de que la resolución 
combatida le cause un agravio como titular del derecho puesto a discusión en el juicio o, en su caso, 
porque cuente con la representación legal de aquél. Ahora bien, el tercero interesado tiene, en términos 
generales, un interés opuesto al del quejoso y, en ese contexto, le resulta jurídicamente conveniente 
que subsista el acto reclamado, por lo que la determinación en que se niega el amparo, en principio, no 
contraría su esfera jurídica ni lo legítima para interponer la revisión, aunque deben analizarse las 
circunstancias de cada caso para corroborar esa ausencia de afectación. En consecuencia, si en la 
tramitación del juicio de amparo el tercero interesado objeta, mediante el incidente relativo, la 
personalidad de quien ostenta la representación de la quejosa, y aduce al efecto la existencia de vicios 
en el acto en que ésta le fue conferida, pero el Juez de Distrito, al dictar la sentencia definitiva analiza 
en forma previa ese tema jurídico y considera acreditado el mencionado presupuesto procesal, al 
estimar actualizada la hipótesis del artículo 11 de la Ley de Amparo, ese pronunciamiento no le afecta 
en su esfera jurídica, si el tema en cuestión fue analizado exclusivamente con el objeto de establecer si 
se satisface el mencionado presupuesto para efectos de la procedencia del juicio de amparo, cuya 
finalidad en esos casos no es la de dirimir el fondo de cuestiones relativas a la representación de una 
persona moral, puesto que el Juez de Distrito exclusivamente constata si se satisfacen los requisitos 
para la procedencia de la acción constitucional conforme a la ley de la materia, y la conclusión a la que 
arriba no implica un pronunciamiento generalizado que incida en cualquier ámbito formal o 
materialmente jurisdiccional. Por tanto, como la sentencia no depara afectación al tercero interesado, 
entonces carece de legitimación para interponer en su contra el recurso de revisión si también se negó 
el amparo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
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REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE MERA LEGALIDAD DEBEN 
DESESTIMARSE POR INEFICACES. 

 

Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, que regulan el recurso de revisión en amparo directo, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en esta instancia deberá examinar las cuestiones propiamente 
constitucionales y no argumentos de mera legalidad, ya que el recurso aludido sólo procede si se 
plantean agravios sobre constitucionalidad de normas generales o de interpretación directa de un 
precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido 
planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de acuerdos generales del Pleno; en consecuencia, los 
agravios de mera legalidad deben desestimarse por ineficaces. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

 

 

 

RESTRICCIONES CONSTITUCIONALES AL GOCE Y EJERCICIO DE LOS DERECHOS Y 
LIBERTADES. SU CONTENIDO NO IMPIDE QUE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN LAS INTERPRETE DE LA MANERA MÁS FAVORABLE A LAS PERSONAS, EN TÉRMINOS 
DE LOS PROPIOS POSTULADOS CONSTITUCIONALES. 

 

Conforme a lo resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la contradicción de 
tesis 293/2011 (*), las restricciones constitucionales al goce y ejercicio de los derechos y libertades 
prevalecen sobre la norma convencional, sin dar lugar a emprender algún juicio de ponderación 
posterior; sin embargo, nada impide que el intérprete constitucional, principalmente la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, al hacer prevalecer una restricción o limitación constitucional, también practique 
un examen de interpretación más favorable en la propia disposición suprema, delimitando sus alcances 
de forma interrelacionada con el resto de las disposiciones del mismo texto constitucional. En efecto, no 
porque el texto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos deba prevalecer, su 
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aplicación ha de realizarse de manera indiscriminada, lejos de ello, el compromiso derivado de lo 
resuelto en la aludida contradicción de tesis privilegia un ejercicio hermenéutico que lleve al operador 
jurídico competente a que, sin vaciar de contenido la disposición restrictiva, ésta sea leída de la forma 
más favorable posible, como producto de una interpretación sistemática de todos sus postulados. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

SERVICIOS EDUCATIVOS. LA EXIGIBILIDAD DE LOS DEBERES DE PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS DEL MENOR BAJO EL CUIDADO DE UN CENTRO EDUCATIVO APLICA TANTO AL 
ESTADO, COMO A LOS PARTICULARES. 

 

Cuando las instituciones privadas prestan servicios educativos a menores, o desarrollan actividades 
relacionadas con éstos en general, se encuentran vinculadas por el principio del interés superior del 
menor. De esta forma, la institución que preste el servicio educativo debe proteger los derechos del niño 
a la dignidad, a la integridad física, a la educación y a la no discriminación. Ahora bien, lo anterior no 
implica que el Estado sea desplazado de su deber de velar por la protección de los derechos del menor 
cuando éste se encuentre bajo el cuidado de un centro educativo privado, pues la exigibilidad de los 
deberes de protección tiene un carácter complejo, en tanto que los derechos correlativos a dichos 
deberes son oponibles, por un lado, a todos los poderes públicos dentro del Estado -desde el legislador 
y la administración, las escuelas públicas y los profesores del Estado, hasta los tribunales-; y, por otro, 
también a los particulares, como son los profesores, los educadores, los directivos o las escuelas 
privadas en general. 

 

PRIMERA SALA 

 

CATEGORÍAS SOSPECHOSAS. LA INCLUSIÓN DE NUEVAS FORMAS DE ÉSTAS EN LAS 
CONSTITUCIONES Y EN LA JURISPRUDENCIA ATIENDE AL CARÁCTER EVOLUTIVO DE LA 
INTERPRETACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS. 

 

La razón de tener un catálogo de categorías sospechosas es resaltar de manera no limitativa que existen 
ciertas características o atributos en las personas que han sido históricamente tomadas en cuenta para 
categorizar, excluir, marginalizar y/o discriminar a quienes las tienen o a quienes han sido asociados 
con estos atributos o características. Así por ejemplo, las categorías de sexo, raza, color, origen 
nacional, posición económica, opiniones políticas, o cualquier otra condición o situación social, han sido 
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consideradas como las principales categorías sospechosas incluidas en los tratados internacionales y 
en diversas Constituciones. Ahora bien, con el paso del tiempo, se ha incluido en la jurisprudencia y/o 
en las Constituciones otras categorías atendiendo a otras formas de discriminación detectadas. Así 
pues, por un lado, en atención al carácter evolutivo de la interpretación de los derechos humanos, la 
jurisprudencia convencional y constitucional ha incluido, por ejemplo, a la preferencia sexual como una 
categoría sospechosa. Por otro lado, diversas Constituciones han previsto expresamente nuevas formas 
de categorías sospechosas, tales como la edad, la discapacidad y el estado civil -o el estado marital-. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

 

BULLYING ESCOLAR. TEST PARA EVALUAR LA RESPONSABILIDAD DERIVADA DE AQUÉL. 

 

De acuerdo a la evolución que ha tenido el derecho de daños en el sistema jurídico mexicano, así como 
el derecho a una justa indemnización, esta Primera Sala considera que el test adecuado para evaluar 
la responsabilidad en tratándose de bullying debe ser el mismo que acompaña a la responsabilidad 
subjetiva. Cada uno de los elementos que componen el test deben evaluarse a partir de la protección 
reforzada que merecen los derechos de los niños a la dignidad, la educación y la no discriminación. La 
aplicación de dicho test dependerá del tipo de responsabilidad demandada. En caso de que se demande 
bullying por acciones o conductas de agresión, deberá corroborarse: (1) el acoso a la víctima, es decir, 
si se acredita la existencia del bullying y si éste puede atribuirse a agresores en específico (profesores 
o alumnos); (2) el daño físico o psicológico que sufrió el menor; y (3) el nexo causal entre la conducta y 
el daño. En cambio, cuando se demanden omisiones de cuidado a la escuela, el hecho ilícito o la 
conducta dañosa, será la negligencia del centro escolar; en dicho caso deberá corroborarse: (1) la 
existencia del bullying; (2) la negligencia de la escuela para responder al acoso escolar; (3) el daño 
físico o psicológico; y (4) el nexo causal entre la negligencia y el daño. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

BULLYING ESCOLAR. PUEDE GENERAR RESPONSABILIDAD POR ACCIONES Y POR 
OMISIONES. 
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La responsabilidad en los casos de acoso escolar puede derivar tanto de conductas positivas como de 
omisiones de cuidado del personal a cargo del menor. Cuando se demanda responsabilidad por acción, 
se atribuye el daño a un agresor en específico, al cual se le imputan una serie de conductas de agresión 
contra el niño. Si se comprueba que la conducta del mismo es la que dañó la dignidad, integridad física 
y moral de la víctima, el hecho dañoso será la conducta del agresor o bullies (un menor o un profesor 
en particular). Ahora bien, cuando se demanda negligencia de las autoridades escolares, la 
responsabilidad se generará por el incumplimiento u omisión de los deberes de cuidado. En este caso, 
la responsabilidad atribuible a la escuela consiste en hacer frente al fenómeno bajo los estándares que 
les exige la prestación del servicio educativo. Por tanto, para acreditar la responsabilidad de las 
autoridades escolares, es preciso verificar si se han incumplido dichos deberes a la luz de los derechos 
a la dignidad, educación y no discriminación de los niños. Por tanto, para determinar el tipo de 
responsabilidad que se debe acreditar, deberá analizarse el hecho generador de la responsabilidad, es 
decir, si se demandó una agresión por la acción de una o varias personas en específico, o si se demanda 
el incumplimiento de los deberes de cuidado de la escuela. 

 

PRIMERA SALA 

 

RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 83, FRACCIÓN II, INCISO A), DE LA LEY 
DE AMPARO ABROGADA. DEBE CONSIDERARSE INTERPUESTO EN TIEMPO SI LA OFICINA DE 
CORRESPONDENCIA COMÚN LO RECIBIÓ EN LAS PRIMERAS HORAS DEL DÍA SIGUIENTE AL 
VENCIMIENTO DEL PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN. 

 

El artículo 29, párrafo primero, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que 
establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de enero de 2015, establece que el horario de las 
oficinas de correspondencia común será de las ocho horas con treinta minutos a las veinticuatro horas, 
en días hábiles con algunas excepciones, como la prevista en su artículo 40, el cual dispone que si se 
encuentra próximo a concluir el horario de actividades y se presentan varios interesados solicitando la 
recepción de sus promociones, el personal debe entregarles comprobantes o contraseñas con el objeto 
de atenderles y recibir los documentos que exhibiesen a fin de justificar su recepción fuera del horario 
establecido. En este contexto, si la oficina mencionada recibe el escrito u oficio de agravios del recurso 
de revisión previsto en el artículo 83, fracción II, inciso a), de la Ley de Amparo abrogada [correlativo 
del artículo 81, fracción I, inciso a), de la ley actual], en las primeras horas del día siguiente al 
vencimiento del plazo de diez días para su presentación, debe considerarse que dicho medio se 
interpuso en tiempo. Lo anterior, toda vez que cuando un escrito o promoción se recibe en una oficina 
de correspondencia común en las primeras horas del día, ello hace presumir que el promovente se 
presentó antes de las veinticuatro horas del día anterior, pero que existió una carga excesiva de trabajo 
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que impidió al personal respectivo recibir los escritos u oficios en el horario establecido por el referido 
Consejo y, por ello, se recibieron en las primeras horas del día siguiente. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, 
CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL. 

 

CESACIÓN DE EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO EN EL AMPARO DIRECTO. SUPUESTO EN 
QUE ES INNECESARIO DAR VISTA AL QUEJOSO CON LA ACTUALIZACIÓN DE ESA CAUSAL 
DE IMPROCEDENCIA, CONFORME AL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE 
LA MATERIA. 

 

Si se parte de la teleología del citado artículo, cuando el derecho de audiencia se ha visto colmado en 
un proceso constitucional por haberse cumplido con el principio de contradicción, es decir, cuando se 
ha tenido posibilidad de alegar y exponer durante el proceso, no habrá razón jurídica para dar la vista 
respectiva al quejoso cuando el juicio que haya promovido deba sobreseerse por cesar los efectos del 
acto reclamado, dada la concesión de la protección constitucional en un juicio relacionado al mismo acto 
reclamado. En efecto, es innecesario dar vista al quejoso cuando la causal de improcedencia se haya 
generado de la resolución de diverso juicio de amparo relacionado con el mismo acto reclamado, porque 
en el proceso constitucional promovido por su contraparte, dicho sujeto no estaba inaudito, pues tenía 
a su alcance el amparo adhesivo a fin de que prevaleciera el acto reclamado en sus términos. De esa 
manera, si está colmada la finalidad constitucional de la norma en análisis, es decir, la oportunidad de 
defensa en el proceso, resultará innecesario dar vista al impetrante para ese efecto, máxime, porque 
ello no se advierte de oficio durante el procedimiento, sino al dictarse una sentencia en un juicio de 
amparo directo relacionado con el mismo acto reclamado; de ahí que la causal de improcedencia 
resultaría inminente e indudable. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

AMPARO ADHESIVO. LA FALTA DE EMPLAZAMIENTO AL PROCEDIMIENTO NATURAL 
ALEGADA POR EL QUEJOSO ADHERENTE, QUIEN SE OSTENTA COMO TERCERO EXTRAÑO 
AL JUICIO, NO OBLIGA AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO A DECLINAR LA 
COMPETENCIA EN UN JUEZ DE DISTRITO. 

 

De conformidad con los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 181 y 182 de la Ley de Amparo, así como con las exposiciones de motivos de los 
procesos legislativos que les dieron origen, el amparo adhesivo, por su naturaleza procesal, es 
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accesorio del juicio de amparo principal y no puede disociarse de éste, porque depende de la suerte 
que corra. Por otra parte, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
P./J. 1/2012 (10a.) (*), determinó que el amparo indirecto es la vía idónea y eficaz para impugnar la falta 
de emplazamiento al juicio o las irregularidades cometidas en él, cuya promoción no está condicionada 
a la interposición de los medios de defensa ordinarios. A partir de lo anterior, el Tribunal Colegiado de 
Circuito que conoce del juicio de amparo adhesivo, en el que se alega como "violación procesal" la falta 
de emplazamiento al procedimiento natural, al ostentarse el quejoso adherente como tercero extraño al 
juicio, no está obligado a declinar la competencia en un Juez de Distrito para que conozca de la violación 
destacada, porque desnaturalizaría el carácter accesorio del amparo adhesivo; en todo caso, 
atendiendo a que la materia sobre la cual versa el análisis del amparo adhesivo -falta de emplazamiento 
al juicio o irregularidades cometidas en él-, debe resolverse en un juicio de amparo indirecto, que no le 
corresponde analizar al Tribunal Colegiado de Circuito, éste debe calificar como inoperantes los 
argumentos respectivos. 

 

SEGUNDA SALA 

 

TERCERO INTERESADO EN UN AMPARO INTERPUESTO POR QUIEN SE OSTENTA TERCERO 
EXTRAÑO. ÚNICAMENTE TIENE TAL CARÁCTER LA PARTE EN EL JUICIO QUE TENGA 
INTERESES CONTRARIOS A LOS DEL QUEJOSO (ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN III, INCISO B), DE 
LA LEY DE AMPARO). 

 

El artículo 5o., fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo prevé los casos en que el quejoso solicita el 
amparo como tercero extraño a un juicio del orden civil, lo que define el carácter de tercero interesado 
es la circunstancia de que la parte que interviene en el juicio tenga un interés contrario al del quejoso, 
ya que así lo establece expresamente la citada porción normativa. Ese interés contrario al del quejoso 
que se ostenta tercero extraño a juicio, a que se refiere el citado artículo, sólo lo tendrá la parte 
vencedora en el juicio, porque es la que tendrá interés en que subsista el acto reclamado. En ese 
sentido, sólo las contrapartes tienen intereses contrarios, esto es, el actor frente al demandado y 
viceversa, no así entre codemandados. Consecuentemente, cuando se solicita el amparo por quien se 
ostenta tercero extraño a juicio, únicamente tiene la calidad de tercero interesado el actor en el juicio de 
origen, pues es inconcuso que el codemandado no puede tener intereses contrarios a los del quejoso 
que no ha sido emplazado al juicio natural. En todo caso, la vinculación que en la especie existe entre 
el codemandado y el acto reclamado, esto es, lo actuado en el juicio de origen, no le otorga el carácter 
de tercero interesado, porque de esa circunstancia no deriva que tenga intereses contrarios a la quejosa, 
sino únicamente que el actor también le reclama ciertas obligaciones y aunque la defensa que dicho 
codemandado pudiera ejercer sea distinta a la que, en su caso, oponga la peticionaria del amparo, no 
necesariamente implica la existencia de intereses contrarios, y en último caso de surgir intereses 
contrarios entre dichos codemandados ellos no podrán plantearse ni resolverse en el juicio de donde 
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derivan los actos reclamados, sino que tendrán que ventilarse en otro juicio y a través de acciones 
distintas. El hecho de que el codemandado no sea llamado al juicio de amparo como tercero interesado, 
y la posibilidad de que la quejosa obtenga la protección constitucional, no implica soslayar el principio 
pro persona que rige en la interpretación de la ley, porque este principio no conlleva a que el juzgador 
pueda continuar aplicando disposiciones derogadas por el legislador respecto de las cuales la ley 
vigente prevé expresamente el supuesto aplicable en el caso concreto como lo es el artículo 5o., fracción 
III, inciso b), de la Ley de Amparo aplicable, que establece que cuando el amparo sea promovido por 
persona extraña a juicio tendrá el carácter de tercero interesado quien tenga un interés contrario al del 
quejoso, en armonía con el artículo segundo transitorio de la propia Ley de Amparo, vigente a partir del 
tres de abril de dos mil trece, que dispone la abrogación de la Ley de Amparo publicada el diez de enero 
de mil novecientos treinta y seis, y la derogación de todas las disposiciones que se opongan a lo previsto 
en la nueva Ley de Amparo. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

SENTENCIA DE AMPARO. SU DICTADO EN DÍA INHÁBIL LABORABLE NO LA NULIFICA, 
SIEMPRE QUE NO SE HAYAN SUSPENDIDO TOTALMENTE LAS ACTIVIDADES DEL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL. 

 

Los artículos 23 de la Ley de Amparo (vigente hasta el 2 de abril de 2013) y 163 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación son acordes en señalar como día inhábil para la promoción, 
sustanciación y resolución de los juicios de amparo, el veinte de noviembre; por su parte, el numeral 74, 
fracción VI, de la Ley Federal del Trabajo refiere como día de descanso obligatorio "el tercer lunes de 
noviembre en conmemoración del veinte de noviembre". En esa tesitura, dada la confusión propiciada 
por las aludidas normatividades, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal consideró necesario, en 
beneficio de la seguridad jurídica de los justiciables y del servicio que debe brindárseles en el propio 
Consejo, órganos auxiliares, así como órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, 
determinar con toda precisión los días inhábiles y los de descanso obligatorio, razón por la cual expidió 
el Acuerdo General 10/2006, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de febrero de 2006, y 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, febrero de 2006, 
página 2009, en el que se fijaron como inhábiles, únicamente para efectos de cómputo de los términos 
procesales, los sábados y domingos, los lunes en que por disposición del artículo 74 de la Ley Federal 
del Trabajo deje de laborarse, primero de enero, cinco de febrero, veintiuno de marzo, primero de mayo, 
cinco de mayo, catorce de septiembre, dieciséis de septiembre, doce de octubre, veinte de noviembre, 
y los demás que determine el referido Pleno -además de aquellos en los que los órganos jurisdiccionales 
determinen la suspensión total de actividades, en casos urgentes, entendiendo a éstos como fenómenos 
naturales y antropológicos que incidan en el funcionamiento de los referidos órganos-; asimismo, precisa 
como días de descanso: los sábados y domingos, los lunes en que por disposición del artículo 74 de la 
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Ley Federal del Trabajo deje de laborarse, primero de enero, primero y cinco de mayo, catorce y 
dieciséis de septiembre, doce de octubre y los demás que determine el Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, sin incluir el veintiuno de marzo ni el veinte de noviembre. Así, de la interpretación 
armónica y sistemática de los preceptos citados inicialmente, así como del mencionado Acuerdo 
General 10/2006, se colige que al disponer la fracción VI del indicado artículo 74 como día de descanso 
obligatorio "el tercer lunes de noviembre en conmemoración del 20 de noviembre", y referir las otras dos 
legislaciones como día inhábil el "veinte de noviembre", sin que en esta data sean suspendidas de forma 
total las actividades jurisdiccionales, no existe impedimento legal para que un órgano jurisdiccional que 
conoce de un juicio constitucional lo resuelva en esta última fecha, pues como inhábil, será ineficaz 
solamente por cuanto hace a los efectos del cómputo de los términos procesales, es decir, el dictado 
de una sentencia de amparo en día inhábil laborable, no la nulifica, siempre que no se hayan suspendido 
totalmente las actividades del órgano jurisdiccional. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CIRCUITO. 

 

 

DEMANDA DE AMPARO. SI SE DIO VISTA AL QUEJOSO PARA SU AMPLIACIÓN, POR ADVERTIR 
LA PARTICIPACIÓN DE UNA AUTORIDAD NO LLAMADA A JUICIO O DE UN ACTO VINCULADO 
CON EL RECLAMADO, ES INCORRECTO QUE EL JUEZ DE DISTRITO SEÑALE UN PLAZO 
MENOR (3 DÍAS) AL PREVISTO POR EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY DE AMPARO PARA SU 
DESAHOGO. 

 

Cuando del informe rendido por la autoridad responsable se advierta la participación de una autoridad 
no llamada a juicio o de un acto vinculado con el reclamado, ello debe hacerse del conocimiento del 
quejoso, otorgándosele la vista correspondiente, a fin de que pueda imponerse de su contenido y, de 
ser conforme a sus intereses, esté en aptitud de ampliar la demanda de amparo en el plazo que para 
tal efecto prevé el artículo 17 de la ley de la materia, pues ello es conforme al artículo 111, fracción II, 
de la propia ley. En ese sentido, es incorrecto que el Juez de Distrito requiera al quejoso para que 
desahogue dicha vista en un plazo menor (tres días) al previsto por el mencionado artículo 17 en tanto 
que este numeral establece para este supuesto el de quince días. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Procesal Mercantil 

 

 

Tesis Aisladas  

 

PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO A EJECUTAR LA SENTENCIA EN UN PROCEDIMIENTO 
MERCANTIL. UN TERCERO AJENO ESTÁ LEGITIMADO PARA SOLICITARLA CONFORME AL 
ARTÍCULO 1143 DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL, APLICADO SUPLETORIAMENTE AL CÓDIGO DE 
COMERCIO, SIEMPRE Y CUANDO JUSTIFIQUE QUE LE ASISTE UN INTERÉS LEGÍTIMO COMO 
ACREEDOR DE LA PARTE CONDENADA, QUE HAYA RENUNCIADO A ESE BENEFICIO Y QUE 
CON TAL OMISIÓN LE PERJUDIQUE, LIMITANDO LA SATISFACCIÓN DE SUS CRÉDITOS O 
DISMINUYENDO LA GARANTÍA DE SU DEUDOR O, INCLUSO, QUE PUDIERA DARSE SU 
INSOLVENCIA. 

 

Conforme a las fracciones IV y V del artículo 1079 del Código de Comercio, así como la jurisprudencia 
1a./J. 99/2010, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXIII, febrero de 2011, página 292, de rubro: "EJECUCIÓN DE SENTENCIA DERIVADA DE UN 
JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL DERECHO PARA SOLICITARLA PRESCRIBE EN EL TÉRMINO 
DE TRES AÑOS." y la tesis aislada 1a. CDXIV/2014 (10a.), difundida en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 5 de diciembre de 2014 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 13, Tomo I, diciembre de 2014, página 230, de título y subtítulo: 
"EJECUCIÓN DE SENTENCIA DEFINITIVA. LA INSTITUCIÓN JURÍDICA QUE ACTUALIZA LA 
PÉRDIDA DEL DERECHO PARA PEDIRLA ES LA PRESCRIPCIÓN Y NO LA PRECLUSIÓN.", emitidas 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el derecho para solicitar la ejecución 
de una sentencia firme y obtener lo reconocido en ésta, es de naturaleza sustantiva, por lo que si no se 
ejerce en el término previsto por la ley, es susceptible de prescribir. Luego, aun cuando el artículo 1038 
del Código de Comercio dispone que las acciones mercantiles prescribirán con arreglo a las reglas de 
dicho ordenamiento; destaca que ni dicho código ni la jurisprudencia, han definido quién está legitimado 
para hacer valer la prescripción del derecho para ejecutar una sentencia, es decir, si sólo la parte que 
fue condenada puede hacerlo valer o también un tercero al que le asista un interés legítimo para 
intervenir, puede solicitar la prescripción. Entonces, para establecer a quién le asiste la legitimación para 
solicitarlo, es factible aplicar supletoriamente el artículo 1143 del Código Civil Federal, el cual señala: 
"Los acreedores y todos los que tuvieren legítimo interés en que la prescripción subsista, pueden hacerla 
valer aunque el deudor o el propietario hayan renunciado los derechos en esa virtud adquiridos."; 
disposición que conforme a la interpretación doctrinal y al análisis de sus fuentes (Códigos Civiles 
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Mexicanos de 1870 y 1884, así como especialmente del Proyecto del Código Civil Español de 1851, de 
Florencio García de Goyena, documentado en la obra "Concordancias Motivos y Comentarios del 
Código Civil Español") revela que la ratio legis contenida en el precepto en estudio, no sólo confiere a 
terceros con interés legítimo de una relación jurídica, el derecho para que soliciten la prescripción 
liberatoria respecto de alguna cuestión que les ataña, sino que su principal función es servir como medio 
de protección en favor del acreedor, cuando su deudor a su vez sea pasivo de otra obligación ya 
prescrita, pero éste haya renunciado tácitamente a la prescripción produciendo o acrecentando su 
insolvencia; en el entendido de que la legitimación de un tercero ajeno del procedimiento mercantil se 
condiciona a que el cumplimiento de la obligación que se pide sea prescrita, impida la satisfacción de 
sus créditos o disminuya la garantía del deudor. De ahí que se concluya que, en términos del invocado 
artículo 1143, aplicado supletoriamente al Código de Comercio, un tercero ajeno al juicio está legitimado 
para solicitar la prescripción del derecho a ejecutar la sentencia, siempre y cuando demuestre que le 
asiste un interés como acreedor de la parte condenada, que haya renunciado a ese beneficio y que con 
tal omisión le perjudique, limitando la satisfacción de sus créditos o disminuyendo la garantía de su 
deudor o, incluso, que pudiera darse su insolvencia. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

JUICIO ORAL MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1390 BIS 33 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, QUE PREVÉ 
LA IMPOSICIÓN DE UNA SANCIÓN ECONÓMICA POR NO ASISTIR A LA AUDIENCIA 
PRELIMINAR, NO ES VIOLATORIO DEL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que una multa no viola el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos cuando se fija en un parámetro que oscila entre 
un mínimo y un máximo, ya que la autoridad puede individualizar la sanción, considerando la gravedad 
de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia en la comisión del hecho que la 
motiva, o cualquier otro elemento del que pueda inferirse la gravedad o levedad del hecho infractor. Así, 
el artículo 1390 Bis 33 del Código de Comercio, al prever la imposición de una sanción económica por 
la inasistencia de las partes sin causa justificada a la audiencia preliminar en el juicio oral mercantil no 
es contrario al citado precepto constitucional, toda vez que establece un mínimo y un máximo para su 
imposición, es decir, un parámetro que permite al juzgador tomar en cuenta los elementos y las 
circunstancias específicas del asunto y ponderarlos para individualizar la sanción, lo que es acorde con 
lo sustentado por el Pleno de este alto tribunal, en la tesis de jurisprudencia P./J. 102/99, de rubro: 
"MULTAS. LAS LEYES QUE LAS ESTABLECEN EN PORCENTAJES DETERMINADOS ENTRE UN 
MÍNIMO Y UN MÁXIMO, NO SON INCONSTITUCIONALES."(1) 
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PRIMERA SALA 

 

 

CONCURSO MERCANTIL. EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN Y ENAJENACIÓN DE BIENES, NO 
TIENE EL CARÁCTER DE AUTORIDAD RESPONSABLE EJECUTORA, PARA EFECTOS DEL 
JUICIO DE AMPARO. 

 

El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes es un organismo descentralizado de la 
administración pública federal, con personalidad jurídica y patrimonio propios, con domicilio en el Distrito 
Federal, el cual tiene por objeto la administración, enajenación y destino de los bienes señalados en el 
artículo 1 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, así como 
el cumplimiento de las atribuciones establecidas en el artículo 78 del mismo ordenamiento. Dentro de 
sus facultades se encuentran, esencialmente, la de recibir, administrar, enajenar y destruir los bienes 
de las entidades transferentes conforme a lo previsto en esa ley, así como realizar todos los actos de 
administración, pleitos y cobranzas y de dominio respecto de los bienes, aun cuando se trate de 
entidades paraestatales en proceso de desincorporación, también fungir como visitador, conciliador y 
síndico en concursos mercantiles y quiebras de conformidad con las disposiciones aplicables, debiendo 
recaer tales designaciones en el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, invariablemente, 
tratándose de empresas aseguradas, conforme al citado artículo 78. Sin embargo, en términos del 
artículo 7o. de la Ley de Concursos Mercantiles: "El Juez es el rector del procedimiento de concurso 
mercantil y tendrá las facultades necesarias para dar cumplimiento a lo que esta ley establece...Será 
causa de responsabilidad imputable al Juez o al instituto la falta de cumplimiento de sus respectivas 
obligaciones en los plazos previstos en esta ley, salvo por causas de fuerza mayor o caso fortuito. ...". 
Esto, sin que en ninguno de los preceptos de dicho ordenamiento se prevea que el visitador o 
administrador del comerciante tenga la facultad de hacer cumplir sus determinaciones con apoyo de la 
fuerza pública, o hacer ejecutar en forma directa las órdenes del juzgador. Es decir, el Servicio de 
Administración y Enajenación de Bienes no está facultado para hacer cumplir las determinaciones que 
tome contra las personas para quienes ejerza funciones de visitador o administrador, y su participación 
en el juicio está supeditada a las órdenes y lineamientos que establezca el Juez del conocimiento; por 
tanto, en el juicio de concurso mercantil no tiene el carácter de autoridad ejecutora para efectos del 
juicio de amparo. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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